ANTONIO MONTES PEÑA


1.-  Planteamos como tema fundamental la creación de un Capítulo sobre “el amparo en materia laboral” que podría incluirse como Título Primero, Capítulo II-Bis.

Este Capítulo incluiría principalmente los siguientes aspectos:

A)  En el amparo otorgado para efectos de que la autoridad responsable emita un nuevo laudo, estimamos que debe suprimirse el agregado de “con libertad de jurisdicción”  y resolver de una vez completamente todos los puntos contenidos en la demanda de amparo.

La experiencia demuestra que esa libertad de jurisdicción conduce a que la autoridad responsable emita varios nuevos laudos, porque éstos son revocados sucesivamente por la autoridad del amparo; lo que ocasiona una enorme erogación económica para las partes, que tienen que cubrir honorarios a los abogados patrocinadores, y además cargas de trabajo excesivas e injustificadas para la Junta.

Cuando se concede el amparo no debe limitarse a un concepto de violación, sino resolver de una vez todos los puntos de la demanda, para evitar que se produzcan varias resoluciones de amparo bajo un mismo asunto; con los perjuicios inherentes para las partes y el retraso en la impartición de la justicia laboral; salvo que se trate de una excepción que deja sin materia el fondo del amparo como en el caso de la prescripción.

Establecer sanciones eficaces para evitar los abusos en la interposición del juicio de amparo, toda vez que hay un gran número de amparos interpuestos, con la sola finalidad de retardar el cumplimiento de los laudos.

CUESTIONES ESPECÍFICAS:

Se propone la supresión del párrafo segundo del artículo 9º de la Ley de Amparo que exime a las personas morales oficiales de prestar las garantías que la Ley exige a las partes; toda vez que son partes en el juicio: y esa exención propicia que se promuevan injustificadamente juicios de amparo con la finalidad de retardar el cumplimiento de los laudos.

Modificación del artículo 30 de la Ley de Amparo concerniente al emplazamiento al quejoso y tercero perjudicado.

Dicho precepto no expresa claramente cual es el procedimiento que habrá de seguirse para oír y recibir notificaciones, ya sea del quejoso o del tercero perjudicado.

Casos en que concurren varios lectores en el procedimiento laboral para designación de beneficiarios de un trabajador fallecido.

Debe eliminarse el requisito del otorgamiento de fianza para la suspensión, porque el trabajador no está en posibilidad de otorgarla y queda sin materia el juicio de amparo interpuesto por el mismo.

Señalamiento de un término adecuado para el cumplimiento de ejecutorias emitidas en los juicios de amparo.

Al respecto, proponemos la modificación de los artículos 105. 106 y 107 de la Ley de Amparo, que establecen un término perentorio de 24 horas para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo; lo que es imposible de acatar en materia laboral, cuando se trata de dictar un nuevo laudo, lo que requiere un lapso de varios días, conforme a lo dispuesto en los artículos 888, 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo.

Contradicciones de Tesis. Actualmente las Juntas Especiales están obligadas a seguir los criterios contradictorios de los Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo a cuyo ámbito jurisdiccional están adscritos, sin que haya una vía legal para denunciar las Contradicciones de Tesis.

Por ello, proponemos que se modifiquen los artículos 197 y 197-A de la Ley de Amparo, a fin de que el Presidente de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, puedan denunciar las Contradicciones de Tesis.

ANTONIO MONTES PEÑA

“Propuestas relativas al artículo de la Ley de Amparo Correspondientes al Libro Primero, Título Primero de dicho ordenamiento, con la finalidad de contribuir a la creación de una legislación de Amparo acorde con los nuevos tiempos de nuestro País.

V I G E N T E :

Artículo 1º.- El Juicio de Amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite.

Por las Leyes o Actos de la Autoridad que viole las garantías individuales.

Por las Leyes o Actos de la Autoridad Federal que vulnere o restrinjan la Soberanía de los Estados.

Por Leyes o actos de Autoridad de éstos, que invadan la esfera de la Autoridad Federal.

P R O P U E S T A S :

Artículo 1º.-  El Juicio de Amparo tiene por objeto, guardar y conservar el orden Constitucional resolviendo toda controversia que se suscite:

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad que violen las garantías del Gobernado;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad Federal que Vulneren o restrinjan la Soberanía de los Estados, la Esfera de competencia del Distrito Federal o la Esfera de competencia de la Autoridad Municipal;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad de los Estados, del Distrito Federal, o de los Municipios que invadan la Esfera de competencia de la Autoridad Federal;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad del Distrito Federal o Estatales que invadan la Esfera de competencia de la Autoridad Municipal;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad de los Estados o de los Municipios que invada la Esfera de competencia del Distrito Federal;  y

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad del Distrito Federal o de los Municipios que invadan la Esfera de competencia y las Autoridades Estatales.

El motivo de esta propuesta obedece al desarrollo Político, Económico, Social, Poblacional, Administrativo, etc., que ha tenido el País particularmente su célula Político-Administrativa básica como es el Municipio Autónomo las atribuciones, que Constitucionalmente se han conferido al Distrito Federal, y que se traducen al igual que los Municipios en mayor capacidad como antes de gobierno y desde luego autonomía en todos los aspectos de la vida democrática, Jurídica etc. del País, es oportuno mencionar que el municipio no se consideró en la Constitución de 1857 y con relación a los Artículos Constitucionales que trataban de el Juicio de Amparo en la referida Constitución del 57, al igual que la Legislación de Amparo, fueron trasladados a la Constitución de 1917, y por inercia Jurídica en los Artículos 103 y 107 Constitucionales no se hace referencia a las autoridades Municipales y por ende igual omisión acontece en la vigente Ley de Amparo.

V I G E N T E :

Artículo 9º.  Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de Amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes cuando el acto o la Ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquellas.  Las personas morales oficiales estarán exentas de presentar las garantías que esta Ley se exige a las partes.

P R O P  U E S T A S:

Artículo 9º.  Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de Amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la Normatividad que se reclame afecten los intereses patrimoniales de aquellas, (LAS PERSONAS MORALES OFICIALES ESTARÁN OBLIGADAS A PRESTAR LAS GARANTÍAS QUE ESTA LEY SE EXIGE A LAS PARTES.)

Se considera de acuerdo a estas propuestas que las personas morales oficiales al igual que las demás deben otorgar garantía cuando lo exija la Ley, en atención al principio de igualdad o paridad ante la ley de las partes, en virtud de ser una garantía Constitucional, por o que no puede haber privilegios hacia personas 
morales oficiales mismo que se traduce en discriminación para otras personas, independientemente de que tales personas por estar al servicio del País, resulten ser más obligadas a someterse al imperio de la Normatividad que nos rige.

V I G E N T E:

Artículo 19.-  Las Autoridades responsables no pueden ser representadas en el Juicio de Amparo, pero si podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para efectos de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal, por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en caso corresponda al asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En estos casos y en los Juicios de Amparo promovidos contra los titulares de las propias Dependencias del Ejecutivo de la Unión, estos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa distribución los Reglamentos Interiores que se expidan conforme a la citada Ley Orgánica.

En los Amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, su Titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución al Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuraduría.

P R O P U E S T A :

El artículo 19.-  Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el Juicio de Amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acredita delegados que concurran a las audiencias para el efecto que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

(A EXCEPCIÓN DE LO DISPUESTO EN EL PÁRRAFO ANTECEDENTE, EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PODRÁ SE REPRESENTADO EN TODOS LOS TRAMITES ESTABLECIDOS POR ESTA LEY, AL IGUAL QUE LOS GOBERNADORES DE LOS ESTADOS, EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y LOS PRESIDENTES MUNICIPALES POR CONDUCTO DEL FUNCIONARIO A QUIEN CORRESPONDA EL ASUNTO, DE ACUERDO A SUS RESPONSABILIDADES Y COMPETENCIAS CONSIGNADAS EN LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LEYES ORGÁNICAS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS ESTATALES, ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y LEYES ORGÁNICAS MUNICIPALES RESPECTIVAMENTE.

EN ESTOS CASOS Y EN LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS CONTRA LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS DEL EJECUTIVO DE LA UNIÓN, DE LOS EJECUTIVOS ESTATALES, DEL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LAS PRESIDENCIAS MUNICIPALES, ESTOS PODRÁN SER SUPLIDOS POR LOS FUNCIONARIOS A QUIENES LOS REGLAMENTOS INTERIORES RESPECTIVOS EXPEDIDOS CONFORMA A LA NORMATIVIDAD EXPRESADA EN EL PÁRRAFO ANTERIOR Y QUE TENGAN OTORGADA DICHA ATRIBUCIÓN.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, LOS PROCURADORES GENERALES DE LOS ESTADOS, EL PROCURADOR GENERAL DEL DISTRITO FEDERAL Y LOS SÍNDICOS GENERALES RESPECTIVAMENTE, O LOS AGENTES DE LOS MINISTERIOS PÚBLICOS, FEDERAL, ESTATALES, DEL DISTRITO FEDERAL Y APODERADOS ESPECIALES CONSTITUIDOS AL EFECTO QUE PARA TAL FIN DESIGNAREN, PODRÁN REPRESENTAR AL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A LOS GOBERNADORES DE LOS ESTADOS LIBRES Y SOBERANOS, AL JEFE DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, Y A LOS PRESIDENTES DE LOS MUNICIPIOS LIBRES Y SOBERANOS Y SERÁN PARTE EN TODOS LOS JUICIOS DE AMPARO, SER SUPLIDOS POR LOS FUNCIONARIOS A QUIENES OTORGUEN ESTA ATRIBUCIÓN LOS REGLAMENTOS DE LAS LEYES ORGÁNICAS DE LAS PROCURADURÍAS, GENERAL DE LA REPÚBLICA, GENERAL DE LOS ESTADOS, DEL ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS MUNICIPIOS PERO PODRÁN ABSTENERSE DE INTERVENIR EN DICHOS JUICIOS, CUANDO LOS CASOS DE QUE SE TRATE CAREZCAN A SU JUICIO, DE INTERÉS PÚBLICO.

Motiva esta propuesta similares argumentos esgrimidos en las propuestas anteriores, son cabe duda de que en este artículo, su redacción únicamente considera la figura del Ejecutivo Federal y su Procuraduría y obviamente a la norma que rige a esta dependencia de la Presidencia de la República olvidándose de los Estados del Distrito Federal y de la base de la división territorial de los Estados, como son los municipios libares, que hoy más que nunca constituyen realmente la célula básica de la organización política y administrativa de México, no podemos omitir comentar que el precepto que se propone reformar de la legislación de amparo es el nítido reflejo de la avasalladora institución presidencial del país, más aún la época en que se legislan gobernaban a la república mayoritariamente militares ( Decreto –30-12-1935 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 10 de enero de 1936), situación que se comprende por los efectos de la beligerancia del país derivada de la revolución de 1910, y no podían escapar nada a este sello autoritario de la milicia, pero por cuestiones que todos conocemos y más que conocer sufrimos, hasta nuestros días persisten los aspectos autoritarios en México y tampoco podemos negar el cambio constante, para mejorar y hacer realidad la vida republicana, federalista, y democrática de México, que se puede acreditar con la autonomía amplia de que actualmente goza el Poder Judicial de la Federación.  Y no dejemos que pase por alto la apertura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación hacia la sociedad mexicana, lo que no podía ser de otra manera si apreciamos con que belleza político jurídica nuestro ordenamiento supremo expresa a que:  “Todo Poder Público dimana del Pueblo y se instituye para el beneficio de éste”.

V I G E N T E :

Artículo 22.-  Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

I.- Los casos en que a partir de la vigencia de una ley, ésta sea reclamable en la vía de amparo, pues entonces el término para la interposición de la demanda será de treinta días.

II.- Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, o la incorporación forzosa al servicio del ejército o armada nacionales.

En los casos en que el acto de autoridad compatible mediante demanda de Amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona de Estado extranjero, el término para interponerla será de 15 días.

III.- Cuando se trate de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al Juicio, en los que el agraviado no haya sido citado legalmente para el juicio, dicho agraviado tendrá el término de noventa días para la interposición de la demanda, si residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro de la República, y de ciento ochenta días, si residiere fuera de ella; contando en ambos casos y desde el siguiente al que tuviere conocimiento de la sentencia; pero si el interesado volviere al lugar en el que se haya seguido dicho juicio quedará sujeto al término a que se refiere el artículo anterior.  No se tendrán por ausentes, para los efectos de este artículo, los que tengan mandatarios que los representen en el lugar del juicio; los que hubiesen señalado casa para oír notificaciones en él, o en cualquiera forma se hubiesen manifestado sabedores del procedimiento que haya motivado el acto reclamado.

P R O P U E S T A :

Artículo 22.-  Se exceptúan…..

I.-  Los casos en que…

II.-  Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro…

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la Extradición de laguna persona por parte del Estado extranjero, ( EL TÉRMINO PARA INTERPONERLA SERA DE 30 DÍAS)

Se considera que el término de 15 días deberá ampliarse, a efecto de que el impetrante de Amparo tenga la oportunidad de agenciarse medios de defensa, tendientes de demostrar que el acuerdo que favorezca su extradición, deberá considerarse ineficaz, demostrando en el proceso del Juicio de Amparo que el motivo por el que el Gobierno Extranjero solicitó su extradición, obedece a cuestiones muy diferentes a las que argumento en el cuerpo de su solicitud de extradición al Gobierno Mexicano, como podían ser entre otras razones las de origen étnico, político-religioso, etc; y que se encubren con pretensiones encuadradas en determinada acción legal ejemplo, acusación por fraude, asalto, o cualquier otra figura delictiva, por otra parte este artículo testado, a excepción de lo preceptuado, por el artículo 21 respecto del término de 15 días para la interposición de la demanda de Amparo, lo que si nos detenemos un momento resulta verdaderamente incongruente, cobre todo que el espíritu de la ley  es normar el procedimiento en el Juicio de Amparo y alcanzar un eficaz control constitucional mediante el cual se respeten las garantías que la Carta Magna otorga a la persona, aunado a lo anterior un acuerdo de esta naturaleza es un ataque a la libertad personal.

V I G E N T E :

Artículo.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre. Puede promoverse en cualquier día y en cualquier hora del día o de la noche, si se traten de actos que importe peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido. Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia Federal señalada para el delito de resistencia de particulares y desobediencia. 
La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el Secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

P R O P U E S T A :

Jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, IGUALMENTE POR FAX, INTERNET (CORREO ELÉCTRONICO), o cualquier otro medio de comunicación electrónico que en dichas oficinas se empleen, sin costo alguno ni para los interesados.

La propuesta anterior se base en la necesidad de utilizar la moderna tecnología aplicada a la comunicación, por la celeridad que imprimiría a la solicitud de amparo de las personas que se pudieran encontrar en los puestos establecidos en el párrafo segundo del presente artículo de la Ley de Amparo.

V I G E N T E :

Artículo 25.- Para los efectos del artículo anterior, cuando alguna de las partes resida fuera del lugar del juzgado o tribunal que conozca del juicio o del incidente de suspensión, se tendrán por hechas en tiempo las promociones si aquélla deposita los escritos u oficios relativos, dentro de los términos legales, en la oficina de correos o telégrafos que correspondan al lugar de su residencia.

P R O P U E S T A :

Artículo 25.-  Para los efectos del artículo anterior,…, dentro de los términos legales, en la oficina de correos o telégrafos que correspondan al lugar de su residencia, O CUALQUIERA DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS MENCIONADOS EN EL ARTÍCULO 23.

Este ordenamiento guarda relación directa con la propuesta para reformar el artículo 23, en virtud de los avances tecnológicos aplicados a los sistemas de comunicación.

V I G E N T E :

Artículo 27.- Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución. 
El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo. Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

P R O P U E S T A :

Artículo 27.-  Las resoluciones deberán ser notificadas a más tardar dentro,……..

El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en………

LAS NOTIFICACIONES A LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS FEDERAL, ESTATAL, JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y PRESIDENTES MUNICIPALES SE ENTENDERAN CON LOS FUNCIONARIOS QUE DEBAN REPRESENTARLOS EN EL JUICIO DE AMPARO O EN SU CASO CON EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, LOS PROCURADORES GENERALES DE LOS ESTADOS, EL PROCURADOR GENERAL DEL DISTRITO FEDERAL, LOS SÍNDICOS JUDICIALES DE LOS MUNICIPIOS RESPECTIVAMENTE, DE ACUERDO CON LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 19 DE ESTA LEY, de manera que….. LAS NOTIFICACIONES A LOS PROCURADORES GENERALES DE LA REPÚBLICA, DE LOS ESTADOS, DEL DISTRITO FEDERAL Y SÍNDICOS JUDICIALES, LES DEBERÁN SER HECHAS POR MEDIO DE OFICIOS DIRIGIDOS A SUS RESIDENCIAS OFICIALES.

Motiva esta propuesta el hecho consecuente, de las realizadas y expresadas en los artículos 1 y 19 de la Ley de Amparo y a que ninguno de estos tres preceptos consideraba a los Estados y Distrito Federal y Municipios de esta forma se consolida congruentemente el aspecto de notificaciones a estas personas morales públicas, con los del objeto del amparo al resolver toda controversia suscitada por normatividad jurídica o actos de las autoridades indicadas en el armoniza 1º. de esta propuesta de reforma de la Ley de Amparo así mismo se armoniza con lo propuesto respecto a la representación de las autoridades responsables en el Juicio de Amparo, en sus modalidades de ser representadas, como se estableció en la propuesta del artículo 19.

V I G E N T E :

Artículo 28.-  Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, se harán:

I.- A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo en el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos. Cuando no existiere el libro talonario, se recabará el recibo correspondiente;

II.- Personalmente, a los quejosos privados de su libertad, ya sea en el local del juzgado o en el establecimiento en que se hallen recluidos, si radican en el lugar del juicio; o por medio de exhorto o despacho si se encontraren fuera de él.

Lo anterior se observará, salvo el caso de que los quejosos hubiesen designado persona para recibir notificaciones o tuviesen representante legal o apoderado;

También deberán notificarse personalmente a los interesados los requerimientos o prevenciones que se les formulen.

III.- A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique.

P R O P U E S T A :

Artículo 28.-  Las notificaciones en los Juicios de Amparo de la competencia de los Juzgados de Distrito se harán:

I.-  A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo eh el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente y fuera del lugar del juicio por correo, telégrafo, fax e internet ( Correo Electrónico ), en pieza certificada con acuse de recibo.

II.-  Esta propuesta obedece a que el adelanto e la tecnología aplicada a los medios comunicativos ha rebasado  los medios tradicionales empleados para las acciones notificatorias, además de que no contempla el uso del teléfono del artículo en comento en su redacción original.

V I G E N T E :

Artículo 29.- Las notificaciones en los juicios de amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos Tribunales, con motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo, se harán en la siguiente forma:

I.- A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, cuando se trate de notificar el auto que admita, deseche o tenga por no interpuesta la demanda; el que admita, deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso; el que declare la competencia o incompetencia de la Suprema Corte de Justicia o de un Tribunal Colegiado de Circuito; los autos de sobreseimiento; y la resolución definitiva pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en amparo del conocimiento de ellos. En todo caso, al oficio por el que se haga la notificación se acompañará el testimonio de la resolución. El acuse de recibo postal deberá agregarse a los autos.

Los jueces de Distrito al recibir el testimonio del auto que deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso o de la sentencia de segunda instancia pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en juicios de amparo promovidos ante dichos jueces, notificarán esas resoluciones a las autoridades responsables por medio de oficio remitido por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, acompañándoles copia certificada de la resolución que tenga que cumplirse, el acuse de recibo será agregado a los autos.

II.- Al Procurador General de la República se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia.

Al Agente del Ministerio Público Federal adscrito a los Tribunales Colegiados de Circuito se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de dichos Tribunales.

Las demás notificaciones al Ministerio Público Federal, se le harán por medio de lista.

III.- Fuera de los casos a que se refieren las fracciones anteriores, las notificaciones, en materia de amparo, en la Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Circuito, se harán con arreglo a las fracciones II y III del artículo precedente.

P R O P U E S T A :

Artículo 29.-  Las notificaciones de Amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito,…  se harán en la siguiente forma:

I.-  A las Autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficio, por correo, telégrafo, fax e internet  ( Correo Electrónico ), en pieza certificada por acuse de recibo cuando se trate de notificar el auto que admita,…

II.-  A LOS PROCURADORES GENERALES DE LA REPÚBLICA, DE LOS ESTADOS, DEL DISTRITO FEDERAL, Y A LOS SÍNDICOS JURÍDICOS MUNICIPALES, SE LES NOTIFICARÁ por medio de oficio, el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia.

Al agente del Ministerio Público…

LAS DEMAS NOTIFICACIONES A LOS MINISTERIOS PÚBLICOS FEDERALES, ESTATALES, DEL DISTRITO FEDERAL Y SÍNDICOS JURÍDICOS MUNICIPALES SE LES HARÁN POR MEDIO DE LISTA.

Como en propuesta antecedentes sobre a los artículos a reforma nos motiva el adelanto tecnológico aplicado a la comunicación y a los cambios en la legislación y en el espectro Político-Social pero primero por lo que respecta a las diligencias de notificación que la actual disposición al respecto de este artículo, prevé que se realice por medio de oficio o a través de correo en pieza certificada, sin considerar el uso del telégrafo, fax e internet  ( Correo Electrónico ) de las personas morales, físicas y morales oficiales, así mismo se debe incluir a los Ministerios Públicos del Fuero Común Estatales y del Distrito Federal e igual que a los Síndicos Jurídicos de los Municipios.

Julián Andrade Requena

“Exposición de Motivos.  Consideramos que todas las propuestas obedecen primordialmente a que como parte de la comunidad, somos conscientes de los problemas por los que ésta atraviesa;  la intención, por ello, fue tratar de apoyar la resolución de los problemas que innegablemente nos preocupan como son:

La adecuación de la Ley de Amparo a los nuevos organismos existentes.

Aligerar de algún modo, el cúmulo de trabajo que en todas las instancias dedicadas a la administración de justicia existen.

Resulta peligroso y evidente el problema de los centros de Readaptación Social en nuestro país, como consecuencia del aumento de la población, del índice delictivo y de los problemas económicos y políticos que impiden la construcción de instalaciones adecuadas que alberguen a los internos y al mismo tiempo protejan a la sociedad de dichos internos, pero no podemos dejar de incluir en esta exposición de motivos, el problema de contar con juicios penales que no se adecuan suficientemente a las exigencias de justicia pronta y expedita, teniendo como resultado que la prisión preventiva en muchas ocasiones se prolongue.

P R O P U E S T A S :

Se propone la adecuación de la Ley de Amparo para hacerla congruente con la creación del Consejo de la Judicatura Federal, específicamente la fracción I del artículo 73.

Se propone la adición de un capítulo que integre a la Ley de Amparo la figura de la caducidad, tomando en consideración que no todos los autos impulsan el procedimiento y eso se refiere directamente a las promociones que presenten las partes, ya que la tendencia actual de las autoridades federales es aminorar su ámbito de competencia, la opinión de esta mesa de trabajo se sintetiza en que es más justo y equitativo proponer la integración de esta figura jurídica que combate la apatía y negligencia de las partes.  En consecuencia, la propuesta incluiría la derogación de la fracción V del Capítulo IX, relativa al sobreseimiento.  Es preciso destacar que el término que se propone para que opere la caducidad es el de noventa días naturales en atención a lo previsto en el artículo 17 Constitucional.

Se propone la creación del artículo 114 bis, cuya redacción se debe tomar del artículo 169, mismo que se propone su derogación.  La modificación del artículo 161 consistiría en lo siguiente:  “Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refiere el artículo anterior (159)…”.

Se propone el siguiente TRANSITORIO:  “Las disposiciones contrarias a estas reformas quedarán sin efecto”.

Teddy Israel Cortés Calderón 

“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:  Siendo nuestra constitución la fuente de las garantías individuales, o sea, el ordenamiento en el cual éstas se consagran, formando, por ende, parte de la ley fundamental, es lógico y evidente que están investidas de los principios esenciales que caracterizan el cuerpo normativo supremo respecto de la legislación secundaria.

Por consiguiente, las garantías individuales participan del principio de supremacía constitucional, consignado en el artículo 133 de nuestra ley suprema.  Por otra parte, las garantías individuales que forman parte integrante de la constitución, están, como ésta, investidas del principio de rigidez constitucional, en el sentido de que no pueden ser modificadas o reformadas por el poder legislativo ordinario ( o sea por el Congreso de la Unión como órgano legislativo federal y para el distrito federal, y por las legislaturas de los estados), sino por un poder extraordinario integrado en los términos del artículo 135 de la ley fundamental.  Para efectos de las reformas concernientes a la ley de amparo vigente, no debe perderse de vista las garantías de igualdad, libertad, propiedad y seguridad jurídica, consagradas eminentemente en los artículos 14 y 16 constitucionales, respetando sobre todas las cosas la vida, libertad, propiedad, posesión, derechos, así como a la persona, familia, domicilio, papeles y sobre todas las cosas la concurrencia de las fundamentaciones y motivaciones que nuestra carta magna profesa.

DEL JUICIO DE AMPARO ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO.  DE LOS ACTOS MATERIA DEL JUICIO.

Artículo 114 de la Ley de Amparo:  Se propone la desaparición del final de la fracción III el artículo 114 de la Ley de Amparo, debido a:  Si los conceptos de violación no atacan los fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia, no está en condiciones de estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría las deficiencias de la quejosas, en un caso no permitido legal ni constitucionalmente sino se está en lo que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado de la constitución federal y los dos últimos párrafos del artículo 76 también reformado de la ley de amparo, cuando el acto reclamado no se funda en las leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia, la Suprema Corte de Justicia, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en que se encontrara que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo hubiere dejado sin defensa, ni menos que se tratara de un caso de materia penal y que se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

El remate es, según la propia ley, un acto después de concluido el juicio, ya que si fuera de otra manera se habría regulado no precisamente en la que alude a los actos emitidos, después de concluido el juicio de referencia.

Por lo anterior expuesto, queda robustecido por el segundo párrafo de la fracción en estudio, la cual se hace mención también a los actos ejecutados en vía del cumplimiento de la sentencia, por lo que interpretando sistemáticamente a esta fracción (III) se concluye que los actos de ejecución de sentencia son actos que se presentarán después de concluido el juicio.  Concluyendo: si se desobedeciere esta disposición, quienes infrinjan deben hacerse acreedores a una sanción pecuniaria.

DE LA DEMANDA.  Los Jueces de Distrito tienen la obligación legal de proteger al gobernado que es la víctima de atropellos y abusos por parte de las autoridades por lo que proponemos que la demanda inicial ya sea por escrito, por comparecencia o vía telegráfica y que cumpla con los requisitos mínimos tratándose de actos que señala el artículo 22 constitucional se aplique la suplencia de la queja a favor del quejoso y no se le hagan prevenciones que retarden la protección de la justicia federal que solicita.  Por lo que respecta al artículo 117 se propone reformar el último párrafo, que la demanda pueda formularse por comparecencia ante cualquier funcionario del juzgado y no únicamente ante el juez sin menoscabo de su autoridad, esto es, con la finalidad de hacer más rápida y expedita la protección de la justicia federal a favor de quien lo solicita en comparecencia y no cargarle el trabajo al juez, de igual forma se deben plantear los requisitos y efectos que deba contener la comparecencia.  Cabe señalar que también proponemos adicionar el artículo 118 solicitando que se utilicen los medios modernos de comunicación independientemente del telégrafo como son: el fax, el correo electrónico, los cuales harían más rápida la pronta y eficaz protección de la justicia federal a favor del gobernado toda vez que los tiempos modernos así lo requieren.

DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.  Capítulo III.  Artículos del 122 al 144 de la Ley de Amparo.  La suspensión del acto reclamado procede de oficio, a petición de parte y con arreglo a la ley, de oficio se decreta ante la existencia de violaciones directas al artículo 22 constitucional, es necesario que se agregue la suspensión de oficio por lo que respecta a la confiscación de bienes y pago de multas en virtud de que tales actos son violatorios flagrantes de los artículos 14 y 16 de nuestra carta magna, siendo prudente que los incidentes de suspensión que se formen con motivo de estos actos, tengan continuidad para efectos de probar el acto reclamado y que el juzgador federal, pueda resolver la interlocutoria definitiva de acuerdo al contenido que obre en los autos incidentales y no desechar el incidente al inicio del mismo por algún motivo que considere en forma discrecional de improcedencia.

En forma medular, la suspensión provisional decretada por el órgano federal tiene como base fundamental lo dispuesto en los artículos 124 y 130 de la Ley de Amparo, sobresaliendo en el contenido de dichos dispositivos las palabras ( interés social y orden público ).

El interés social se divide de un interés público cuando se atiende el bien común, cuando se hace mención a disposiciones que afectan a la sociedad en general, y privado, cuando se atiende a las conveniencia de alguien en particular. Como elementos esenciales, para la existencia del interés social deberán entenderse: I. Interés social es la seguridad general que comprende: la paz, el orden, la salud pública y la seguridad de las adquisiciones y transacciones. II. Seguridad de las instituciones sociales: la familia y las sucesiones: III. Seguridad de las instituciones religiosas, culturales y económicas; IV. Interés social en el progreso general: económico, político, científico y cultural; V. Interés social en niveles mínimos de vida; VI. Interés en la moral general, e VII. Interés en la conservación de los recursos naturales y ecología. Lo anterior, permite clasificar las disposiciones que regulan las materias en el sentido de interés y orden público.

El artículo 124 bis reformado mediante decreto de fecha ocho de febrero de 1999, estipuló en su contenido de manera clara y precisa los elementos necesarios para que el juez de amparo fije el monto de un garantía.

Tal acto nos hace entender que los artículos 123 y 130 de la ley en cita debe reformarse en el sentido de esclarecer la terminología de interés social y orden público, ya que es de fácil apreciación en las líneas anteriores que el contenido técnico jurídico de interés social resulta ser demasiado extensivo en muchos aspectos dando margen que la autoridad federal al resolver sobre la concesión de la suspensión provisional en forma por demás discrecional dicte ciertas medias que en la mayoría de los casos afecta y vulnera las garantías individuales del agraviado que ocurre al amparo para efectos de su protección resultando nugatorio el espíritu de la le de amparo que es el de la protección de todo gobernado.

Respecto al artículo 132 de la ley de la materia, debe derogarse del segundo párrafo de dicho artículo lo último de su contenido que señala: "En todo caso lo hará si el quejoso asegura los gastos de la comunicación telegráfica correspondiente". Por lo que ve, el artículo 135 de la ley que nos atañe, debe reformarse en su párrafo primero dice: "Cuando el amparo se pida contra el cobro de contribuciones, podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos previo depósito de la cantidad que se cobra ante la tesorería de la federación o la de la entidad federativa o municipio que corresponda".

Para quedar de la siguiente manera: "La suspensión provisional debe ser otorgada ante la solicitud del agraviado, pudiendo el juez de distrito al resolver en definitiva y con atención a los informes previos, decidir lo conducente a la existencia o no de violación a las garantías individuales del quejoso".

SUBSTANCIACIÓN DEL JUICIO. Artículo 151: A l letra dice: "Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar un hecho, deberán anunciarla cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional". Se propone que el término para anunciar la prueba testimonial y pericial sea derogado, y se apruebe que dichas probanzas puedan ser anunciadas dentro del término correspondiente a la admisión de la demanda y antes de la fecha de la celebración de la audiencia constitucional.

Tal consideración se debe a que la experiencia profesional de quienes ejercen la defensa de particulares, han percibido que tal circunstancia ha dejado en estado de indefensión a los impetrantes del amparo, vulnerándose con ello sus garantías individuales.

Artículo 152: (párrafo segundo de…) a la letra dice: "El juez hará un requerimiento y aplazará la audiencia por un término  que no exceda de diez días; pero si no obstante de dicho requerimiento durante el término de la expresada prórroga no se expidieran las copias o documentos, el juez a petición de parte, si lo estima indispensable podrá transferir la audiencia hasta en tanto se expidan, y hará uso de los medios de apremio consignando en su caso a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato"

La propuesta es: Que en atención a todos los adelantos tecnológicos de comunicación y debido a las facilidades que existen hoy en día, tal aplazamiento, al que se refiere la audiencia constitucional, no deberá exceder de cinco días para que la justicia sea mas pronta y expedita".

Reynaldo Herrera Aké 

"El Libro Segundo de la Ley de Amparo fue producto de la Jurisprudencia acumulada por varios años en atención a los postulados que hicieron posible la reforma agraria así como para evitar el uso del amparo administrativo por pequeños propietarios en perjuicio de ejidos, comunidades o de sus integrantes. Las disposiciones establecidas en ese libro segundo fueron aplicables al juicio de amparo y no al amparo de legalidad, debido a la naturaleza de los actos administrativos emitidos por las autoridades responsables.

Las reformas de 1992 al artículo 27 provocaron la expedición de la nueva Ley Agraria y en cumplimiento al mandato Constitucional se constituyeron los Tribunales Agrarios para impartir Justicia Agraria.  La naturaleza jurídica de estos tribunales determinada en el artículo 27 Constitucional fracción XIX, ha sido calificada de autonomía y jurisdicción plena, por lo que resultan distintos a los que especifica en el artículo 73 fracción XXIX-H de la misma Carta Magna.

Desde su creación los tribunales agrarios para su funcionamiento cuentan con su correspondiente ley orgánica, en concordancia con la agraria, y de manera supletoria con el Código Federal de Procedimientos Civiles, instrumentos legales que permiten el desahogo pleno de sus atribuciones.

Hasta la fecha, en los casos en los que se ha solicitado amparo contra las resoluciones emitidas por estos tribunales, los criterios que el poder judicial ha adoptado han sido diversos y hasta contradictorios.

Se ha dado el caso de que dos personas afectadas por la misma autoridad (Tribunal Superior Agrario) interpusieron amparo contra el mismo acto, y ante la indefinición de la vía, se promovieron como directo e indirecto, de donde resultaron cuatro expedientes y cada una de ellos se integró y resolvió con criterios totalmente diferentes.

Lo anterior obviamente es el resultado de no contemplarse en la Constitución Federal la materia agraria en los incisos de los amparos indirecto y directo.  En consecuencia la Ley de Amparo tampoco lo ha reglamentado en los capítulos correspondientes.  El único sustento hasta la fecha ha sido la propia Ley Agraria.

Esta ley en su artículo 200 ordena que contra las sentencias de los Tribunales Unitarios o del Tribunal Superior Agrario sólo procederá el juicio de amparo ante el tribunal Colegiado de Circuito correspondiente.  Así también ordena que contra los actos de los Tribunales Unitarios en que por su naturaleza proceda el amparo, conocerá el Juez de Distrito.

En el primer caso se interpreta que se trata del amparo directo y en el último del juicio de amparo.

La Ley agraria señala los casos en que contra las resoluciones de los Tribunales Unitarios Agrarios procede el recurso de revisión ante el tribunal de alzada, esto es el Tribunal Superior Agrario, excluyéndose así de la aplicación del artículo 104 fracción I.-B.

De ahí la necesidad de que el artículo 107 Constitucional se reforma tanto la fracción que determina los casos de procedencia del juicio de amparo y del amparo directo, como corolario de la fracción II párrafos tercero y cuarto reglamentados en libro segundo de la Ley de Amparo.  La reforma que se propone es en el sentido de adicionar en la fracción tercera después de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo: “y agrarios”.

Y en la fracción V, la adición del inciso e) estableciéndose en ella la materia agraria de las sentencia dictadas por los tribunales agrarios.   Lo anterior no se expone como propuesta definitiva, por abocarnos a la ley de amparo, únicamente se menciona la  necesidad de ajustar las normas del sistema jurídico mexicano en un mismo sentido.

En la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios se establece la competencia de los Unitarios.  Del total de las atribuciones establecidas en trece fracciones del artículo 18, las señaladas en las fracciones I, II, IV, VIII, en relación con el artículo 198 de la Ley Agraria, admiten el recurso de revisión el resto, es decir las fracciones III, V, VI, VII, IX, X, XI, XII y XIII.  Admiten el amparo directo.

A estos tribunales se les atribuyeron funciones para resolver el contencioso administrativo, con lo que se ha reducido el ámbito de aplicación del amparo agrario  contemplado en la ley de la materia.  

En el afán de evitar que se establezcan criterios contradictorios por los encargados de aplicar la Ley de Amparo, es conveniente especificar en ella, de manera general en aquellos en que se señalan las circunstancias o caso de sentencia de tribunales judiciales, administrativos o laborales, agregar “agrarios”. 

En el artículo 114 de la ley de amparo fracción segunda, al final del primer párrafo, deberá especificarse:  ni  del Tribunal Superior Agrario.  Esto se justifica, por que de no especificarse tal prohibición se admitiría una cuarta instancia.  Al excluirse a las sentencias  del Tribunal Superior Agrario, se aceptarían las de los tribunales unitarios contra los que no opera el recurso de revisión.

Además deberá adicionarse la fracción VII. Contra sentencias definitivas de los tribunales unitarios agrarios en los casos que se cometan violaciones al dictarse la sentencia o durante el procedimiento, si por virtud de estas los sujetos agrarios hubieren quedado sin defensa o privado de los derechos que la ley agraria les concede.

En cuanto al juicio de amparo directo, la primera reforma y que se ajustaría a la Ley Agraria, consiste en adicionar en el artículo 158 en el primer párrafo, después de la especificación de tribunales, “y de los tribunales agrarios”, de igual forma en el párrafo segundo al referirse a sentencias definitivas de los tribunales.

Para que los sujetos agrarios goces de los derechos y perrogativas del juicio agrario, el artículo 159 que hace la estimación de los casos en que se incurre en violaciones procesales ante tribunales del orden civil administrativo o del trabajo también deberá incluirse a los tribunales agrarios, con el fin de evitar repeticiones innecesarias en el artículo que norma la materia que se analiza.

Además se propone innovar un artículo, éste puede ser el 162 “En los juicios del orden agrario se considerarán violadas las leyes del procedimiento” de manera que su infracción afecte a las defensas del ejido o comunidad o de sus miembros: 

Cuando durante el procedimiento no se observen las costumbre y los usos de los grupos indígenas, siempre que no sean contrarios a la ley".

Cuando no se respete el principio de oralidad y se exijan formalidades o solemnidades que impidan su aplicación.

Cuando se dicto sentencia a verdad sabida sin respetar los principios generales del derecho y de la experiencia, que tenga como consecuencia la emisión de juicios subjetivos.

Cuando no se exija de manera oficiosa y efectiva a la Procuraduría Agraria, el nombramiento del asesor para la parte que carezca de él. 

Cuando el magistrado omita prevenir al actor justifique su inasistencia a la audiencia de pruebas, alegatos y sentencia.

Cuando se desechen los recursos a que tienen derecho en los casos que establece la Ley agraria, respecto de providencias que afecten partes sustanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo a las fracciones antes citadas.

Los principios rectores del amparo en materia agraria establecidos en libro segundo de esta ley, deberán observarse en substanciación del juicio”.

Andrea Bocanegra Quiroz 

REFORMAS A LA LEY DE AMPARO EN LO CONCERNIENTE A LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 33 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Alcance del mandato del artículo 33 constitucional en el derecho interno.
1.- La historia del artículo 33 de la Constitución Federal se vincula con una de las nociones de soberanía que se solidifican con el Estado moderno: la potestad del Estado territorial de determinar la permanencia de los extranjeros en su suelo sin mayores consideraciones, aduciéndose casi siempre razones de seguridad nacional. El caso mexicano de la facultad de expulsión de extranjeros se eleva al rango supremo del orden jurídico con la Constitución Federal de 1857
, sin embargo la fórmula de la proscripción del juicio previo para su ejecución no se incorpora sino hasta el Congreso Constituyente de 1916-1917
. En donde la Comisión redactora fue vencida en sus esfuerzos por restringir dicha facultad a favor del Ejecutivo federal y finalmente retiró el texto opositor
.

2. La expulsión de los extranjeros fue vista hasta la segunda guera mundial, como una expresión evidente de soberanía, y el ejercicio irresponsable de esta facultad solía dar cierto prestigio a los Estados nacionales. Sin embargo, el creciente desarrollo a nivel internacional de la doctrina de los derechos humanos y su consecuente incorporación en los órdenes domésticos, ha generado el acceso compulsivo de los extranjeros a las instancias nacionales, pues lo contrario conllevaría a la responsabilidad internacional del Estado Territorial.

3. El elemento sine qua non, para la procedibilidad de la aplicación del artículo 33 constitucional es la extranjería. Huelga decir que no se podrían expulsar a los nacionales mexicanos en uso de tal facultad. Consecuente con lo anterior, la extranjería debe quedar plenamente comprobada para el ejercicio de la facultad del Ejecutivo de la Unión relativa a la expulsión so riesgo de expulsar a los propios nacionales, empero, la nacionalidad no es un hecho físico que distinga a los hombres como lo pudiera ser el color de la piel o la estatura, sino que si el Estado es una construcción jurídica, la membresía a dicho Estado es una ficción de derecho. En consecuencia la nacionalidad, noción estrictamente jurídica es una cualidad que debe ser cabalmente demostrada ante el juzgador antes de activar los procedimientos del artículo 33 en estudio, y es precisamente tal demostración lo que escapa a cualquier procedimiento sumarísimo sin vulnerar el resto de los derechos subjetivos públicos previstos por la propia Constitución.

4. Cuando el artículo 33 de la Constitución prevé que la expulsión se hará sin juicio previo, vincula estrictamente la improcedente de dicho juicio respecto de la referida expulsión
. En otras palabras, la omisión de la garantía de audiencia a que se refiere el artículo 14 de la Carta Federal se relaciona exclusivamente a las causales de la expulsión – suponiendo que éstas estuviesen nítidamente determinadas y la extranjería del sujeto irrefutablemente comprobada -, de ninguna manera a las cuestiones periféricas tales como la detención o las formalidades del procedimiento las cuales deben continuar incólumes hasta el momento en que sobreviniese el decreto del Ejecutivo declarando la expulsión, en donde para que el mandato del artículo 33 sea posible, deben lógicamente suspenderse las demás instancias procesales, a efecto de que aquélla se haga inmediatamente como lo exige el multicitado artículo 33
. También debe estudiarse al detalle el alcance de la palabra “previo”, pues es de inferirse que si la proscripción de la garantía de audiencia es preliminar, dicho derecho queda a salvo para ser ejercitado de manera ulterior. En este sentido, el sujeto expulsado podrá interponer todos los medios de defensa que le concede el orden jurídico a través de su representante legal en México, una vez realizada la expulsión.

5. En el derecho internacional, la permanencia del postulado constitucional mexicano de la facultad expulsoria del Ejecutivo Federal sin juicio previo conlleva en un mundo en pleno desarrollo de la doctrina de los derechos humanos, a que como consecuencia del principio de reciprocidad los nacionales de México sean objeto de la aplicación casi exclusiva en el extranjero de la fórmula de proscripción de juicio previo para su expulsión. Ciertamente la vieja fórmula de la reciprocidad en tratándose de derechos humanos a nivel internacional no responde más a las permisiones que el derecho internacional general otorga, pues el incumplimiento de una de las partes en dicho rubro no habilita automáticamente a la otra a actuar en el mismo sentido conculcatorio dada la jerarquía de tales derechos en el sistema internacional, sin embargo, no obstante que fuese factible la puesta en marcha de los lentos mecanismos de responsabilidad respectivos, la posibilidad de que los Estados afectados utilicen unilateralmente los procedimientos de represalias, permanece potencialmente.

6. Dado el actual sistema constitucional de la doble nacionalidad contenido en el artículo 32 de la Constitución General de la República, nuestra problemática se agrava, pues para el ejercicio de la facultad expulsoria del Ejecutivo, complejas cuestiones de derecho conflictual internacional deberán  quedar resueltas de manera preliminar, antes de que se pueda considerar de manera categórica ambos determinados sujetos como extranjeros, y hasta entonces accionar la habilitación del artículo 33 constitucional. Certamente este tipo de problemas propios del llamado Derecho Internacional Privado suelen ser de calificación administrativa o judicial lenta y ruinosa, pero la cohabitación del nuevo artículo 32 constitucional con el añejo artículo 33, nos imponen nuevas realidades de interpretación armónica. Para el Derecho Internacional por su parte, la atribución formal de la nacionalidad mexicana a un sujeto no implica de manera ineludible la imposibilidad de su expulsión, cuando aquélla fuese completamente ficticia y casual. El propio Derecho de Gentes resuelve este problema mediante la regla conocida como de la nacionalidad efectiva
. Empero, resulta evidente que todo lo anterior requiere de una valoración judicial erudita antes de que la expulsión fuese jurídicamente viable.

El artículo 33 constitucional en el derecho internacional general.
7. La perspectiva del Derecho Internacional respecto del mismo fenómeno se antoja mucho más severa, aun cuando en último de los rigores, en el estado actual de desarrollo, ciertamente la expulsión ordenada de extranjeros por los Estados nacionales no vulnera el Derecho Internacional. Como indicamos en el apartado anterior, el Derecho Internacional hasta el siglo diecinueve aceptada sin discusión, la facultad de los Estados miembros de la comunidad internacional de actuar sin mayores miramientos en la expulsión de extranjeros cuando los considerase indeseables. Como indicamos líneas arriba, la evolución de la doctrina internacional de los derechos humanos impone diversos valladares a tales prácticas.

8. La práctica de algunos Estados a nivel internacional tampoco es muy distinta; los Estados Unidos, Francia, Suiza
, entro otros, son verdaderos campeones de la expulsión de extranjeros, particularmente por cuestiones de legal estancia, jamás por narcotráfico o terrorismo, pues en estos delitos la moda del derecho penal comparado es la de reclamar el derecho soberano a ajusticiar a narcotraficantes o terroristas. En Francia por ejemplo también se considera la expulsión como un acto de gobierno insusceptible de recurso contencioso, empero, se empieza a establecer una tendencia a la posibilidad de contienda judicial dependiendo del país de origen del extranjero (se infiera que por los compromisos internacionales en la materia adquiridos por el Estado territorial), En este sentido, las expulsiones que este país realiza implican un verdadero escollo de discriminaciones, pues el citado privilegio del Ejecutivo en materia de expulsión, comienza a limitarse a países ajenos al sistema de la Unión Europea.

9. En realidad el derecho internacional acepta que todos los Estados se reservan el derecho de expulsar a los extranjeros cuya permanencia en su territorio amenace el orden público
. En este sentido es preciso distinguir la facultad que el derecho internacional reconoce de expulsar extranjeros respecto de la posibilidad de que tal expulsión se realice “…sin necesidad de juicio previo…” como lo establece nuestra Constitución, sin que lo anterior contravenga al derecho internacional general o regional
.

10. La licitud de las expulsiones de los extranjeros ante el derecho internacional podría derivar del propio artículo 12, numeral 3, del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos
, realizado en el seno del sistema de la Naciones Unidas. De su lectura se deriva que los Estados deben respetar el derecho de toda personal (incluyendo a los extranjeros) a permanecer en el país de su elección, salvo cuando se actualicen hipótesis muy puntuales tales como proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moralidad públicas, o los derechos y libertades del prójimo, y sean compatibles con los otros derechos reconocidos por el referido Pacto
. Los casos que el Pacto establece como excepciones son tan amplios que cualquier Estado los puede argüir con facilidad al momento de justificar una excepción, por lo que es de suponerse que tal habilitación es lo suficientemente amplia como para que consideremos como licita la práctica de la expulsión de extranjeros, Sin embargo, lo que no ha quedado resuelto es si la multicitada práctica de expulsión sin mediar juicio sobre las razones de tal determinación, vulnera o no el derecho internacional en el rubro de los derechos humanos.

11. El principio jurídico que establece que todos los individuos deben gozar de las garantías de un juicio, en el que cumpliéndose las formalidades esenciales del procedimiento se les permita ser escuchados en su defensa y donde se hayan valorado cabalmente las pruebas ofrecidas en su descargo, es un principio que en la actualidad rebasa a un orden jurídico determinado para ser uno de los valores esenciales de la cultura universal contemporánea. Tan es así que cuando en la actualidad presenciamos que en cualquier Estado de la comunidad internacional dicho principio se encuentra ausente por cualquiera de sus formas de hacerse nugatorio, la comunidad internacional reacciona con repugnancia
. El derecho internacional tutela la referida garantía tanto mediante el artículo 8 de la Declaración universal de Derechos Humanos
, como en el artículo 14 del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, en donde se reitera de manera general el derecho al acceso a las jurisdicciones
.

12. Otra limitante que consideramos existe respecto de la procedencia de medios de control de la constitucionalidad respecto del artículo 33, se surte a partir del espíritu de la Convención sobre los Derechos del Niño
, dado que la expulsión de alguno de los padres, su deportación por no acreditar la legal estancia o cualquier otro problema jurídico internacional que conllevase la separación de un niño respecto de sus padres, su imposibilidad de acceder a la educación, sistemas de salud o implicase marginación para el menor, devienen en violaciones de la referida Convención de la que México es parte.

13. Conclusiones y propuesta de texto:

En nuestra opinión la subsistencia del artículo 33 constitucional en nuestro orden jurídico y el Derecho Internacional, pasa necesariamente por su modernización y por su interpretación armónica con otros preceptos de la propia Constitución Federal (artículo 32); así como de diversos instrumentos convencionales de los que México es parte y en general de la altura del Derecho Internacional contemporáneo en materia de derechos humanos. Respetuosamente proponemos a esa Comisión de Estudio de la nueva Ley de Amparo, una reforma legal en la materia que quizá podrá coadyuvar en esta empresa.

En materia de términos procesales:
Artículo 22.- Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

….

….

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero, el término para interponerla será siempre de 15 días. El mismo plazo se computará en tratándose de resoluciones dictadas por el Ejecutivo Federal en ejercicio de la atribución contenida en el artículo 33 de la Constitución, aun cuando el extranjero afectado ya haya abandonado el territorio nacional.

En materia de improcedencia del juicio de amparo:

Artículo 73. El juicio de amparo es improcedente:

…

XVII. bis. Cuando se trate de resoluciones dictadas por el Ejecutivo Federal en ejercicio de la facultad contenida en el artículo 33 de la Constitución. Se exceptúa de dicha improcedencia, las resoluciones que a juicio del juez de Distrito, contuviesen vicios formales notoriamente insalvables tales como deficiencias en la identidad de la persona o de la atribución de su nacionalidad extranjera, cuando su expulsión suponga la desintegración de sus relaciones con menores de edad bajo su custodia, o cuando se acredita la existencia de un conflicto de normas de doble nacionalidad del individuo, en donde bajo cualquier título legal pudiese gozar al propio tiempo de la nacionalidad mexicana.
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TEMA. Definición de la naturaleza del Juicio de Amparo, cuya finalidad es tutelar el respeto a la Constitución Federal y, específicamente a las garantías individuales.

A.- Esta propuesta está relacionada con el Libro Primero (Del Amparo en General), Título Primero (Reglas Generales), Capítulo I (Disposiciones Fundamentales), de la Ley de Amparo.

B.- Las consideraciones o motivos que explican mi propuesta son las siguientes:

Estimo que en la actualidad el juicio de amparo, bajo la idea de que es “un juicio del pueblo o para el pueblo” o también llamado “juicio popular”, se ha desnaturalizado, tomando rumbos que se han alejado de su verdadera y única función, que es la tutela de las garantías individuales ante los actos de las autoridades responsables y, por vía de consecuencia, el respeto a la Constitución Federal por parte de dichas autoridades, frente a los particulares.

La referida desnaturalización ha propiciado lo siguiente:

Por una parte, un incremento desmesurado en la promoción de juicios de amparo y, por ende, de Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito, con la consecuente disminución de la calidad por la gran cantidad de los asuntos, lo que incluso ha generado una falsa imagen de lo que el pueblo mexicano espera del juicio de amparo y los órganos encargados de su conocimiento, pues se piensa que es el remedio de todos los males, tales como errores de defensa, de apreciación de pruebas, políticos, económicos, sociales, culturales, etcétera.

Por cada sentencia definitiva o por cada resolución que pone fin al juicio, así como infinidad de actos procesales de cierta trascendencia, se promueve un juicio de amparo; en muchas ocasiones, cuando el litigante es de buena fe, espera con tal juicio de garantías un criterio diverso al sostenido por la autoridad responsable apoyado, principalmente, en la valoración de pruebas, siendo que tal valoración no corresponde a los Juzgadores de Amparo; en otras ocasiones, cuando el litigante es de mala fe, pretende entorpecer o paralizar el juicio de origen.

Opino que, en la actualidad, gran parte de la creación de nuevos órganos (Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados) ha sido consecuencia de que el juicio de garantías es considerado el remedio de cualquier mal de los apuntados.   Actualmente, por cada Sala de los Tribunales de Justicia del fuero común, por cada Junta Local o Federal, por cada Tribunal Administrativo, etcétera, etcétera, se requiere de un Juzgado de Distrito o de un Tribunal Colegiado, pues indebidamente el amparo se ha conceptualizado como un recurso o nueva (segunda o tercera) instancia, perdiendo de vista que el Juicio de Amparo sólo tiene por efecto la tutela al respeto a las garantías individuales.

Como consecuencia de lo anterior, se propicia, de alguna manera, una invasión de soberanías, pues los órganos que conocen del juicio de amparo, desafortunadamente en muchas ocasiones, constituyen, en realidad, una ulterior instancia y dicho juicio se transforma en un recurso, olvidándose que los Estados que integran la República Mexicana deben gozar de autonomía, y  los Tribunales Superiores de Justicia o Supremos Tribunales de las entidades federativas, las Juntas Locales y demás órganos estatales ya no son la máxima autoridad jurídica dentro de dichas demarcaciones políticas, dentro de sus respectivas atribuciones.

En otro aspecto, el peso de la gran responsabilidad en la impartición de justicia lo soportan, prácticamente, sólo los Juzgadores de Amparo, dejando de ser en las más de las veces, una responsabilidad compartida entre tales juzgadores y las autoridades del fuero común, juntas locales o federales, o las autoridades con sede administrativa.

De acuerdo a la naturaleza, origen y teleología del juicio de amparo, éste sólo tiene como objetivo determinar si el acto de autoridad es o no violatorio de garantías; sin embargo, este objetivo frecuentemente se pierde bajo el pretexto de “pretender hacer justicia” en todos aquellos casos en que el sentido de la resolución de los asuntos depende del valor de las pruebas ofrecidas y de la convicción que ellas crean.

El juicio de amparo, no constituye una ulterior instancia o recurso, en la que se reasuma jurisdicción; por el contrario, constituye un juicio extraordinario y autónomo cuyo fin único es tutelar el respeto a la Constitución Federal por parte de las autoridades responsables.

Así las cosas, a los juzgadores de amparo no les corresponde examinar, nuevamente las pruebas ofrecidas en los procedimientos, juicios o procesos de donde emanan los actos reclamados (sin embargo, en la actualidad frecuentemente sucede lo contrario); tal facultad corresponde, en exclusiva, a las autoridades responsables.  De ahí que las partes, al ofrecer los elementos de convicción que estiman pertinentes, lo hacen pensando en convencer al juzgador o autoridad de origen (a quo o ad quem), más no al de amparo, pues aquél sí goza de facultades expresas otorgadas por la legislación relativa para conceder el valor probatorio que corresponda.

Por ende, al juzgador de amparo, se insiste, no corresponde valorar pruebas ofrecidas ante la responsable (lo que desafortunadamente ocurre con frecuencia), sino que sólo le corresponde determinar si existe o no violación de garantías; tal violación, en relación a la valoración de pruebas (que desde luego debe corresponder a la responsable), sólo se dará cuando sea contraria a alguna disposición legal, a las constancias de autos o a la lógica y raciocinio.

Las anteriores ideas se patentizan si se examina, el siguiente ejemplo: como es bien sabido, al emitirse un auto de formal prisión, el procesado está en aptitud de interponer recurso de apelación, o bien, promover amparo indirecto.

En el caso de que escoja la primera opción, el Tribunal de apelación está en aptitud de examinar nuevamente las pruebas y proceder a su valoración, la que puede o no coincidir con la del a quo, esto en virtud de que reasume jurisdicción.

Sin embargo, si se opta por la vía de amparo, el Juez de Distrito no podría otorgar valor a las pruebas que integran el proceso (valoración directa), pues, ni la ley común, ni algún otro ordenamiento legal le permiten actuar de tal forma (y no obstante ello, en muchas ocasiones sí existe una nueva valoración de pruebas); su actuación se debe limitar a determinar si en el auto de término constitucional existió o no violación a garantías individuales.

Es por lo anterior que se ha afirmado que corresponde valorar las pruebas a las autoridades del orden común, y no a los tribunales de amparo; se reitera, los elementos de convicción se ofrecen para convencer a la autoridad responsable; estimar lo contrario, es decir, que el Juzgador de Amparo deba analizar directamente las pruebas o constancias del juicio de origen, implicaría la desnaturalización del juicio de amparo (lo que actualmente está sucediendo), convirtiendo a tales Juzgadores en una segunda o tercera instancia que reasume jurisdicción, lo cual es inconcebible, precisamente, dada la técnica que rige al juicio de amparo, así como su origen y finalidad.

El ejemplo anteriormente citado, evidentemente puede ser trasladado, en lo conducente, a cualquier materia o acto susceptible de análisis constitucional.

Así las cosas, en términos menos técnicos, valdría decir que al Juez de Amparo no corresponde valorar en forma directa las pruebas, sino examinar la valoración que efectuó la responsable, es decir, valorar (constitucionalmente) valoraciones.

De igual forma, debemos tener presente, en todo momento, que los juzgadores de amparo no son vigilantes o policías de todo el actuar de las autoridades responsables; si el legislador ordinario creó la segunda instancia, mediante la instauración de los recursos correspondientes, fue con la finalidad de que el tribunal de alzada vigilara la actuación jurisdiccional de los juzgadores de primer grado (v.gr. asuntos penales y civiles); en otros casos, el propio legislador ordinario quiso evitar una segunda o ulterior instancia, creando, como en los asuntos laborales, juicios uniinstanciales, otorgando a las Juntas de Conciliación y Arbitraje la facultad de resolver en conciencia, verdad sabida y buena fe guardada.

Si las autoridades responsables, resuelven “injustamente” un asunto sometido a su jurisdicción será siempre bajo su absoluta responsabilidad y, en su caso, de su deficiente o inacertada designación, o bien, de los problemas de corrupción que todos conocemos, o de la indebida o errónea defensa o patrocinio.

El juicio de amparo como ya se dijo, no tiene como finalidad resolver “con justicia” los asuntos sometidos a la jurisdicción de las autoridades responsables, sino que, como se ha afirmado, solo tiene como objetivo determinar si hubo o no violación de garantías.

Por ende, es factible afirmar que es posible que un asunto se resuelva injustamente, pero sin violar las garantías; la responsabilidad de la injusticia corresponde a las autoridades responsables, mientras que la tutela por el respeto a las garantías individuales, corresponde a los Tribunales de Amparo.

Estimo conveniente indicar que parte de las ideas anteriormente expresadas, no son nuevas, por el contrario, desde la quinta época se han expuesto, tan es así, que sustentaron los criterios que a continuación se citan:

Tesis emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicadas en las páginas 33 y 2459, de los Tomos CVI y CIX, Quinta Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, que respectivamente rezan:

“ARBITRIO JUDICIAL.  Si la autoridad responsable, al aplicar el arbitrio judicial que le concede la ley, no violó las normas que tutelan a la prueba, ni las reglas de la lógica, por este concepto debe concluirse que no es violatoria de garantías la sentencia reclamada”.

“ARBITRIO JUICIAL.  Si el fallo reclamado no falta a las reglas de la lógica o a las normas reguladoras de la prueba, y por lo demás, las pruebas a que hace referencia, constan en autos y en términos referidos por las sentencia que se señala como acto reclamado, como son esos los únicos casos en que esta Suprema Corte reconoce que el arbitrio judicial establecido por la ley está limitado y permite un examen constitucional, procede confirmar los razonamientos contenidos en la sentencias condenatoria impugnada, la cual no es violatoria de garantías”.

También estimo de peculiar relevancia hacer notar que la actual integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha retomado el rumbo que de alguna manera se había perdido respecto a la naturaleza, origen y teleología del Juicio de Amparo, pues en la jurisprudencia por contradicción de tesis que se procede a citar, se estableció que corresponde a las Juntas de Conciliación y Arbitraje valorar en conciencia, verdad sabida y buena fe guardada las pruebas ofrecidas por las partes y sólo habrá violación de garantías cuando tal valoración sea contraria a la ley, a las constancias de autos o a la lógica y raciocinio (valoración constitucional de la valoración).  El referido criterio jurisprudencial es el siguiente:

Jurisprudencia número 13/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en las páginas 305 y 306 del Tomo VII, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de marzo de 1998, que establece:

“LEGITIMACIÓN PASIVA AD CAUSAM EN EL JUICIO LABORAL (PRUEBA DE LA CALIDAD DE PROPIETARIO DE LA EMPRESA DEMANDADA). EL FORMULARIO O SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES SÓLO CONSTITUYE UN INDICIO QUE PUEDE FORMAR CONVICCIÓN AL ADMINICULARSE CON LOS DEMÁS ELEMENTOS O DATOS DE AUTOS.  Si en el juicio laboral en que se demanda "a quien resulte ser propietario" del centro de trabajo, comparece una persona y asume ese carácter y, además, exhibe como prueba de ello el referido formulario o solicitud, debe considerarse que este documento, por sí mismo y aisladamente, sólo constituye un indicio para acreditar la legitimación pasiva ad causam, el cual puede ser corroborado o desvirtuado por los demás elementos o datos que obren en autos. De ahí que los tribunales de amparo, para determinar si la valoración del citado documento es o no violatoria de garantías, deben partir del supuesto de que las Juntas gozan de plena autonomía para valorar las pruebas en conciencia, a verdad sabida y buena fe guardada, sin sujetarse a reglas o formulismos sobre su estimación, pero debiendo expresar los motivos y fundamentos correspondientes; por ende, únicamente puede considerarse contraria a la Constitución la valoración de pruebas que contraríe alguna disposición legal, la que sea contraria a las constancias de autos o la que no sea acorde a la lógica y al raciocinio”.

por último se estima pertinente resaltar o puntualizar la importancia de determinar la naturaleza, origen y fin del Juicio de Amparo, pues con ello se evitará:

1.- Que las autoridades encargadas de conocer de tal juicio, conviertan a éste en un recurso o una instancia más, sustituyéndose a las autoridades responsables;

2.- Asimismo, se evitaría el crecimiento tan desmesurado del citado juicio constitucional, pues los litigantes en todo tiempo estarán conscientes de que tal juicio en realidad es un medio extraordinario de defensa cuyo único fin será el de proteger o restaurar la violación de garantías individuales; así, todos los conceptos de violación o agravios relativos a la valoración de pruebas serían inoperantes, salvo que dicha valoración sea contraria a la ley, a las constancias de autos o a la lógica en el raciocinio;

3.- De igual forma, habría una debida distribución de responsabilidades en la delicada función de impartición de justicia, pues la fórmula que propongo tendría por efecto que la aplicación de la ley común y la valoración de pruebas al efecto ofrecidas quede bajo la responsabilidad de las autoridades responsables (bajo su conciencia o libre apreciación, según el caso), mientras que a los juzgadores de Amparo corresponderá la tutela de la Constitución Federal por lo que concierne a la protección de las garantías individuales; esto incluso, evitaría una invasión de soberanías.

C.- Por todo lo expuesto, me permito proponer la creación de una nueva fórmula, que incluso podría elevarse a la categoría de principio rector del juicio de garantías, contenido en un nuevo artículo, que en la actual Ley de Amparo sería 1º bis, o 2º, si se reforma o reorganiza toda la ley; la redacción sería la siguiente, claro está, a reserva de ser perfeccionada:

“ARTÍCULO ___.- El Juicio de Amparo tiene como único fin tutelar el respeto a la Constitución Federal mediante la declaración de si los actos de autoridad reclamados violan o no garantías individuales; por lo que dicho juicio no constituye una instancia o recurso, sino un medio extraordinario de defensa cuya finalidad es la apuntada.

Tratándose de valoración de pruebas, sólo se estimará que existe violación de garantías, cuando tal valoración sea contraria a la ley, contraria a las constancias de autos, o contraría la lógica y raciocinio”.

Con todas las consideraciones hasta ahora apuntadas, concluyo la primera de mis propuestas.

TEMA.- Suprimir algunos de los “términos abiertos” que prevé la actual Ley de Amparo.

A.- Esta propuesta está relacionada con el Libro Primero (Del Amparo en General), Título Primero (Reglas Generales), Capítulo III (De los Términos), artículo 22, fracción II, de la Ley de Amparo.

Asimismo, esta propuesta tiene íntima relación con el Título Segundo (Del Amparo en Materia Agraria) Capítulo Unico, artículo 217, de la referida ley.

B.- Las consideraciones o motivos que explican mi propuesta son las siguientes:

La seguridad jurídica se compone con una amplia gama de supuestos, entre otros, a saber:

La exacta aplicación de la ley, su irretroactividad, en materia penal la prohibición de aplicar pena que no esté expresamente plasmada en la ley (todos estos aspectos se deducen del artículo 14 de la Ley Fundamental).

De igual forma, la seguridad jurídica se refiere a la uniformidad en la interpretación y aplicación de la ley, sobre este aspecto, la propia Constitución Federal y la Ley de Amparo prevén lo relativo a las denuncias por contradicción de tesis, a fin de que el Pleno o las Salas que integran la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinen el criterio que debe prevalecer entre los sustentados entre las propias Salas o los Tribunales Colegiados de Circuito.

La seguridad jurídica también se logra al dar firmeza a las resoluciones que se emitan durante los procedimientos relativos, tan es así, que la propia ley, en general, establece distintos términos para hacer valer los diversos medios de defensa; es en este punto sobre el que se enfoca la presente propuesta.

Algunos doctrinarios han denominado “término abierto” a aquella situación, resolución o actuación procesal, respecto de la cual no existe un término o plazo para su impugnación, es decir, que se puede impugnar en cualquier tiempo.

No es fácil encontrar un ejemplo de dicho “término abierto”, ya que por lo regular en materias civil, penal, fiscal, agraria, etcétera, la ley relativa establece que las resoluciones o actuaciones procesales no son impugnables, o bien, prevén el término en el cual deben hacerse valer los medios de impugnación correspondientes.

Sin duda alguna, el anterior proceder por parte del legislador obedece a la búsqueda de la seguridad jurídica.

Cabe agregar que el propio legislador establece algunas reglas o mecanismos que otorgan mayor tutela a ciertas personas, grupos o clases sociales, por ejemplo, eximiéndolos de ciertas formalidades, o bien dándoles mayores plazos para hacer valer sus derechos o medios de defensa, e incluso, estableciendo la suplencia de la deficiencia o ausencia de la queja.

El Juicio de Amparo, en general, observa lo establecido en los tres párrafos que preceden, inspirada en la búsqueda de seguridad jurídica; sin embargo, existen algunos aspectos que escapan de ello, lo cual, desde luego, crea inestabilidad.

En efecto, en el artículo 22, fracción II, y 217, de la citada ley, se establece, respectivamente, entre otros aspectos, que podrá promoverse juicio de garantías en cualquier tiempo (término abierto) tratándose de actos que importen ataques a la libertad personal, así como cuando el amparo se promueva contra actos que tengan por efecto la privación total o parcial, temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

El “término abierto” se justifica ante la posible privación de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, es decir, cuando emana de autoridad administrativa, pues en este caso es evidente que el quejoso en todo tiempo está en aptitud de gestionar lo conducente para impedir que se le afecte de dicha libertad pues se parte de la hipótesis de que el acto reclamado no emana de autoridad competente.  Este supuesto no es materia de esta propuesta, por lo que se estima que debe permanecer intocado.

Lo que motiva esta propuesta es la hipótesis de los ataques a la libertad personal dentro de procedimiento judicial así como aquella a que se refiere el artículo 217 de la Ley de Amparo.

En opinión del suscrito, es injustificado el establecimiento del “término abierto” para los supuestos indicados, además de que con ello se propicia inseguridad jurídica.

Así es, en materia penal, existe un término para recurrir tanto, el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, así como la sentencia de primera instancia, esto, no obstante que es una de las materias en que existe mayor tutela jurídica; tal situación, lejos de propiciar indefensión (ya que existe suplencia de la queja), origina seguridad jurídica, pues esas determinaciones adquieren firmeza si no se impugnan en su oportunidad.

La posibilidad de promover en cualquier tiempo juicio de amparo contra el auto de término constitucional en muchas ocasiones propicia la paralización del proceso, pues es común que poco antes del cierre de instrucción se haga valer dicho juicio constitucional.

En otras ocasiones, y lo mismo pasa con las órdenes de aprehensión y sentencias condenatorias de segunda instancia, cuando son varios los indiciados, procesados o sentenciados, se ha dado como práctica, cada vez más frecuente, que los abogados defensores promueven sucesivamente diversos amparos por cada uno de tales encausados, tratando de mejorar sus argumentos defensivos, lo cual además de entorpecer el trámite o ejecución de los asuntos, origina un trato jurídico desigual entre los propios inculpados, multiplicando el número de juicios de amparo.

Además, no es lógico ni jurídico, que mientras la legislación común sí prevé término para hacer valer el recurso correspondiente, por otra parte, la Ley de Amparo, establezca término abierto para ejercer la acción de garantías.

En otro aspecto, el suscrito estima que se crea inseguridad jurídica al existir el “término abierto” que la citada Ley de Amaro establece en su artículo 217, tratándose de actos que tengan por efecto la privación total o parcial, temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comual; ya que en este evento, los propios entes agrarios del quejoso (núcleos de población ejidal o comunal vecinos), ejidatarios o comuneros en lo particular, e incluso, personas no sujetas al derecho agrario, o en general, cualquier tercero perjudicado, se encuadra ante la gran incertidumbre de sus respectivos derechos, pues están sujetos a la voluntad de los quejosos sujetos del derecho agrario, respecto a la promoción del juicio de garantías.

Cabe agregar que en ciertas partes de la República Mexicana no es raro el caso de que en los lugares donde hay asentamientos humanos (irregulares o no), después de mucho tiempo de constituidos, núcleos de población por conducto de sus representantes, ejidatarios o comuneros en representación sustituta promuevan juicio de amparo alegando derechos agrarios sobre la propiedad o posesión de los inmuebles que ocupan esos asentamientos humanos, lo cual sin duda alguna propicia inseguridad jurídica.

No escapa al suscrito el hecho de que tanto las personas que están o se pueden ver afectadas en su libertad personal dentro de procedimiento penal o núcleos de población ejidal o comunal, a quienes se pueden afectar sus derechos agrarios, por razón misma de su posición social, económica y jurídica, aunado a la naturaleza propia de los actos que reclaman, pueden estar sujetos a un trato especial.

Sin embargo, dicho trato especial, no puede estar por encima de la seguridad jurídica, pues se estima que ésta es de orden público, ya que la sociedad está interesada en que las actuaciones procesales o circunstancias de hecho, adquieran firmeza por el paso del tiempo.

El trato especial, que estimo lógico y jurídico en los supuestos referidos, puede ser que se otorgue un plazo amplio para promover Juicio de Amparo, tal y como acontece tratándose de leyes autoaplicativas, cuando el agraviado no llamado a juicio reclama éste, pero que se encontraba fuera del lugar en que se siguió dicho juicio, o incluso tratándose de ejidatarios o comuneros en lo particular; con lo anterior evidentemente se abatirá la incertidumbre y se crearía seguridad jurídica.

Conviene hacer notar que tanto en materia penal, como en materia agraria, deben respetarse ciertas formalidades procesales, no obstante de que son materias que en teoría protegen a clases sociales o jurídicas débiles; por lo que, desde mi punto de vista, no existe motivo para no sujetar a dichas clases a términos fijos para la promoción del juicio de garantías.

Como ejemplo de que las clases sociales y/o jurídicas aludidas están sujetas a determinadas formalidades procesales, basta citar la siguiente jurisprudencia número 131/99, sustentada recientemente por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra dice: 

“TESTIMONIAL EN EL AMPARO AGRARIO.  PROCEDE EL DESECHAMIENTO DE LA OFRECIDA POR LOS NÚCLEOS DE POBLACIÓN EJIDALES O COMUNALES O POR LOS EJIDATARIOS O COMUNEROS, CUANDO NO SE ANUNCIA CON LA ANTICIPACIÓN REQUERIDA POR EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DE AMPARO, SIN QUE ELLO IMPIDA AL JUZGADOR, SI LO ESTIMA NECESARIO O CONVENIENTE, ORDENAR EL DESAHOGO DE DICHA PRUEBA.  De lo dispuesto por los artículos 107, fracción II, de la Constitución, bis, fracción III, 212, 215, 217, 218, 221, 224 a 227 y 231 de la Ley de Amparo, deriva que el amparo agrario fue establecido con el claro propósito de proteger los derechos agrarios de los núcleos de población ejidales y comunales y de los ejidatarios y comuneros en lo individual, caracterizándose por la obligación que se impone a la autoridad judicial para actuar durante el procedimiento de manera oficiosa para suplir  no sólo la deficiencia de la queja, la de exposiciones, comparecencias y alegatos, sino además, la deficiencia de la defensa a favor de los núcleos de población ejidales o comunales y de los ejidatarios o comuneros; específicamente los artículos 225 y 226 de la Ley de Amparo, imponen a los Jueces de Distrito el deber de recabar de oficio todas las pruebas que puedan beneficiar a las entidades e individuos mencionados y acordar las diligencias necesarias para precisar los derechos agrarios de los mismos y la naturaleza y efectos de los actos reclamados.  Asimismo, deriva de los preceptos citados que todas las prerrogativas que se otorgan a los núcleos de población ejidal y a los ejidatarios y comuneros en particular se encuentran señaladas expresamente y, entre ellas, no aparece la relativa a que tratándose de asuntos en materia agraria si no se anuncia la prueba testimonial oportunamente, en los términos del artículo 151 de la Ley de Amparo, la misma no podrá desecharse.  Por tanto, cuando los mencionado sujetos de derecho agrario no anuncien la prueba testimonial con la anticipación debida, el juzgador debe desecharla, sin que ello impida que si lo estima necesario o conveniente y con base en especial en las atribuciones que le otorgan los artículos 225 y 226 de la Ley de Amparo, pueda ordenar de oficio el desahogo de la prueba.  Con lo anterior se respeta lo establecido por el artículo 151 de la Ley de la Materia, así como el régimen tutelar que consagra esa Ley a favor de los sujetos de derecho agrario, pues conforme a dicho artículo no procede admitir la prueba testimonial cuando no se ofrece con la anticipación que prevé, pero los derechos agrarios quedan protegidos al permitirse al juzgador ordenar el desahogo de la prueba cuando lo considere necesario o conveniente”.

C.- Con apoyo en todo lo expuesto el suscrito llega a dos conclusiones, mismas que me permito someter a su consideración:

PRIMERA CONCLUSIÓN.-

A fin de crear seguridad jurídica, deben suprimirse los términos abiertos que la Ley de Amparo establece en los artículos 22, fracción II (en cuanto a los ataques a la libertad personal dentro del procedimiento penal o judicial), y el diverso numeral 227, en lo que concierne a los actos que puedan tener por efecto la privación parcial o total, temporarl o definitiva de las propiedades o posesiones de los bienes o derechos correspondientes a los núcleos de población ejidal o comunal.

SEGUNDA CONCLUSIÓN.-

En los supuestos a que se refiere el párrafo anterior, claro está a reserva de ser perfeccionado, se propone una modificación a los artículos precisados, a fin de que como plazo para la promoción del juicio de amparo se fije el término de treinta días a partir de que surta efectos la notificación del acto o de que el quejoso se hizo sabedor del mismo.

Con todas las consideraciones hasta ahora apuntadas, se concluye la segunda de mis propuestas.

ENRIQUE ZAYAS ROLDÁN

PROPUESTA DE REFORMA

Al libro segundo relativo al juicio de amparo en materia agraria, título único, artículo 76 actualmente contiene la redacción siguiente:

“ARTICULO 78.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que los hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

EXPOSICION DE MOTIVOS QUE GENERA LA PROPUESTA.

Tomando en cuenta el avance y grado de madurez tanto político como jurídico de nuestro país, así como el marco del estado de derecho de nuestro sistema jurídico claro e imparcial, como una condición necesaria para el ejercicio de la democracia, el funcionamiento de las políticas económicas y el crecimiento como nación, en atención a que la legalidad es un valor superior por encima de ideologías o posturas políticas, en tanto que sin un profundo respeto al derecho como ciencia del orden social, reflejado a través de la ley en todas sus formas y excepciones, ninguna sociedad podría avanzar al carecer sus miembros de la certidumbre respecto a los que los otros miembros de la sociedad, incluyendo el Gobierno podrían realizar, sin contar con un régimen de derecho.

En dicha tesitura ideológica, se propone ampliar el principio de la relatividad de las sentencias al considerar que para que exista credibilidad y estricto derecho en las instituciones republicanas, es menester que respecto a las iniciativas de ley no se aplique dicho principio cuando se ejercite el juicio de amparo, así como tratándose de amparo contra leyes, en virtud que actualmente resulta inconcebible que la justicia a través del amparo y protección del Gobierno Federal sólo sea para un sector de la población que posee los medios para interponer el juicio de amparo, con relación a la importancia social que representa una reforma de rango constitucional o una ley, no obstante que se entienda la importancia histórica del principio que rige el dispositivo que se pretende modificar, aunque actualmente no exista la renuencia del Poder Judicial de la Federación para ocuparse de analizar la constitucionalidad de una reforma a la Constitución, pues conforme al principio de relatividad de los efectos de la sentencia de amparo, si se llegara a declarar que dicha reforma se encuentra viciada, esto únicamente va a favorecer a quien pida el amparo, esto es nada más a un sujeto o a los que en número específico interpongan el amparo, y la trascendencia como ya se dijo tratándose de una norma constitucional, debiera ser en todo caso que la sentencia vallera erga omnes, por lo que es aquí en donde radica la esencia de la reforma propuesta, en tanto que hasta ahora los efectos relativos de la sentencia de amparo no permiten que la sola declaración de inconstitucionalidad de una norma la nulifique, sino que únicamente se deja de aplicar en contra de las personas que obtienen el amparo.

Por lo que dado la trascendencia que significa la responsabilidad jurídica, política y social de las reformas constitucionales como de las leyes que expide el constituyente, se considera que es el momento adecuado para que dicha responsabilidad sea compartida con el garante natural de la Constitución que el Poder Judicial Federal, en virtud de que debe existir un cauce legal para dirimir las bondades o defectos de una posible reforma que podría ser contraria al propio texto Constitucional, toda vez que como ya dijimos la legalidad de la Constitución es un valor superior, más allá de ideologías o posturas políticas que le da certidumbre al régimen democrático y republicano que rige nuestro país.

Así las cosas, se propone la siguiente redacción al artículo 76 de la Ley de Amparo:

“ARTICULO 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, excepción hecha cuando se trate del juicio de amparo en contra de una Reforma Constitucional o en amparo contra leyes en cuyo caso por su trascendencia la resolución tendrá efectos erga omnes, es decir, generales”.

PROPUESTA DE REFORMA

Al libro segundo relativo al juicio de amparo en materia agraria, título único, capítulo único, artículos 212 y 218 que actualmente contienen la redacción siguiente:

“ARTICULO212.- Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se observarán las disposiciones del presente libro segundo los siguientes juicios de amparo:

I.- Aquéllos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados”.

“ARTICULO 218.- Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros, sin afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que pertenezcan, el término para interponerlo será de treinta días”.

EXPOSICION DE MOTIVOS QUE GENERA LA PROPUESTA

Es un hecho que tal como esta redactado actualmente los artículos 212 y 218 de la Ley que se analiza, únicamente se protege a los sujetos que en ellos se mencionan sin que sean contemplados aquellos otros que se encuentran en la condición de aspirantes a ejidatario o a comunero, y es nuestro parecer que éstos también merecen tal protección pues se trata de campesinos que igualmente se encuentran afectados por necesidades de tipo social.

Consecuentemente y con el propósito de tutelar y proteger también a quienes tienen una cierta y fundada expectativa de derecho a ser ejidatarios o comuneros se propone que queden contemplados dentro de la protección jurídica del libro segundo de la Ley de Amparo, en forma conjunta con los ejidatarios y comuneros que ya tienen reconocida tal calidad, se propone modificar los artículos 212, fracción I y 218 de la Ley de Amparo, para quedar de la siguiente manera:

“ARTICULO 212…

FRACCION I.- Aquéllos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal a los ejidatarios o comuneros y aspirantes a obtener tal calidad, lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados”.

“ARTICULO 218.- Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros, y aspirantes a obtener tal calidad, sin afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que pertenezcan, el término para interponerlo será de 30 días”.

PROPUESTA DE REFORMA

Al libro segundo relativo al juicio de amparo en materia agraria, título único, capítulo único, artículo 217 que actualmente contiene la redacción siguiente:

“Artículo 217.- La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal”.

EXPOSION DE MOTIVOS QUE GENERA LA PROPUESTA

Toda vez que una legislación no puede separarse de las razones y motivos que dan lugar a su nacimiento, nos permitimos poner a su consideración la siguiente propuesta de reforma en el sentido de precisar a acotar un término p ara la interposición del juicio de garantías cuando este se promueva contra actos que tengan o pudieran tener por efecto la privación total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

Lo anterior en razón de que como consecuencia de las reformas al Texto Constitucional, en particular al artículo 27, fracciones VIIl y XIX de 6 de enero 1992, surgió el reconocimiento y protección de los núcleos de población ejidal y comunal, por lo que se deberá reformar el citado artículo, dado que al establecer que el amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, indudablemente implica el que los juicios ya concluidos, y los que estén por concluirse en resolución definitiva relativos a dicho dispositivo en la vía ordinaria agraria, no causen ejecutoria, creando con ello la inseguridad jurídica de los mismos núcleos agrarios, cuestión que va en contra de la reforma a la citada fracción VII del invocado artículo 27 de nuestra Carta Magna, dado que uno de sus principios que impera es precisamente el que los núcleos agrarios tengan la legalidad y seguridad en la tenencia de sus tierras. Lo anterior también en virtud de que con la creación de la jurisdicción agraria a través del Tribunal Superior Agrario y los Tribunales Unitarios Agrarios, con las facultades, competencias y procedimiento establecido en la Ley Agraria, la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios y el Reglamento Interior de dichos órganos de impartición de justicia agraria, los cuales a partir de su creación han emitido un gran número de resoluciones, y resulta que tratándose de aquellos casos a que se refiere el artículo 217 de la Ley de Amparo no causan estado, en virtud del contenido de dicha disposición, lo que sin duda alguna contraviene el sentido de la propia reforma al multicitado precepto Constitucional, así como al principio de seguridad jurídica, tomando en cuenta el sentido de protección jurídica de los núcleos de población se encuentra ya contenido en el propio procedimiento jurisdiccional a que se refiere la propia Ley Agraria, lo que sin duda también impacta en los principios de igualdad de las partes, concentración y celeridad de dicho procedimiento, ya que la justicia social en el campo, debe regularse con base a los principios generales del derecho procesal y especialmente en aquellos que responden a las citadas necesidades de dicha justicia, en consecuencia y al no existir un término específico para la interposición del juicio de amparo en los términos a que se refiere el actual artículo 217 de la Ley de Amparo, en nuestra perspectiva, no solo no se cumple con el espíritu con el que fue creada la reforma al artículo 27 Constitucional, sino que trastoca el equilibrio de temporalidad del principio de seguridad jurídica pretendiendo otorgarles un beneficio procesal adicional y no una verdadera protección jurídica a los núcleos de población sujetos al régimen ejidal o comunal, lo que aseguraría una pronta, completa e imparcial administración de justicia, por lo que se pone a su consideración la siguiente propuesta de redacción del dispositivo en comento:

“ARTICULO 217.- La demanda de amparo deberá interponerse en un término de treinta días cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal”.

PROPUESTA DE REFORMA

Al libro segundo relativo al juicio de amparo en materia agraria, título único, capítulo único, artículo 227 que actualmente contiene la redacción siguiente:

“Artículo 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, c9omaprecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sea parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios”.

EXPOSICION DE MOTIVOS QUE GENERA LA PROPUESTA

En virtud de que la institución de la Suplencia de Queja es uno de los principios fundamentales del derecho de amparo que beneficia tanto a particulares como a la clase campesina o comunal, dado que esta nació del principio iura novit curia, es decir, que el juez conoce el derecho y debe aplicarlo aun cuando las partes no lo invoquen, se remonta su origen en la Legislación Mexicana en el texto original de la fracción segunda del artículo 107 de la Constitución de 1917, con el propósito de corregir los excesos del diverso principio de estricto derecho que implica, por el contrario que el Juez de Amparo debía sujetarse estrictamente a los términos de la demanda sin poder ampliar ni suplir nada en ella, particularmente tratándose de la impugnación de las sentencias dictadas en materia civil, como posteriormente se estableció de manera expresa en el artículo 79 de la Ley de Amparo de 1936, de acuerdo con los lineamientos del Código Federal de Procedimientos Civiles en 1908.

De las notas distintivas de la Reforma de 1963 respecto del amparo agrario la primera es indudablemente la relativa a la obligación de suplir la deficiencia de la queja, tanto en la demanda como en la revisión, en este punto, el dispositivo en estudio establece la obligación de suplir la deficiencia de la queja (demanda) y de las exposiciones, comparecencias, alegatos y recursos de los sujetos de la clase campesina que sean parte en los amparos agrarios, ya sea que participen como quejosos o como terceros perjudicados, de los anterior se infiere que se trata de una verdadera suplencia de la defensa en toda la extensión de la palabra.

El Juez se encuentra obligado a suplir la deficiencia de la queja o demanda, lo cual significa corregirla o complementarla a efecto de que cumpla con los extremos que establece el artículo 116 de la Ley de Amparo, es decir se le impone al Juez la obligación de perfeccionar el escrito de demanda, por ello debe acordar todas las diligencias que estime necesarias con el fin de precisar los derechos agrarios del quejoso y la naturaleza y efectos de los actos reclamados conforme el artículo 226 del ordenamiento en cita.

Por otro lado, es obligación de las autoridades responsables expresar los actos que hayan realizado o que pretendan realizar, aun cuando sean distintos de los señalados en la demanda, y remitir las pruebas que sean necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso; el juez, a su vez, debe recabar de oficio todas las demás pruebas que pudieran serle de beneficio, y, si es el caso adicionar a la litis los actos de autoridades no señalados en la demanda y en el momento de resolver tiene las más amplias facultades y el deber de examinar la constitucionalidad de los actos que realmente afecten al quejoso, aun cuando sean distintos de los expresamente reclamados sin sujetarse a los conceptos de violación que éste hubiere formulado.

Como resultante de lo anterior, lo único que no se suple en el amparo agrario es la instancia de parte agraviada, tanto para la interposición de la demanda o de interponer los recursos; pero una vez expresada la voluntad de presentar la demanda o los recursos, todo el procedimiento y la defensa de los intereses del promovente corre a cargo de la autoridad que conozca del juicio o del recurso.

Con lo anterior resulta que la figura jurídica de la suplencia de la queja, indudablemente es una institución procesal constitucional, contraria a la formalidad jurídica y de aplicación discrecional por parte del juzgador constitucional respecto de las omisiones totales o parciales de la demanda de amparo o deficiencias en que hubiera incurrido el pr9omovente, siempre a favor y nunca en su perjuicio conforme al texto de la ley, es decir que suplir la deficiencia de la queja implica no ceñirse a los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo, sino que el órgano de control constitucional puede hacer valer oficiosamente cualquier aspecto inconstitucional de los actos reclamados para conceder al quejoso la protección federal.

En tal virtud la suplencia puede ir, desde los hechos hasta los conceptos, pasando por las garantías y las pruebas, es decir que no es propiamente una suplencia de la queja, sino también una suplencia de la actividad, y corresponde a que el juzgador, en el fondo, sustituya al quejoso y actúe por él.

En tales circunstancias resulta notorio y evidente que tomando en cuenta las reformas de 1992 en materia agraria, la creación de la jurisdicción agraria, así como de la Procuraduría Agraria, órgano destinado a asesorar y proteger a los sujetos agrarios, la estructura del Poder Judicial y las necesidades apremiantes de este país para la administración de justicia pronta, completa e imparcial, se debe delimitar a acotar la figura de la suplencia de la queja, toda vez que todo exceso indudablemente es contrario al equilibrio conceptual y en este caso la función jurisdiccional tiene una razón específica de ser y en la práctica cuando los Jueces de Distrito como consecuencia del exceso o abuso de la suplencia de la queja se volvieron instructores del proceso, tomando como suya la labor que corresponde a los litigantes, no sólo se entorpeció la administración de la justicia constitucional, sino que originó un retraso en la labor de los Tribunales al tener que recabar y substanciar el procedimiento, y así mismo un evidente atraso en la actividad que corresponde a las partes, lo que trajo como consecuencia el desinterés del desarrollo profesional de los litigantes en materia agraria y por lo tanto la disminución de calidad del foro, lo que es inadmisible en un estado de derecho, por lo que sin demeritar la importancia de la figura cuestionada, ésta solo deberá aplicarse en casos extremos y no en la generalidad, por lo que debe de tenerse en cuenta en el contenido del artículo 78 de la Ley de Amparo, en el sentido de que el acto reclamado se apreciará tal y como aparezca probado ante las autoridades demandadas y no se tomarán en consideración las pruebas que no se hubieran rendido ante dichas autoridades, para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada.

Por último pero no menos importante es reiterar que en dicho contexto a partir de 1992, se ha creado la Procuraduría Agraria como un importantísimo instrumento obligado a proveer de asesoría Jurídica a los sujetos agrarios, de manera particular a los núcleos de población comunales y ejidales y a ejidatarios y comuneros, lo cual permite que en un procedimiento de amparo estos se encuentren en condiciones de plantear y defender sus derechos de manera oportuna y profesional, a diferencia de lo que antes ocurría y que desde luego sustentó plenamente la suplencia de la que se habla. Consecuentemente al contar los campesinos con este servicio viene a menos la necesidad de que se les distinga con esta figura procesal tan amplia que implica actualmente un desequilibrio entre las partes sujetas a un procedimiento de esta naturaleza.

Por lo que se pone a su consideración la siguiente propuesta de redacción del dispositivo en comento:

“Artículo 227.- Unicamente deberá suplirse la deficiencia de la queja en los juicios de amparo indirecto en que sea parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios, en el caso a que se refiere la última fracción del artículo 78 de esta ley”.

Sin embargo, resulta oportuno reiterar que las Comunidades Indígenas de nuestro país, por lo que representan en sí mismas para la nación en cuanto a su origen, desarrollo, costumbres, cultura y demás que han perfilado a México frente al resto del mundo y tomando en cuenta la marginación, el atraso la pobreza que han debido enfrentar desde la Conquista por el régimen legal especial que a ellas se refiere, tienen que ser protegidas mediante un sistema jurídico que les garantice la plena observancia de sus derechos y del procedimiento para defenderlos. De ahí que por lo que a ellas se refiere y a efecto de que no obstante se modificara lo relativo a la suplencia puedan estar en condiciones efectivas de defenderse jurídicamente, se propone el que a través de un nuevo artículo de la Ley de Amparo se establezca para la Procuraduría Agraria la obligación de proporcionar, de oficio, a dichos sujetos agrarios la inmediata y eficaz asesoría jurídica para la defensa de sus derechos, lo que implicaría que se señale un término para que de cumplimiento a esa obligación, mismo que podría ser de 72 horas a partir de que le sea notificada la demanda de garantías en los términos de la propia Ley de Amparo.

Consecuentemente se propone un artículo 227 bis que quedaría de la manera siguiente:

“ARTICULO 227 BIS.- En los juicios de amparo en que intervengan Comunidades Indígenas o sus Integrantes deberá proporcionárseles de oficio a través de la Procuraduría Agraria, en un término de 72 horas a partir de la notificación que se le haga de la demanda en los términos de esta Ley, la eficaz asesoría jurídica para que estén en condiciones de defender lo que a su derecho convenga”.

Asimismo, aunque no es un motivo de reforma a la Ley de Amparo se propone la creación de Tribunales colegiados Regionales especializados en Materia Agraria, que cuenten con personal sensibilizado en la materia que conocieran de manera exclusiva del Amparo Directo interpuesto en contra de resoluciones dictadas por los Tribunales Agrarios, a efecto de coadyuvar en el objetivo primordial de la administración de justicia agraria, estableciendo un sistema institucional de amparo en Materia Agrario en beneficio de los justiciables.

Agustín Hernández González

Como es de todos conocido en fecha cuatro de febrero de mil novecientos sesenta y tres, apareció publicado en el diario Oficial diversas adiciones a la Ley de Amparo mismas que consistieron concretamente en la creación de dos nuevos artículos y adiciones a veinte más de ellos.  Es aquí en donde por primera ocasión en una disposición normativa se utiliza el enunciado de la materia agraria; y es en esas adiciones a que hemos hecho referencia en donde se estructura lo que conocemos como el amparo agrario, cuyos elementos primordiales se definieron en la adición Constitucional de la fracción II del artículo 107 del ordenamiento legal antes invocado.  Estableciéndose en forma primordial el carácter tutelar y protector respecto de los núcleos de población ejidal o comunal y a sus integrantes destacándose en primer término la obligatoriedad de suplir la deficiencia de la queja, tanto en el escrito inicial de demanda de amparo, como la interposición del recurso de revisión (artículos 2, 76 y 91 de la Ley de Amparo); así también destaca lo relativo a la improcedencia del desistimiento cuando se trate de los núcleos de población a que hemos hecho referencia y la caducidad de la instancia o el sobreseimiento por falta de promoción (artículo 2 y 74 de la Ley de Amparo); otra nota importante fue la simplificación en forma para acreditar la personalidad (artículo 12 de la Ley de Amparo) y la prohibición para desconocer la personalidad de los miembros de un comisariado cuando se haya vencido el término para el cual fueron electos, y sin que se haya hecho una nueva elección (artículo 12 de la Ley de Amparo); otro punto de especial interés fue lo establecido con respecto a la facultad de continuar el trámite de un amparo promovido por un campesino cuando éste llegue a fallecer y que lo puede hacer aquella persona  que tenga el derecho de heredar (artículo 15 de la Ley de Amparo); así como también la facultad de reclamar en cualquier tiempo actos que afecten a los núcleos de población ejidal o comunal, lo que deviene en la prohibición de sobreseer el procedimiento con base en la causal de improcedencia establecida en la fracción XII del artículo 73 de la Ley de Amparo, cuando dicho amparo haya sido interpuesto por los mencionados núcleos; la facultad  de reclamar o mejor dicho interponer el amparo en un término de treinta días cuando se reclamen actos que pudieren causar perjuicios a los comuneros o  a los ejidatarios; facultad concedida a los jueces de primera instancia a fin de admitir la demanda de amparo y decretar la suspensión provisional en los casos en que se reclamen actos que tengan o pudieran tener como efecto privar a un núcleo de población de sus derechos agrarios; obligación de  recabar de oficio los medios probatorios que se estimen convenientes lo cual implica una prohibición a las autoridades para resolver en contra de estos sujetos por deficiencia de pruebas (artículo 78 y 157 de la Ley de Amparo); otro punto también importante se hace notar con la obligación para las autoridades del amparo de examinar los actos reclamados tal y como aparezcan probados aunque sean diferentes a los que se reclamaron en un principio (artículo 78 de la Ley de Amparo); término de diez días para interponer recursos de revisión (artículo 86 de la Ley de Amparo); prohibición de que se deseche un recurso por falta de copias y la obligación de expedirlas (artículo 88 de la Ley de Amparo); facultad de interponer el recurso de queja en cualquier tiempo (artículo 97 de la Ley de Amparo); obligación del Ministerio Público de vigilar el cumplimiento de las sentencias emitidas a favor de núcleos agrarios; la procedencia de la suspensión de oficio cuando se trate de afectar el núcleo de población en sus bienes agrarios (artículo 123 fracción III de la Ley de Amparo); suspensión sin garantía (artículo 135 de la Ley de Amparo); obligación del juzgador de recabar aclaraciones a la demanda si no lo han hecho los quejosos en el término de quince días que se les conceda previamente (artículo 146 de la Ley de Amparo); obligación para la autoridad responsable para rendir su informe justificado acompañando todos los elementos idóneos para el total esclarecimiento de los hechos (artículo 149 de la Ley de Amparo); la representación substituta a fin de evitar que los núcleos de población queden sin defensa (artículo 8 bis de la Ley de Amparo); y por último simplificación de los requisitos de la demanda de amparo (artículo 116 bis de la Ley de Amparo).

De donde se infiere que todas estas adiciones que constituyen la estructura fundamental del amparo agrario no son más que la preocupación de parte del legislador para tutelar y proteger a los núcleos de población más desprotegidos y carentes de los medios indispensables para subsistir para que no sea hagan nugatorios sus derechos que les confirió el artículo 27 Constitucional.

Fue así como posteriormente por decreto de fecha veintiocho de junio de mil novecientos setenta y seis publicado en el diario Oficial de la Federación el veintinueve del mismo mes y año, mismo que entró en vigor a los quince días siguientes de su publicación se reformó y adicionó la Ley de Amparo con el propósito de agrupar el contenido de la misma en dos libros el primero de ellos relativo al amparo en general con todos sus títulos y capítulos y con algunas reformas y el segundo donde se estructuró todas las disposiciones relativas al amparo en materia agraria, adminiculándolas con disposiciones inspiradas en la jurisprudencia, mismas que están contenidos en los artículos del 212 al 234 de la Ley de Amparo contenidas en el libro segundo título único y capítulo único “del amparo en materia agraria”; situación que en la actualidad y con el establecimiento de la última reforma al artículo 27 Constitucional de fecha seis de enero de mil novecientos noventa y dos, ya no se justifica y por ende deberá desaparecer si no en su totalidad, la mayoría de los artículos, toda vez que cuando se implementó esta reforma no existían los Tribunales Agrarios y por ende ese apartado está enfocado únicamente en lo que concierne al amparo indirecto, situación que en la actualidad ha quedado superada ya que con la existencia de los Tribunales Agrarios, organismos creados con plenitud de jurisdicción para dirimir todas las controversias que se susciten entre los sujetos de derecho agrario ya sea entre sí o con particulares lógicamente que disposiciones como la contenida en el artículo 217 de la Ley de Amparo en donde se establece que no existe término para los núcleos de población para interponer el juicio de amparo cuando se afecte o se trate de afectar total o parcialmente en forma temporal o definitiva la propiedad, posesión o disfrute de los derechos agrarios que le corresponden a un núcleo de población sujeto a régimen ejidal o cumunal ya que de la práctica diaria y continúa de los Tribunales Unitarios Agrarios, nos encontramos con que un núcleo de población que interpuso una demanda agraria en contra de algunos particulares reclamando la restitución de tierras ejidales, y siguiendo toda la secuela procesal establecida en la Ley Agraria y concluyéndose la misma con sentencia definitiva que se le notifica en forma personal al mencionado núcleo y si esta no le es favorable a sus pretensiones, deja pasar, por decir  un año después de la notificación y comparece después de ese tiempo promoviendo el juicio de garantías en contra de la mencionada resolución y apoyándose principalmente en el artículo a que hemos hecho referencia, mismo que establece que a los núcleos no les corre término para la interposición del juicio de garantías, ya que esto como se deduce a simple vista vulnera flagrantemente la garantía de seguridad jurídica prevista en nuestra Carta Magna que de aplicarse en los amparos directos daría al traste con el orden establecido ya que no puede quedar a capricho de una de las partes la interposición de los recursos en contra de las resoluciones que pudieren afectarles, motivo por el cual proponemos que esto sea eliminado del mencionado segundo libro de la Ley de Amparo sometida ahora a estudio para sus posibles reformas; criterio que se encuentra avalado en diversas ejecutorias como la que a continuación se transcribe y que aparecen en el apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, Salas y Tesis Comunes, Páginas 29-88.

“TERMINO PARA INTERPONER EL AMPARO EN "MATERIA AGRARIA. COMPUTO DEL. NO DEBE "MODIFICARSE EN SUPLENCIA DE LA QUEJA.  "Lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley de "Amparo, a que se refiere a la suplencia de las "deficiencias de la queja en materia agraria, no  "puede llevar al extremo de tener por desvirtuado "el consentimiento tácito de los actos reclamados "por falta de impugnación legal oportuna de los "mismos, ya que si se toma en cuenta que el "principio rector en él establecido fue creado por "el legislador para corregir los errores y las "deficiencias de la queja,  pruebas, alegados, "comparecencias, excepciones, etcétera, etcétera, "es indudable que no tiene la virtud de convertir "en oportuno lo que es extemporáneo”.
Por lo que reiteramos de nueva cuenta que el dispositivo en comento no tiene razón de ser en la Ley de Amparo.

Sin otro particular, me es grato reiterarme de Usted como su atento y seguro servidor.

CLAUDIO ANIBAL VERA CONSTANTINO

"EL RECURSO DE REVISIÓN"



      (Intervención de Ministerio Público en el 



       Amparo Penal).

I.- LEGISLACIÓN ACTUAL.-

Los artículos 83 al 90 de la Ley de Amparo, regulan el Recurso de Revisión en general y completariamente el artículo 5º., fracción IV de la propia Ley, establece la intervención del Ministerio Público dentro del juicio de amparo, otorgándose la facultad para interponer ése y todos los recursos que establece la Ley.

El texto literal establece:

IV.- El Ministerio Público Federal quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta ley, inclusive para interponerlos en amparo penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia…"

Así pues, en el amparo bi-instancial según los anteriores preceptos, cabe el Recurso de Revisión para las partes en el juicio. A ese recurso, se contrae el presente estudio, y más exactamente el Amparo en materia Penal.

La razón es claramente preceptible:

Se afecta la Libertad Personal del quejoso, en los casos en que el Juez otorga la protección constitucional, contra actos privativos de la libertad individual y la Autoridad Responsable no recurre la sentencia protectora.

II. ANTECEDENTES Y LEGISLACIÓN ANTERIOR.-

El texto que databa de 1976 del artículo 5º., fracción IV de la Ley de amparo, anterior al texto vigente establecía:

"IV.- El Ministerio Público Federal, quien intervendrá cuando el caso de que se trata, afecta a su juicio el interés público; en los demás casos podrá hacerlo para promover la pronta y expedita administración de justicia. En los asuntos en que intervenga lo hará en los términos de esta Ley, y podrá interponer los recursos que señala la misma".

Posteriormente, se modificó en los siguientes términos:

"IV.- El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer recursos que señala esta ley, independientemente de las obligaciones que la misma le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia"

Estos textos propiciaron criterios encontrados que versaban sobre la facultad del Ministerio Público para interponer el recurso de Revisión en general.

Por una parte, hubo quienes se inclinaron abiertamente por reconocer la facultad en base al precepto que lo reconocía el carácter de parte en el Juicio de amparo.

De otro lado, hubo quienes sostuvieron que el papel del Ministerio Público, como parte, debía limitarse exclusivamente en su carácter de vigilante del orden constitucional, pero no con un interés propio para controvertir el derecho sustantivo sujeto a la litis constitucional, o sea, sin poder recurrir en revisión.

Esto es, se reconocía indiscutiblemente el carácter de la Institución del Ministerio Público como:

a).- Regulador del procedimiento.

b).- Órgano imparcial.

Con ello, se argumentaba que sin cuestionar el problema de fondo, esto es, sin hacer valer violaciones de derecho sustantivo del Ministerio Público podía limitarse a regular el procedimiento, de tal modo que fuese posible su intervención con ese carácter, pero sin tener un interés jurídico propio y directo, el cual sólo interesaba a las Autoridades Responsables conforme al artículo 87 de la Ley de Amparo.

En base a ese argumento, se llegaron a desechar o declarar infundados los recurso de revisión intentados por el Ministerio Público.

También, se argumento, sin llegar a la esencia del problema, que el Ministerio Público, representaba derechos sociales, en tanto que el Juicio de Amparo, tutelaba garantías individuales. O bien, que como  no se le ha dado al Ministerio Público la facultad de promover Juicio de Amparo, no puede iniciar una segunda instancia de algo que se le ha negado.

En fin, a todo argumento desconociendo el derecho del Ministerio Público a la revisión o sobre su incorrección como atribución dentro de sus funciones, se opone la letra de la ley vigente.

III.- QUÉ ES EL MINISTERIO PÚBLICO.-

Sin entrar a una amplia exposición histórica del surgimiento del Ministerio Público, como Institución dentro de nuestra estructura jurídica, cabe señalar que se trata de una institución compleja, cuya naturaleza no se ha precisado suficientemente, de ahí que sus atribuciones tengan ese mismo carácter impreciso. Se ha señalado que participa de las figuras del Procurador Fiscal español, pero también de un Ministerio Público en estricto sentido, de origen francés, y más aún, de alguna forma de la institución Anglo Americana del Attorney General (Héctor Fix Zamudio) Ministerio Público y Judicatura UNAM 1977 página 25.

En nuestro derecho, se trata de una institución que la Constitución enclava dentro de la organización del Poder Judicial Federal (capítulo IV), aunque la designación de los Funcionarios, la organización y su desenvolvimiento, están directamente a cargo del ejecutivo y dentro del área administrativa.

Cabe analizar el texto de la Constitución para apreciar que a la luz del artículo 102 de la Constitución, se establece la Institución del Ministerio Público cuya presidencia está a cargo de un Procurador General.

Véase el texto literal en lo conducente:

A. La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva, debiendo estar presididos por un Procurador General, el que deberá tener las mismas calidades requeridas para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia.

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, la persecución ante los Tribunales, de todos los delitos del orden federal y, por lo mismo, a él le corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita, pedir la aplicación de las penas e intervenir en todos los negocios que la ley determine.

En todos los negocios en que la Federación fuese parte, en los casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en los demás que deba intervenir el Ministerio Público de la Federación, el procurador General lo hará por sí o por medio de sus agentes.

El Procurador General de la República y sus agentes, serán responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones…"

IV.- PERSECUTOR O BIEN REPRESENTANTE SOCIAL.-

Distingue esa norma constitucional (artículo 102), en forma clara la Institución por un lado y las funciones del Procurador por el otro. De este, en esencia la de representar a la Federación y la de desempeñar el cargo de Consejero Jurídico del Gobierno.

Por otra parte, en lo que respecta en sí al Ministerio Público, se especifican claramente los lineamientos de su papel encomendado constitucionalmente y concretado en las funciones como persecutor de los delitos. En este ámbito, es el órgano o institución cuyas funciones o atribuciones se delinean en la siguiente forma en el precepto constitucional a estudio:

a).- Solicitar orden de aprehensión.

b).- buscar y presentar pruebas.

c).- Hacer que los juicios se tramiten con regularidad.

d).- Pedir la aplicación de las penas.

e).- Intervenir en todos los negocios que la Ley establece.

V.- POR QUE LA REVISIÓN?

Dentro de ese orden, la revisión como recurso en manos del Ministerio Público en Materia Penal, está incorrectamente tratada en la Ley de Amparo, pues la otorga al Ministerio Público como una Institución y ya se vio que se tendría que ubicar solamente en las atribuciones que tiene el Procurador como Representante Social, en torno a la vigilancia de la constitucionalidad y de la legalidad, en ello hay consenso general.

En efecto, coincidiendo con una corriente notable de opiniones en ese sentido, en un autorizado comentario a una edición de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, el Doctor Sergio García Ramírez califica al conjunto de atribuciones del Ministerio Público Federal, comprendidas en ese rubro, como de primer rango por encima de la titularidad de la acción penal y afirma:

"En esta dirección, el Ministerio Público prescinde de cualquier calidad de parte e incluso se desliga por así decirlo de la condición del órgano autoritario con intereses y fines institucionales propios suyos, para ponerse exclusivamente al servicio de la constitucionalidad y de la legalidad, esto es, de la juridicidad del estado de derecho. Por ello, es aquí donde con más fuerza descuella el carácter de representante Social que posee el Ministerio Público" Página 242 op. Cit. Serie Legislación Mexicana).

VI.- representante social versus ministerio público.-

La anterior afirmación de García Ramírez, es cierta en teoría, pero inexacta en la realidad porque se da como prioridad la organización del Ministerio Público y en un correcto análisis de sus facultades y atribuciones, se requiere no perder de vista que la norma constitucional finca las bases del Ministerio Público como Institución, y las funciones del procurador por la otra, si bien el Ministerio Público se ejerce por medio del Procurador y por los agentes nombrados por el Ejecutivo.

Ciertamente, es importante precisar los conceptos de Representante Social y de Ministerio Público en la práctica diaria de tales entidades jurídicas; de lo contrario se produce la confusión de ambas. Actualmente, eso ocurre.

Más aún, se dice que es inexacta la afirmación de que puede prescindir el Ministerio Público de su carácter de parte, cuando asume el de Representante Social, porque en la realidad no es así, tampoco el artículo 5º., fracción IV de la Ley de Amparo, hace este distingo.

En la vida jurídica, actualmente se le denomina indistintamente y esta terminología confusa llevó a la reforma de dicho artículo conforme aparece en el texto actual; por otra parte, en la práctica judicial son sinónimos Representante Social y Ministerio Público. Esta equiparación es errónea.

Además, aflora de inmediato la bipolaridad absolutamente contrastante en el ámbito jurídico, según se verá a continuación:

En una fase de averiguación, concretamente el ejercicio de la acción penal de la que es único titular el Ministerio Público, interviene como órgano persecutor del delito; luego, no es admisible que sin abandonar ese carácter, se desdoble y como Representante Social vele exclusivamente la constitucionalidad y la legalidad pues está presente indiscutiblemente su interés persecutor que solamente puede abandonar por desistimiento expreso del Procurador.

Es indiscutible que sus intereses en este aspecto, son encontrados en su contenido, pero necesariamente afines en su objetivo que es el de buscar la sanción de los delitos. Se pierde, pues, el pretendido carácter de Representante de la Sociedad, porque subsiste y aflora de inmediato la calidad de órgano persecutor.

Lo anterior se puede apreciar más claramente si se toma en cuenta que no existe, ni existiría un solo caso, en que el Ministerio Público interponga revisión contra una sentencia de amparo que haya negado la protección constitucional, contra un auto de formal prisión o una orden de aprehensión, por muy infundados que fuesen o por viciados de inconstitucionalidad que aparecieran. Tampoco se alza en recurso contra la negativa de amparo frente a una detención fuera de procedimiento judicial cuando es Autoridad Responsable el Ministerio Público investigador.

La ficción jurídica que justifica el recurso, salta a la vista.

Además, en la teoría del estado moderno, el ejercicio de la acción penal de suyo reviste el carácter de una facultad del Estado, preferente de salvaguarda de la sociedad la doctrina es copiosa en tal sentido y la constitución recoge esa corriente en el artículo 21:

"…La persecusión de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judicial, la cual estará bajo la Autoridad y mando inmediato de aquél…".

Ciertamente, lo que se pretende con el ejercicio de la acción penal, es sujetar a proceso al inculpado y posteriormente precisada la acusación, obtener sentencia definitiva. Jamás, por absurdo, se dará el caso en que se ejercite acción penal y luego el Ministerio Público controvierta un juicio de Amparo, cuya sentencia sea desfavorable a los intereses del inculpado.

Se ha dicho siempre que en la aplicación de la Justicia, el Organo Jurisdiccional busca la verdad histórica y también los actos del Ministerio Público tienen esa finalidad como parte imparcial o de buena fe dentro del proceso penal, no obstante que se ha cuestionado siempre esa pretendida buena fe.

Sobre este tema, el Doctor García Ramírez, se pronuncia con sinceridad por la postura real que se describe en párrafos anteriores, sus palabras son tanto más reveladoras cuanto que confirman la irreconciliable dicotomía en que se sitúa el Ministerio Público al recurrir una sentencia de amparo penal que favorezca al indiciado:

"Tampoco discutiremos ahora los singulares y cuestionados caracteres del Ministerio Público en su calidad de parte procesal comprometida con el esclarecimiento de la verdad, más bien que con un designio formal de acusación. Empero valer insistir ¿, con alcance tanto para la averiguación previa como para el proceso, que el Ministerio Público se somete siempre al principio pro societate, en contraste con el Juzgador al que gobierna el principio In Dubio Pro Reo". Página 263 Op. Cit.

Nótese pues, que la línea que separa el carácter de órgano persecutor, de la función de Representante Social se vuelve invisible y se quiebra en la nada. A la vista jurídica de los agentes del Ministerio Público, que ejercen las funciones en los dos ámbitos, resulta en rigor un misterio incomprensible, sutileza a caso.

Para ellos el Ministerio Público que representan, es el poder real oponible al delito; esta en su ortodoxia.

VII.- PROCURADOR Y NO MINISTERIO PÚBLICO.-

Tanto los criterios que prevalecieron en torno a los textos anteriores de la fracción IV del artículo 5º., de la Ley de Amparo cuanto la letra del precepto en vigor, derivan de confundir la Institución del Ministerio Público, si se quiere, pero en su carácter de Representante del Procurador que lo es de la sociedad.

Lo cierto es que, contra el texto de la Constitución, el artículo 5º., autoriza al Ministerio Público (entiéndase órgano persecutor de los delitos) a interponer recursos en los Juicios de Amparo.

En efecto, sobre la intervención del Ministerio Público dentro del Juicio de Garantías, el artículo 107 fracción XV, establece:

"El Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Público Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios cuando el caso de que se trate carezca a su juicio, de interés público".

Esto es, alude al Procurador o al Agente del Ministerio Público que al efecto designe, pero no en sí la Institución del Ministerio Público la que es parte en los juicios de amparo.

Efectivamente, se trata de un principio básico de la Constitución y del orden jurídico que en aras del interés público tutela la legalidad y la constitucionalidad a cargo del Procurador General de la República o Abogado de la Federación.

Adviértase que lo anterior, no es una descripción de sutilezas, sino que se trata de precisar el lenguaje jurídico y su alcance, con el que se manejan Instituciones tan importantes como el recurso de revisión a manos del funcionario que representa al procurador (no al Ministerio Público), y que en la realidad suscita actuaciones que trascienden al ámbito de las garantías individuales, ya desprotegidos en la práctica, aunque afortunadamente aún tutelados sabiamente por nuestra Institución de Amparo.

VII.- EPÍLOGO.-

Surge así, una conclusión lógico-jurídica hasta cierto punto simplista: El Ministerio Público no debe tener el recurso de revisión en materia de amparo penal, ni aún como representante de la sociedad, porque ya figura paralelamente como parte del proceso.

La reforma introducida en 1983 el artículo 5º., fracción IV de la Ley de Amparo, resulta del todo desafortunada y debe derogarse.

Dar al Ministerio Público el Recurso de Revisión en materia de Amparo Penal, significa una práctica derivada más bien de principios empíricos sobre la representación social y no de una racional y cuidadosa investigación jurídica de las facultades del Ministerio Público.

Actualmente, esto es más grave cuando se vive entre otras, la crisis de libertad en un status social en que el orden jurídico se quebranta a diario.

El texto correcto que se propone:

"IV.- El Procurador General, quien podrá apersonarse con su representación social en los asuntos que a su juicio revistan interés público".

ANDRÉS FLORES HERNÁNDEZ

PROPUESTAS

Atiendo por esta la invitación que se sirvió usted hacer a todos los miembros del Poder Judicial Federal y a todos los litigantes para que le diéramos la opinión que creyéramos más conveniente en relación con la reforma que su Señoría sugiere se haga a la Ley de Amparo, y después de 69 años de ejercer la profesión de abogado y ser actualmente el Decano de la misma, considero buena la Ley de Amparo existente, y lo malo los funcionarios venales e ineptos, muchos que existen en los Juzgados de Distrito y los Tribunales Colegiados, contra algunos de los cuales voy a presentar denuncias penales que haré conocer además al Pleno de esta H. Suprema Corte de Justicia de la Nación que usted preside.

Artículo 23, en mi opinión debe agregarse entre los días inhábiles el 25 de diciembre en que en todo el mundo y principalmente en México, se celebra el Nacimiento de Nuestro Señor Jesucristo.

Casi la totalidad de los mexicanos somos cristianos y la mayor parte católicos que celebramos esa fecha y en los tres Poderes de la Unión nunca se trabaja en ella y los funcionarios de dichos Poderes la celebran y en familia, dándole con ello más relevancia y el Estado debe respetar los sentimientos religiosos de sus habitantes.

Artículo 28, agregar una fracción que sería la II Bis, que diga:

“personalmente las sentencias definitivas y las que nieguen la suspensión que se pronuncien en los amparos que se tramitan ante los Juzgados de Distrito y los Tribunales Colegiados”.

Artículo 66, agregar una fracción que sería la VII con el siguiente texto:

“cuando alguno de los litigantes o de sus abogados es o ha sido denunciante, querellante o acusador del funcionario de que se trate”.

En mis 69 años de ejercer la profesión he podido comprobar que casi 99% de los funcionarios judiciales tanto federales como locales son como hoy se dice “viscerales”, es decir faltos de la suficiente nobleza y ecuanimidad para no guardar resentimiento cuando la persona o litigante, que aún sin éxito, porque entonces se siente víctima de calumnia, hubiere presentado alguna acusación en su contra.

Artículo 76, consignar una fracción que diga:

“Los Jueces de Distrito y los Magistrados del Tribunal Colegiado, deberán tramitar y resolver los amparos que ante ellos se interpongan en estricto orden en que fueron citados para sentencia, sin dar preferencia a ninguno.

“El incumplimiento a esta disposición será causa de responsabilidad”.

También en mis 69 años de ejercer la profesión, he podido comprobar que Jueces de Distrito y Magistrados del Tribunal Colegiado, por razones inexplicables o inconfesables, resuelven determinados juicios, no en el orden cronológico en que han sido puestos para sentencia.

Consignar otro párrafo que sería a continuación del actual artículo 76, con el siguiente texto:

“Redactada una sentencia, se pondrá a la vista de las partes por el término de DIEZ DIAS para que si lo creen pertinente hagan las observaciones que estimen legales y que deberá atender el funcionario o Tribunal respectivo”.

“Si esto aconteciere en un Juzgado de Distrito el litigante que dentro del término citado no hiciera observación alguna a la sentencia proyectada, perderá el derecho a recurrirla y causará estado en su contra”.

La costumbre de hacer entrega del proyecto de la sentencia, fue seguida por muchos años por la entonces Tercera Sala Civil de esta H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, y actualmente algunos Magistrados del Tribunal Colegiado la siguen, y dio y da muy buen resultado para la buena administración de justicia, porque frecuentemente se cometen equivocaciones, omisiones y violaciones y algunas veces, pero pocas, entonces inadvertidas, y hoy deliberadas, por venalidad, corrupción o ineptitud de Jueces de Distrito o Magistrados del Tribunal Colegiado, tanto más cuando que los Jueces de Distrito y sobre todo los Magistrados del Tribunal Colegiado, tienen cada uno dos o tres auxiliares que les llaman “proyectistas” y me consta que muchos de esos Juzgadores se atienen al proyecto de esas personas y no se enteran del expediente, y menos aún los otros dos miembros del Tribunal, distintos al Ponente, que simplemente leen la sentencia sin enterarse de las constancias del expediente para cerciorarse que el proyecto coincida con estas y no omita alguna.

Puedo señalar casos concretos y recientes de estos sucedidos que como he dicho antes por considerar que contienen ilícitos estoy denunciándolos ante la Procuraduría General de la República.

La mayor parte de los “proyectistas” son profesionistas fracasados en el litigio particular y sin haber desempeñado antes ningún cargo en el Poder Judicial, y por lo tanto no tener experiencia, tratan de obtener estos puestos para lograr un ingreso que les permita subsistir.

Artículo 95, sugiero se agregue una fracción que diga:

“Contra las resoluciones en que los Jueces de Distrito o los Magistrados del Tribunal Colegiado impusieran alguna multa al litigantes o a su abogado”.

“La Queja contra la resolución de Juez de Distrito será resuelta por el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente y de la Queja que se interponga contra resolución de éste, conocerá la Sala de la misma materia de la Suprema Corte de Justicia”.

En esta forma no quedará el sancionado en estado de indefensión y a través del recurso podrá demostrar la buena fe con la que procedió y no ser acreedor a la multa impuesta.

Artículo 114, deberá adicionarse con la siguiente fracción:

“VII.- Contra las resoluciones de archivo o no Ejercicio de la acción penal, que pronuncie el Ministerio Público Federal o Local”.

Todos los candidatos a la Presidencia de la República han reiterado su ofrecimiento de acabar con la corrupción en la administración de justicia y han destacado la conducta en ese sentido del Ministerio Público.

Son miles los casos en los que por ignorancia, por soborno o para quitarse trabajo, los Ministerios Públicos pronuncian resoluciones de archivo o no ejercicio de la acción penal.

Los agentes del Ministerio Público, engreídos, más que prepotentes, alegan que ellos tienen, en los términos del artículo 21 Constitucional, el monopolio de la persecución de los delitos.

Una gran mayoría de los que he tratado son incompetentes y flojos y ante estas actitudes el denunciante queda desprotegido.

La única forma pues de que el ofendido pueda probar la improcedencia, mala fe o reflexión de la resolución que de archivo o no ejercicio de la acción penal pronuncie el Ministerio Público, es el derecho al amparo; ley que lo reglamenta y que es una de las mejores legislaciones del mundo.

Acabo de presentar un escrito al Sr. Procurador General de Justicia en el que me quejo, entre otras cosas, de que en una denuncia que presenté el 22 de octubre de 1996 hasta el 11 de octubre de 1999 el Director de Delitos Contra el Honor, Lic. Francisco Morquecho Hernández me informa que en esta averiguación se determinó procedente el acuerdo de no ejercicio de la acción penal y que cuando le pido me entregue copia de esa resolución para enterarme de su contenido y poderla recurrir, se niega a ello.

Le ruego a usted, Sr. Presidente, me haga saber el acuerdo que a ésta recaiga y la impresión que le causen las reformas que propongo, y con un abrazo muy afectuoso, quedo de usted su sincero amigo y Ss.

Félix Galindo D.B.

“El Juicio de Amparo y la Asistencia Social”

Me permito poner a su consideración la siguiente exposición de motivos y posibles reformas.

I.- EXPOSICION DE MOTIVOS.-  El artículo 6 de la Ley de Amparo menciona al menor de edad en el juicio de amparo y las condiciones para su intervención en este proceso judicial; sin embargo considero que es ambiguo, ya que el Código Civil menciona al menor con incapacidad por su edad pero también menciona a otras personas que por su condición física o mental también presentan incapacidad legal, que pueden ser aquellas personas disminuidas o perturbadas mentalmente, o que sean adictas a sustancias tóxicas o al alcohol; todas estas personas que sufren según trastorno, de tal forma su limitación o alteración a su inteligencia no les permita gobernarse solos o manifestar su voluntad por algún medio.

Aunque la ley no señala como incapacitados a los invidentes, ya que esta deficiencia física solo les limita un órgano de su cuerpo, también es cierto que los actos de autoridad que les afecten, sólo pueden tener la certeza de su contenido hasta que alguna persona de su entera confianza se los lea o haga saber en su contenido.

Similar situación pueden estar aquellas personas que no sepan leer y escribir, o que por su origen no conozcan el español al cien por ciento, por pertenecer a un grupo étnico de nuestro País, porque sólo conocerán la realidad del acto de autoridad que quieran combatir sino hasta que una persona de su entera confianza les haga saber el contenido del mismo.

En estos dos últimos puntos de vista no se trata de demostrar en contra de la autoridad común y corriente, sino salvaguardar en su totalidad los derechos constitucionales de las personas, que por alguna causa o circunstancia física o mental, se encuentran en desventaja frente a los demás incluyendo la autoridad en cualquiera de sus tres niveles; por lo cual me permito exponerle el siguiente:

PROYECTO.-  (se propone crear un artículo nuevo que sería el siguiente)  ART. 7.-  El término para interponer el juicio de amparo no le surtirá efectos a los menores de edad, incapacitados, invidentes o personas que por su ignorancia desconozcan el idioma español, sino a partir de que su legítimo representante sea notificado o se entere de la ley o acto de autoridad que afecte sus intereses y/o derechos, o esté debidamente representado en juicio; si el juez considera que las personas antes mencionadas, no se encuentran debidamente representados, o considera que la atención de los intereses jurídicos de los mismos no se atienden con la debida diligencia, podrá el juzgador designarle un tutor especial para que lo represente en juicio o buen nombrarle un Defensor Federal de Oficio que lo asesore y represente en juicio; asimismo le dará vista al Ministerio Público Federal Adscrito para la intervención que conforme a derecho le corresponda. 

Lo anterior se aplicará en igual forma para los casos que las personas antes mencionadas, sea tercero perjudicado, o para los efectos de la reparación del daño a que se refieren los artículos 5 y 10 de esta misma Ley.

Las personas a que se refiere el presente artículo, acreditará su situación personal con el acta de nacimiento, informe médico o reporte psicológico dependiendo de su situación personal; en caso de no tener o poder obtener esta documentación el quejoso el Juez girará los oficios correspondientes para lograr su obtención, tanto al registro civil donde se haya registrado el menor de edad o a una Institución pública del sector salud, a consideración del propio juzgador. La expedición de estas constancias no causarán contribución alguna.

II.- EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.-  En la siguiente proposición que se formula, considero como fundamental la igualdad de las partes en el litigio, y no por que un litigante sea incapaz en forma legal, discapacitado física o mentalmente, o sea analfabeta o desconozca completamente el idioma español, sus derechos no vayan a ser representados con toda oportunidad en el proceso de garantías, y que el representante común por cualquier circunstancia accidental o inducida deje de tomar en consideración los intereses particulares de estas personas.

ARTICULO 20.-

PROYECTO.-  (segundo párrafo)  Si entre los demandantes existiera cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta ley, el juez verificará que el representante común de los quejosos proporcione el mismo interés, responsabilidad y diligencia por dicha persona, para que se encuentre en las mismas condiciones de igualdad jurídica; no obstante podrá designar un defensor de oficio que lo represente en el juicio, notificando de esta situación particular del quejoso de que se trate al Ministerio Público Federal.

III.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Si bien es cierto que en términos generales, casi toda nuestra legislación señala cuales son los términos fatales o improrrogables para ejercitar ciertas acciones o derechos, también es cierto que las mismas leyes establecen algunas excepciones, para que surtan sus efectos esos los términos legales, para interponer el juicio de amparo está contemplado dentro de esos términos improrrogables, las excepciones para que se cumpla el término para interponer el juicio de garantías; creo oportuno que también sería correcto dejar dentro del artículo de excepciones a aquellas personas que por situaciones particulares no se encuentran en la misma condición de defender sus derechos, tal y como lo he expuesto y me he referido en el proyecto del artículo 7 de la ley de amparo. Por lo que se propone adicionar una fracción más al artículo 22 para quedar en la forma siguiente:

ARTICULO 22.-…..

PROYECTO.-  Fracción IV.-  Cuando el agraviado por una ley o un acto de autoridad sea cualquiera de las personas mencionadas en el artículo 7 de esta misma ley, y no se hayan satisfecho los requisitos de su representación legítima para interponer el juicio de amparo, o cualquier otra condición jurídica señalada en el mismo numeral citado.

IV.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Una de las características principales de este proyecto que se propone, es que aquellas personas que por su situación individual tengan alguna desventaja en el entendimiento, de cuales son sus derechos frente a las leyes o actos de autoridad, y cual es la mejor manera de defenderse desde el punto de vista jurídico; y toda vez que el juicio de amparo les otorga este beneficio de defensa, es importante que el Juez Federal como una de las Autoridades encargadas del control constitucional, supervise que inclusive dentro del propio procedimiento del Amparo queden debidamente protegidas las citadas personas, por lo que considero oportuna la siguiente adición a la ley de la materia.

ARTICULO 27

PROYECTO.-  (adicionar el párrafo final del artículo 27 lo siguiente)  El juez tendrá especial cuidado con las notificaciones que se hagan a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta ley, así como a sus representantes legítimos, para que se cumplan todas las formalidades del procedimiento.

V.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  En obvio de repetición de algunos motivos expuestos, la idea de adicionar el siguiente párrafo, es para que el juez diferencie a aquellos litigantes, y me refiero a los quejosos o terceros perjudicados, que por su naturaleza física o mental, necesitan de ciertas consideraciones en la ley para el pleno respeto de sus derechos.

ARTICULO 73

PROYECTO.-  (Adicionar un último párrafo al artículo 73 en la forma siguiente)  En forma especial cuando se afecten intereses o derechos de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta misma ley; debiendo tener el juez especial cuidado en la aplicación de todos los artículos que hacen referencia a las personas en cita.

VI.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Considero que la siguiente propuesta es con el fin de proporcionar un medio de defensa mas adecuado a las personas que como ya se ha dicho, carecen de algunas características personales, que pudieran lesionar su ámbito constitucional, y quedar desprotegidas frente al resto de la población.

ARTICULO 114

PROYECTO.-  (se propone adicionar una fracción al artículo citado)  Fracción VII.-  Contra leyes o actos de autoridad que vulneren los derechos o intereses familiares o personales de cualquiera de las personas señaladas en el artículo 7 de esta Ley, afectando el interés supremo de esas personas, afectando el ejercicio de la patria potestad, la tutoría, la guarda y custodia o cualquier depósito de la persona, poniendo en grave riesgo su desarrollo físico o mental.

VI.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Todos los seres humanos que llevamos a cabo en alguna forma decidir o resolver situaciones que afecten a otras, nos olvidamos de revisar su naturaleza personal, y creo que a veces el mismo juzgador atraviesa por esa situación, por lo que esta propuesta es con el ánimo que el órgano jurisdiccional se sensibilice al dictar su resolución y le otorgue a todas las personas, su derecho natural a la defensa de sus intereses, y los coloque en igualdad de condiciones no tan sólo jurídicas, sino también físicas y mentales.

PROYECTO.-  ARTICULO 157 BIS.-  Para el caso de que alguna de las partes del juicio de amparo fuera una de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta Ley, antes de dictar su resolución definitiva, el juez revisará minuciosamente el expediente, verificando que las personas de que se trate hayan sido representadas en el proceso con la debida diligencia, pudiendo desahogar cualquier diligencia, inclusive tratándose de pruebas, que a su juicio hayan quedado pendientes y que se consideren importantes para el resultado del juicio de amparo.

VII.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Tomando en consideración las anteriores exposiciones y proyectos, considero que no tan sólo corresponde sensibilizar a las personas encargadas de la aplicación de las leyes, sino también que la ley de amparo debe de buscar su protección de alguna forma, que sea lo mas eficaz para la defensa de las personas a que me he referido al iniciar este proyecto, y que hago su distinción en la propuesta del artículo 7 al inicio.

ARTICULO 159.-

PROYECTO  (se considera oportuno proponer la siguiente reforma, incluyendo en el artículo en mención la fracción siguiente, recorriendo las demás fracciones que componen el numeral)  Fracción I.-  Cuando los intereses de una persona de las señaladas en el artículo 7, no se hayan atendido sus intereses y derechos con la debida diligencia por la autoridad ordenadora del acto, y se ponga en grave riesgo el desarrollo físico o mental de la persona de que se trate.

Esperando que la aportación de la Barra de Acapulco, sea de provecho para impulsar una nueva legislación de amparo más expedita, pero también más humana; y que es el principal motivo que me ha llevado a presentar este proyecto; y nuevamente reiterarle la consideración con la que nos ha distinguido a este cuerpo colegiado de Abogados.

ALEJANDRO V. PINTOS ROMERO

En este breve trabajo al que me referiré enseguida, el que trataré de precisar,  y que estimo, puede contribuir a evitar que los Tribunales Colegiados de Circuito, se vean saturados de ingresos en asuntos, que al resolverse no se estudia, en sentido estricto, el fondo del asunto, por no dar cumplimiento a ciertos requisitos procesales que impone la actual Ley de Amparo, motivo por el cual, creo que el crecimiento vertiginoso que ha tenido el Poder Judicial de la Federación, en los últimos años, entre otras causas, se debe al elevado ingreso de asuntos que son sometidos a la consideración, de dichos Tribunales Colegiados,  particularmente a ellos me referiré, y creo que ello ha sido, como ya se ha sostenido en diferentes foros, al abuso del juicio constitucional por parte de la sociedad, de manera que es preciso establecer ciertos mecanismos, que permitan filtrar sólo aquéllos asuntos que cumplan con determinados requisitos, para que la carga laboral que llegue a los Tribunales Colegiados, sean asuntos que no distraigan la atención del juzgador, esto es, controversias en las cuales, sí se resuelva el fin toral de que se duele el quejoso, observando lo previsto en la Ley de Amparo, tratándose de juicios de amparo en los que se plantee una cuestión de legalidad.

Existe reiterada jurisprudencia en el sentido de que, cuando se presente un juicio de amparo directo en materia civil, mercantil o administrativa, en asuntos en los cuales opera el principio de estricto derecho y por ende, no existe la suplencia de la deficiencia de la queja, si no se prepara debidamente el juicio de amparo en contra de la violación procesal, que trasciende al sentido del fallo, en el sentido de que, durante la tramitación del juicio en primera instancia,  debe hacerse valer el recurso ordinario para impugnar la violación procesal, así como la resolución que al efecto se dicte, en caso de que le sea adversa, o no se le admita el recurso, pues de no hacerlo  así, los conceptos de violación que esgrima en torno a este tema serán inatendibles,  por no haberse preparado adecuadamente el juicio de amparo. Lo anterior se resuelve en una sesión plenaria, habiéndose turnado el expediente al magistrado ponente, quien elabora un proyecto de resolución y el sentido del fallo invariablemente es la negativa del amparo, por resultar inoperantes los conceptos de violación, de manera que, la propuesta que me permito elevar a Sus Señorías, consiste en que para evitar la tramitación de un juicio de amparo cuyo resultado será negándose la protección constitucional que se solicita, por no haber preparado el quejoso debidamente el juicio de amparo, será desechar desde el principio, la aludida demanda y esto puede lograrse, estableciéndose en la Ley de Amparo, la obligación por parte de la autoridad responsable, de certificar al pie de la demanda, tal y como lo establece el actual artículo 163, la fecha de presentación de la demanda, la fecha de notificación del acto reclamado y los días inhábiles que mediaron entre ellas, incluyendo en dicha certificación, cuando de los términos de la demanda de amparo, la responsable advierta, que uno o varios de los conceptos de violación, van encaminados destacar que existieron violaciones procesales, si el quejoso preparó debidamente el juicio, esto es, si interpuso los recursos ordinarios en contra de las violaciones procesales que esgrime en sus motivos de inconformidad, de manera que al advertir en la aludida certificación, el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito, que el quejoso no cumplió con lo anterior, lejos de admitir a trámite una demanda de amparo, cuyo resultado se sabría hasta el momento de resolverse y que sería de evidente negativa, por los motivos ya expuestos, basta con desecharla por no cumplir con lo que exigiría la nueva Ley de Amparo, o sea, no preparar adecuadamente el juicio de amparo,  lo cual se traduce en que ingresarían al Tribunal, sólo aquéllos asuntos en los cuales sí se estudiarían las violaciones procesales que fueron debidamente preparadas, para lograr lo anterior, propongo adicionar los artículos que enseguida se mencionan, con los textos en que podrían quedar, siguiendo los lineamientos establecidos por esa H. Comisión y que son en lo conducente de la siguiente manera:

“Artículo 73, el juicio de amparo es improcedente:

“Fracción X. ......


 ............

“ter. Contra sentencias definitivas, emanadas de procedimientos civiles, mercantiles o administrativos, cuando se aleguen violaciones procesales, que deban considerarse irreparablemente consumadas. Se entiende por violación procesal irreparablemente consumada, cuando el quejoso no impugne dicha violación mediante los medios ordinarios establecidos por la ley respectiva.”

“Artículo 163. La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación  de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas. Cuando en la demanda de amparo se aleguen violaciones procesales, que trasciendan al resultado del fallo, la autoridad responsable, certificará si el quejoso impugnó la violación procesal que manifiesta en su demanda de amparo, mediante los medios ordinarios que la ley aplicable establece; la falta de constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente”.

Esperando resulte de su interés la anterior propuesta, reciban afectuoso saludo, quedando de sus ustedes a sus órdenes.

JOSÉ TOMÁS GARRIDO MUÑOZ
TEXTO ORIGINAL
MOTIVO
TEXTO CON MODIFICACIONES

ARTICULO 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre.


Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.


Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.


La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

Capítulo IV

De las notificaciones

ARTICULO 27.- Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución.


El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.


Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

ARTICULO 42.- Es competente para conocer del juicio de amparo que se promueva contra actos de un juez de Distrito, otro de la misma categoría dentro del mismo Distrito, si lo hubiere, o, en su defecto, el más inmediato dentro de la jurisdicción del Tribunal Colegiado de Circuito a que pertenezca dicho juez.


Para conocer de los juicios de amparo que se promuevan contra actos de un Tribunal Unitario de Circuito, es competente el juez de Distrito que, sin pertenecer a su jurisdicción, esté más próximo a la residencia de aquel.

ARTICULO 51.- Cuando el juez de Distrito ante quien se haya promovido un juicio de amparo tenga conocimiento de que otro está conociendo de otro juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, dará aviso inmediatamente a dicho juez, por medio de oficio, acompañándole copia de la demanda, con expresión del día y hora de su presentación.


Recibido el oficio por el juez requerido, previas las alegaciones que podrán presentar las partes dentro del término de tres días, decidirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, si se trata del mismo asunto, y si a él le corresponde el conocimiento del juicio, y comunicará su resolución al juez requeriente. Si el juez requerido decidiere que se trata del mismo asunto y reconociere la competencia del otro juez, le remitirá los autos relativos; en caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el juez requeriente estuviere conforme con la resolución del requerido, lo hará saber a éste, remitiéndole, en su caso, los autos relativos, o pidiendo la remisión de los que obren en su poder.


Si el juez requeriente no estuviere conforme con la resolución del requerido y se trata de jueces de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, lo hará saber al juez requerido, y ambos remitirá al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, con las cuales se iniciará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen por escrito, se resolverá, dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cual de los jueces contendientes debe conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos y que cada uno de ellos debe continuar conociendo del juicio ante él promovido.


Si la contienda de competencia se plantea entre jueces de Distrito que no sean de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, se estará a lo dispuesto en el párrafo anterior, pero la copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, se remitirá entonces, al Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien ordenará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen por escrito, lo turnará a la Sala respectiva, la cual resolverá, dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cuál de los jueces contendientes debe conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos, y que cada uno de ellos debe continuar conociendo del juicio ante él promovido.


Cuando en cualquiera de los casos a que se refiere este artículo se resolviere que se trata de un mismo asunto, únicamente se continuará el juicio promovido ante el juez originalmente competente; por lo que sólo subsistirá el auto dictado en el incidente relativo al mismo juicio, sobre la suspensión definitiva del acto reclamado, ya sea que se haya negado o concedido éste. El juez de Distrito declarado competente, sin acumular los expedientes, sobreseerá en el otro juicio, quedando, en consecuencia, sin efecto alguno el auto de suspensión dictado por el juez incompetente, sin perjuicio de hacer efectivas, si fuere procedente, las cauciones o medidas de aseguramiento relacionados con dicho auto. Si este último incidente se encontrare en revisión, se hará saber la resolución pronunciada en el expediente principal, al superior que esté conociendo de dicha revisión, para que decida lo que proceda.


Si el juez de Distrito declarado competente, o el Tribunal Colegiado de Circuito, no encontraren motivo fundado para haberse promovido dos juicios de amparo contra el mismo acto reclamado, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al quejoso o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario, salvo que se trate de los actos mencionados en el artículo 17.

ARTICULO 68.- El impedimento se calificará de plano admitiéndolo o desechándolo, en el acuerdo en que se dé cuenta, conforme a las siguientes reglas:


I.- La Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno, conocerá de los impedimentos de los Ministros en relación con los asuntos de la competencia del mismo Pleno;


II.- La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros de la misma Sala y de los de los (sic) Magistrados del Tribunal Colegiado de Circuito, y


III.- Los Tribunales Colegiados de Circuito conocerán de los impedimentos de los jueces de Distrito de su jurisdicción o de los de las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37.

ARTICULO 71.- Cuando se deseche un impedimento, siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario. Si el ministro, magistrado o juez hubiere negado la causa del impedimento y ésta se comprobase, quedará sujeto a la responsabilidad que corresponda conforme a la ley.

Capítulo VIII

De los casos de improcedencia

ARTICULO 73.- El juicio de amparo es improcedente:


X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente;

ARTICULO 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

ARTICULO 76 Bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:


I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.


II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.


III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.


IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.


V.- En favor de los menores de edad o incapaces.


VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

ARTICULO 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

ARTICULO 83.- Procede el recurso de revisión:


I.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;


II.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en las cuales:


a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva;


b) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y


c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;


III.- Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;


IV.- Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.


V.- Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.


La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

ARTICULO 90.-¬ El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, calificará la procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo.


Admitida la revisión por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de las salas de la misma, y hecha la notificación relativa al Ministerio Público, se observará lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 185 a 191.


Admitida la revisión por el Tribunal Colegiado de Circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio Tribunal resolverá lo que fuere procedente dentro del término de quince días.


Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o, en sus respectivos casos, el Pleno, o la Sala correspondiente, desechen el recurso de revisión interpuesto contra sentencias pronunciadas por Tribunales Colegiados de Circuito, por no contener dichas sentencias decisión sobre la constitucionalidad de una ley o no establecer la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario.

ARTICULO 95.- El recurso de queja es procedente:


XI.- Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional.

ARTICULO 99.- En los casos de las fracciones I, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el tribunal colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.


En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.


La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a X, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado de Circuito dicte la resolución que corresponda, que será de diez días.


En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al Tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda.

ARTICULO 103.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.


Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.


El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.


Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario.

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:


I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso;


II.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.


En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.


III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.


Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.


Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.


IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;


V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;


VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1°. de esta ley.

ARTICULO 124 bis.-¬ Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el juez de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

El juez de amparo fijará el monto de la garantía, tomando en cuenta los elementos siguientes:

I. La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso;

II. La situación económica del quejoso, y

III. La posibilidad de que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia.

ARTICULO 131.- Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas. Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto el caso previsto en el artículo 133, (sic) en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, las que se recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del Ministerio Público, el juez resolverá en la misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente con arreglo al artículo 134 de esta ley.


Cuando se trate de alguno de los actos a que se refiere el artículo 17 de esta ley, podrá también el quejoso ofrecer prueba testimonial.


No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse al quejoso la proposición de la prueba testimonial, en el caso, a que se refiere el párrafo anterior.

ARTICULO 138.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso.

Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida.

ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.


Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.


Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio.

ARTICULO 161.- Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.


En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a las siguientes reglas:


I.- Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario y dentro del término que la ley respectiva señale.


II.- Si la ley no concede el recurso ordinario a que se refiere la fracción anterior o sí, concediéndolo, el recurso fuere desechado o declarado improcedente, deberá invocar la violación como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera.


Estos requisitos no serán exigibles en amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden y a la estabilidad de la familia.

ARTICULO 184.- Para la resolución de los asuntos en revisión o en materia de amparo directo, los Tribunales Colegiados de Circuito observarán las siguientes reglas:


I.- El Presidente turnará el expediente dentro del término de cinco días al Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia, y


II.- El auto por virtud del cual se turne el expediente al Magistrado relator tendrá efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los quince días siguientes, por unanimidad o mayoría de votos.

ARTICULO 188.- Si el proyecto del magistrado relator fue aprobado sin adiciones ni reformas, se tendrá como sentencia definitiva y se firmará dentro de los cinco días siguientes.


Si no fuere aprobado el proyecto, se designará a uno de los de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se hayan tomado en consideración al dictarla, debiendo quedar firmada dentro del término de quince días.

ARTICULO 211.- Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa días de salario:


I.- Al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17;


II.- Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos, y


III.- Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un juez de Distrito, designe como autoridad ejectuora (sic) a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17.

LIBRO SEGUNDO

Del Amparo en Materia Agraria

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

ARTICULO 212.- Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo en los siguientes juicios de amparo:


I.- Aquéllos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados.


II.- Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar otros derechos agrarios de las entidades o individuos a que se refiere la fracción anterior, sea que figuren como quejosos o como terceros perjudicados.


III.- Aquéllos en que la consecuencia sea no reconocerles o afectarles en cualquier forma derechos que hayan demandado ante las autoridades, quienes los hayan hecho valer como aspirantes a ejidatarios o comuneros.

ARTICULO 213.- Tiene representación legal para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población:


I.- Los comisariados ejidales o de bienes comunales;


II.- Los miembros del comisariado o del Consejo de Vigilancia o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población perjudicado, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisariado no ha interpuesto la demanda de amparo.


III.- Quienes la tengan, en los términos de la Ley Federal de Reforma Agraria, en los casos de restitución, dotación y de ampliación de ejidos, de creación de nuevos centros de población y en los de reconocimiento y titulación de bienes comunales.

ARTICULO 214.- Quienes interpongan amparo en nombre y representación de un núcleo de población, acreditarán su personalidad en la siguiente forma:


I.- Los miembros de los Comisariados, de los Consejos de Vigilancia, de los Comités Particulares Ejecutivos y los representantes de Bienes Comunales, con las credenciales que les haya expedido la autoridad competente y en su defecto, con simple oficio de la propia autoridad competente para expedir la credencial, o con copia del acta de la Asamblea General en que hayan sido electos. No podrá desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término para el que fueron electos, si no se ha hecho nueva elección y se acredita ésta en la forma antes indicada.


II.- Los ejidatarios o comuneros pertenecientes al núcleo de población perjudicado, con cualquier constancia fehaciente.

ARTICULO 215.- Si se omitiere la justificación de la personalidad en los términos del artículo anterior, el juez mandará prevenir a los interesados para que la acrediten, sin perjuicio de que por separado solicite de las autoridades repectivas (sic) las constancias necesarias. En tanto se da cumplimiento a lo dispuesto en el presente Artículo, el juez podrá conceder la suspensión provisional de los actos reclamados.

ARTICULO 216.- En caso de fallecimiento de ejidatario o comunero que sea parte en un juicio de amparo, tendrá derecho a continuar su trámite el campesino que tenga derecho a heredarlo conforme a las leyes agrarias.

ARTICULO 217.- La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

ARTICULO 218.- Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros, sin afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que pertenezcan, el término para interponerlo será de treinta días.

ARTICULO 221.- Con la demanda de amparo, el promovente acompañará copias para las partes que intervengan en el juicio. No será obstáculo para la admisión de la demanda la falta de cumplimiento de este requisito, en cuyo caso el juez oficiosamente mandará sacarlas.

ARTICULO 222.- En los amparos interpuestos en materia agraria, las autoridades responsables deberán rendir sus informes justificados dentro del término de diez días, que el Juez de Distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare que la importancia del caso lo amerita.

ARTICULO 224.- Las autoridades responsables deberán acompañar a sus informes copias certificadas de las resoluciones agrarias a que se refiera el juicio, de las actas de posesión y de los planos de ejecución de esas diligencias, de los censos agrarios, de los certificados de derechos agrarios, de los títulos de parcela y de las demás constancias necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su caso, así como los actos reclamados.


La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este artículo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario. En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del juez, la multa se irá duplicando en cada nuevo requerimiento, hasta obtener el cumplimiento de esta obligación.

ARTICULO 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios.

ARTICULO 229.- La falta de las copias a que se refiere el artículo 88 de esta Ley, no será causa para que se se (sic) tenga por no interpuesto el recurso de revisión que hagan valer los núcleos de población, o los ejidatarios o comuneros en lo particular, sino que la autoridad judicial mandará expedir dichas copias.

ARTICULO 230.- Cuando el quejoso sea un núcleo de población ejidal o comunal, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se haya cumplido debidamente la sentencia que concedió el amparo.

ARTICULO 231.- En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica el artículo 212, o en que los mismos sean terceros perjudicados, se observarán las siguientes reglas:


I.- No procederá el desistimiento de dichas entidades o individuos salvo que sea acordado expresamente por la Asamblea General;


II.- No se sobreserá (sic) por inactividad procesal de los mismos;


III.- No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero sí podrá decretarse en su beneficio, y;


IV.- No será causa de improcedencia del juicio contra actos que afecten los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que emane de la Asamblea General.

ARTICULO 233.- Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta Ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal.

ARTICULO 234.- La suspensión concedida a los núcleos de población, no requerirá de garantía para que surta sus efectos.


 La propuesta es para que el primer párrafo del artículo 23 concuerde con el artículo 163 de la LOPJF.

La adición del primer párrafo que se propone es para ajustarlo a la realidad de la actuación del funcionario Judicial correspondiente.

La propuesta tiene como razón que existe en los Tribunales gran número de juicios y recursos en materia de amparo se interponen bajo la dirección de abogados que, aun a sabiendas de que no asiste la razón al quejoso o las partes en el procedimiento, sólo tienen como finalidad retardar la aplicación de la ley u obtener prerrogativas suspensionales indebidas.

Esta situación puede ser evitada previendo sanciones para los profesionistas y no sólo para las partes en el juicio y no únicamente pecuniarias, sino de suspensión en su ejercicio profesional.

La  propuesta de reformas al primer párrafo  atiende al principio de jerarquía.

Por su parte, la propuesta del segundo párrafo es para concordar con el artículo 29, fracción I de la LOPJF.

La propuesta es con el fin  de concordar con el artículo 37, fracción VI de la LOPJF.

La propuesta tiene como razón que las fracciones II y III sean acordes con los artículos 18 y 37, fracción VII de la LOPJF.

La propuesta tiende a evitar prácticas dilatorias en los procesos de amparo, por eso el aumento en el monto de la sanción.

La propuesta pretende dar oportunidad de estudiar la constitucionalidad de los órdenes de aprehensión, pues su actual texto hace inocua su promoción.  

El  Congreso de Magistrados concluyó que el principio de relatividad de las sentencias transgrede la Supremacía Constitucional, consagrada en el art. 133 de la Carta Magna, pues deja su observancia sujeta al nivel  cultural y/o económico del gobernado. 

La propuesta pretende darle también al ofendido oportunidad de acudir al Juicio de Garantías y para que goce de los mismos beneficios que el reo, por encontrarse en igual desventaja. 

La propuesta tiende a evitar el abuso del amparo y, por ende, la promoción de juicios que movilizan sin razón el aparato judicial correspondiente, retardando así la aplicación de la Justicia.

La propuesta pretende  ajustar la Fracción II al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre dicho tema.

La propuesta de adición es con el fin de concordar con el artículo 89, párrafo tercero de la propia Ley de Amparo.

La propuesta intenta evitar prácticas dilatorias en los procesos  de  amparo, de ahí que se aumenta el monto de la sanción pecuniaria. 

La propuesta considera que la modificación se justifica por la naturaleza de la determinación y que se surten las mismas razones de urgencia  que reviste  la suspensión provisional.

La propuesta de adición pretende hacer expedito el trámite del recurso de revisión del art. 95, fracción VI de la Ley de Amparo.

La propuesta intenta evitar prácticas dilatorias en los procesos de amparo se aumenta, de ahí el aumento en  la sanción pecuniaria.

La propuesta es para ajustar al texto del art. 29, fracción I de la LOPJF.

-

La propuesta de derogación surge por que, en concepto del Congreso de Magistrados, ningún acto que afecte la libertad personal puede estar sujeto a una caución en amparo.

La propuesta es por que se considera necesario otorgar oportunidad al quejoso de allegar pruebas al cuaderno incidental, por lo que debe aplicarse a la presente disposición lo previsto en el art. 152 de la Ley de Amparo 

La supresión del segundo párrafo, tiene como razón que  la obligación de comparecer ante el Juez de Distrito que libró la orden de aprehensión, hace nugatorio el ejercicio de la acción constitucional, pues lleva indefectiblemente al sobreseimiento en el juicio.

La existencia de la llamada “Sentencia doble conforme”, colma las garantías de seguridad jurídica y legalidad, lo que puede justificar la improcedencia del juicio de amparo directo, con las  repercusiones  favorables en los rubros económico, político, etc.  Y permitirá oportunamente la aplicación de justicia.

Se propone derogar la fracción II, por que es incorrecto se exija que se haga valer ante el Tribunal de apelación concepto de agravio que por haber sido objeto de un recurso anterior no puede ser materia de la apelación definitiva del juicio.

Con la propuesta se intenta atender a la importancia de las cuestiones planteadas, (vía legalidad o Constitucionalidad) que resuelve el Organo Colegiado de manera uniistancial.

 Se propone la adición considerando la Importancia y trascendencia de los negocios planteados ante los Tribunales Colegiados de Circuito lo que justifica la ampliación del término para resolver.

La propuesta trata de evitar prácticas dilatorias en la impartición de la Justicia valiéndose del juicio de garantías, por ello la ampliación de las sanciones previstas. 

La derogación  de la fracción I y la modificación de la fracción II tiene, como razón que desapareció el reparto agrario, ya no se está en la situación de actos que tengan como consecuencia la privación de la propiedad o posesión de tierras, aguas, pastos y montes a esas entidades  amén de que se extinguieron las acciones de privación y de reconociendo de derechos.

La derogación de la fracción II, es por que la fracción III basta.

La modificación de la fracción III es para actualizar la terminología.

La modificación se propone porque si el juicio de amparo directo se promueve contra una sentencia  pronunciada por un Tribunal Agrario, la personalidad ya se encuentra satisfecha.

La razón de la adición de la fracción II es por que lo  pasa concordar con la promoción del amparo directo. 

La derogación que se propone obedece a la modificación de la fracción II  del artículo 214.

La adición de este precepto tiene como razón que la norma es aplicable tanto para el juicio de amparo directo como el biinstancial, ya que el heredero podrá continuar el trámite correspondiente

La modificación tiende a actualizar la terminología y  para precisar los derechos de los aspirantes colectivos.

La reforma procede en relación a la tesis jurisprudencial que establece que, los aspirantes a las calidades de ejidatarios y comuneros disponen del plazo de treinta días.

La propuesta amplia la terminología del Organo que conozca del juicio de garantías.

La adición es para adecuar el procedimiento al amparo directo.

La adición que se propone obedece a la procedencia del amparo directo en materia agraria.

La adición es por que el Organo Colegiado debe revisar también si el Tribunal Unitario correspondiente al admitir, tramitar y resolver el expediente agrario cumplió con las normas aplicables en la materia agraria.

La supresión que se propone es para corregir el texto.

El motivo de esta propuesta es aclarar las razones de cuando procede el recurso de queja (art. 95, fracción IV y IX de la Ley de Amparo).

La modificación que se sugiere, obedece a que se  corrija la ortografía del texto del texto. 

La adición es para aludir a la suspensión en el amparo directo.

La adición se origina para prever cuando se ocasionen daños y perjuicios a un núcleo de población, que  también tenga reconocidos derechos agrarios. 


ARTICULO 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de mazo, 1o. De mayo, 16 de septiembre, y 20 de noviembre.


Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.


Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.


La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

Capítulo IV

De las notificaciones

ARTICULO 27.- Las resoluciones  dictadas en los juicios de amparo en materia penal deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, en las restantes materias dentro de los tres días siguientes, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución.


El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

El abogado autorizado en los términos del párrafo que antecede deberá, además, acreditar su aptitud profesional mediante la certificación que expida el órgano estatal correspondiente y podrá ser  sancionado con la suspensión temporal y hasta definitiva en el ejercicio de la profesión, si se demuestra su actuación irregular al interponer demandas o recursos notoriamente improcedentes que sólo tengan como finalidad el retraso en la aplicación de la justicia o la obtención de prerrogativas que únicamente a través del procedimiento de amparo pudo obtener.


Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

ARTICULO 42.- Es competente para conocer del juicio de amparo que se promueva contra actos de un juez de Distrito, el Tribunal Unitario del Circuito a que pertenezca.

Para conocer de los juicios de amparo que se promuevan contra actos de un Tribunal Unitario es competente otro de la misma jerarquía y de la misma jurisdicción y, en caso de no existir, el más cercano.

ARTICULO 51.- Cuando el juez de Distrito ante quien se haya promovido un juicio de amparo tenga conocimiento de que otro está conociendo de otro juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, dará aviso inmediatamente a dicho juez, por medio de oficio, acompañándole copia de la demanda, con expresión del día y hora de su presentación.


Recibido el oficio por el juez requerido, previas las alegaciones que podrán presentar las partes dentro del término de tres días, decidirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, si se trata del mismo asunto, y si a él le corresponde el conocimiento del juicio, y comunicará su resolución al juez requeriente. Si el juez requerido decidiere que se trata del mismo asunto y reconociere la competencia del otro juez, le remitirá los autos relativos; en caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el juez requeriente estuviere conforme con la resolución del requerido, lo hará saber a éste, remitiéndole, en su caso, los autos relativos, o pidiendo la remisión de los que obren en su poder.


Si el juez requeriente no estuviere conforme con la resolución del requerido y se trata de jueces de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, lo hará saber al juez requerido, y ambos remitirá al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, con las cuales se iniciará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen por escrito, se resolverá, dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cual de los jueces contendientes debe conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos y que cada uno de ellos debe continuar conociendo del juicio ante él promovido.


Si la contienda de competencia se plantea entre jueces de Distrito que no sean de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, será competente para conocer del conflicto que se suscite el Tribunal Colegiado que tenga Jurisdicción sobre el órgano que previno, dándose el trámite conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior. 


Cuando en cualquiera de los casos a que se refiere este artículo se resolviere que se trata de un mismo asunto, únicamente se continuará el juicio promovido ante el juez originalmente competente; por lo que sólo subsistirá el auto dictado en el incidente relativo al mismo juicio, sobre la suspensión definitiva del acto reclamado, ya sea que se haya negado o concedido éste. El juez de Distrito declarado competente, sin acumular los expedientes, sobreseerá en el otro juicio, quedando, en consecuencia, sin efecto alguno el auto de suspensión dictado por el juez incompetente, sin perjuicio de hacer efectivas, si fuere procedente, las cauciones o medidas de aseguramiento relacionados con dicho auto. Si este último incidente se encontrare en revisión, se hará saber la resolución pronunciada en el expediente principal, al superior que esté conociendo de dicha revisión, para que decida lo que proceda.


Si el juez de Distrito declarado competente, o el Tribunal Colegiado de Circuito, no encontraren motivo fundado para haberse promovido dos juicios de amparo contra el mismo acto reclamado, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al quejoso o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario, salvo que se trate de los actos mencionados en el artículo 17.

ARTICULO 68.- El impedimento se calificará de plano admitiéndolo o desechándolo, en el acuerdo en que se dé cuenta, conforme a las siguientes reglas:


I.- La Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno, conocerá de los impedimentos de los Ministros en relación con los asuntos de la competencia del mismo Pleno;


II.- La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros de la misma Sala; y 


III.- Los Tribunales Colegiados de Circuito conocerán de los impedimentos de los magistrados de Tribunales de Circuito, jueces de Distrito de su jurisdicción y de los de las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37.

ARTICULO 71.- Cuando se deseche un impedimento, siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer o a su abogado, o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario. Si el ministro, magistrado o juez hubiere negado la causa del impedimento y ésta se comprobase, quedará sujeto a la responsabilidad que corresponda conforme a la ley.

Capítulo VIII

De los casos de improcedencia

ARTICULO 73.- El juicio de amparo es improcedente:


X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente;

ARTICULO 76.- Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo en  que se decrete la inconstitucionalidad de una ley  o un acto, que afecte no sólo al quejoso, tendrán el efecto de hacer extensivo a todos los que se encuentren en el mismo supuesto, quedando la o las autoridades responsables obligadas a observar tal conducta. 

ARTICULO 76 Bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:


I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.


II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo  o del ofendido en los casos que proceda el juicio de amparo.


III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.


IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.


V.- En favor de los menores de edad o incapaces.


VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

ARTICULO 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

ARTICULO 83.- Procede el recurso de revisión:


I.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;


II.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en las cuales:


a) Concedan, nieguen  o resuelvan cualquier cuestión respecto de  la suspensión definitiva;


b) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y


c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;


III.- Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;


IV.- Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.


V.- Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.


La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.


 VI.- Contra los acuerdos dictados por los jueces de Distrito o superior de la autoridad responsable, en su caso  que resuelvan sobre las suspensiones de oficio. 

ARTICULO 90.-¬ El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, calificará la procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo.


Admitida la revisión por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de las salas de la misma, y hecha la notificación relativa al Ministerio Público, se observará lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 185 a 191.


Admitida la revisión por el Tribunal Colegiado de Circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio Tribunal resolverá lo que fuere procedente dentro del término de quince días.


Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o, en sus respectivos casos, el Pleno, o la Sala correspondiente, desechen el recurso de revisión interpuesto contra sentencias pronunciadas por Tribunales Colegiados de Circuito, por no contener dichas sentencias decisión sobre la constitucionalidad de una ley o no establecer la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario.

ARTICULO 95.- El recurso de queja es procedente:


XI.- Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que  se desechen demandas de amparo  por notoriamente improcedentes, o las tengan por no interpuestas, o admitan demandas notoriamente improcedentes o aquellas que concedan o nieguen  la suspensión provisional o la de oficio.

ARTICULO 99.- En los casos de las fracciones I y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el tribunal colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.


En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.


 En los casos de la fracción VI del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito ante el juez de Distrito que dictó el auto combatido, debiendo acompañar una copia para cada una de las partes en el juicio, debiendo remitirse al Tribunal Colegiado que corresponda con el informe respectivo.


La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a X, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado de Circuito dicte la resolución que corresponda, que será de diez días.


En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al Tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda.

ARTICULO 103.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.


Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.


El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.


Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario.

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito, salvo los casos en que se traten de actos atribuidos a un tribunal unitario de circuito que es competencia exclusiva de otro tribunal de la misma categoría, cuando:


I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso;


II.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.


En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.


III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.


Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.


Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.


IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;


V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;


VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1°. de esta ley.

ARTICULO 124 bis

 DEROGADO

ARTICULO 131.- Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas. Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto el caso previsto en el artículo 133, (sic) en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, las que se recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del Ministerio Público, el juez resolverá en la misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente con arreglo al artículo 134 de esta ley.


Cuando se trate de alguno de los actos a que se refiere el artículo 17 de esta ley, podrá también el quejoso ofrecer prueba testimonial.


No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse al quejoso la proposición de la prueba testimonial, en el caso, a que se refiere el párrafo anterior.


  Es aplicable a la presente disposición lo previsto en el artículo 152 de la ley de amparo.

ARTICULO 138.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso.

( Se suprime el segundo párrafo.)

ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.


 Se exceptúan de lo previsto por el párrafo que antecede las sentencia definitivas que confirmaron la apelada, siempre y cuando no se trate de materia penal, no se esté en el caso de afectación a derechos de menores o incapaces, no se resuelvan controversias que afecten el orden y la estabilidad de la familia o no se expresen conceptos de violación contra leyes por estimarse inconstitucionales.


Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.


Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio.

ARTICULO 161.- Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.


En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a las siguientes reglas:


I.- Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario y dentro del término que la ley respectiva señale.


II.-   DEROGADA 


Estos requisitos no serán exigibles en amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten el orden y a la estabilidad de la familia.

ARTICULO 184.- Para la resolución de los asuntos en revisión o en materia de amparo directo, los Tribunales Colegiados de Circuito observarán las siguientes reglas:


I.- El Presidente turnará el expediente dentro del término de cinco días al Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia, y


II.- El auto por virtud del cual se turne el expediente al Magistrado relator tendrá efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los  treinta días siguientes, por unanimidad o mayoría de votos.

ARTICULO 188.- Si el proyecto del magistrado relator fue aprobado sin adiciones ni reformas, se tendrá como sentencia definitiva y se firmará dentro de los cinco días siguientes, en cambio si lo fuera con adiciones o reformas se tendrá como sentencia definitiva y se firmara dentro de los quince días siguientes.


Si no fuere aprobado el proyecto, se designará a uno de los de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se hayan tomado en consideración al dictarla, debiendo quedar firmada dentro del término de quince días.

ARTICULO 211.- Se impondrá sanción de dos a seis años de prisión y multa de treinta a ciento cincuenta días de salario:

 I.- Al quejoso y/o a sus abogados en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omitan los que les consten en relación con el amparo, siempre que no se reclame alguno de los actos a que se refiere el artículo 17.

           II.- Al quejoso o tercero perjudicado y/o sus abogados en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos, y 

           III.- Al quejoso y/o sus abogados en un juicio de amparo que para darle competencia a un juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17.

LIBRO SEGUNDO

Del Amparo en Materia Agraria

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

ARTICULO 212.- Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo en los siguientes juicios de amparo:


I.-(DEROGADO)


II.- Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar derechos agrarios de las entidades o individuos, sea que figuren como quejosos o como terceros perjudicados.


III.- Aquéllos en que la consecuencia sea no reconocerles o afectarles en cualquier forma derechos que hayan demandado ante las autoridades, quienes los hayan hecho valer como aspirantes a ejidatarios o comuneros.

ARTICULO 213.- Tiene representación legal para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población:


I.- Los comisariados ejidales o de bienes comunales;


II.- (DEROGADA)


III.- Quienes la tengan, en los términos de la Ley  Agraria, en los casos de restitución, dotación y de ampliación de ejidos, de creación de nuevos centros de población y en los de reconocimiento y titulación de bienes comunales.

ARTICULO 214.- Quienes interpongan amparo en nombre y representación de un núcleo de población, acreditarán su personalidad en la siguiente forma:


I.- Los miembros de los Comisariados, de los Consejos de Vigilancia, de los Comités Particulares Ejecutivos y los representantes de Bienes Comunales, deberán acreditar su personalidad ante la autoridad responsable cuando se trate de amparo directo.


II.- Los ejidatarios o comuneros pertenecientes al núcleo de población perjudicado, con cualquier constancia fehaciente, debidamente autorizado y/o reconocida ante la autoridad responsable cuando se trate de amparo directo..

ARTICULO 215.- ( DEROGADO )

ARTICULO 216.- En caso de fallecimiento de ejidatario o comunero que sea parte en un juicio de amparo, tendrá derecho a continuar su trámite el campesino que acredite el fallecimiento del actor, y demuestre tener la calidad de heredero así como que cuente con el derecho para ello en los términos de las sucesiones testamentarias e  intestamentarias. 

ARTICULO 217.- La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, del disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal, comunal  o de núcleos aspirantes a dichas calidades.

ARTICULO 218.- Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios, comuneros o aspirantes a esas calidades, sin afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que pertenezcan, el término para interponerlo será de treinta días.

ARTICULO 221.- Con la demanda de amparo, el promovente acompañará copias para las partes que intervengan en el juicio. No será obstáculo para la admisión de la demanda la falta de cumplimiento de este requisito, en cuyo caso el  Tribunal correspondiente, oficiosamente mandará  sacarlas.

ARTICULO 222.- En los amparos interpuestos en materia agraria, las autoridades responsables deberán rendir sus informes justificados dentro del término de diez días, que el Juez de Distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare que la importancia del caso lo amerita y cuando corresponda y deberán cuando corresponda cumplir con lo dispuesto en el artículo 169 de esta Ley. 

ARTICULO 224.- Las autoridades responsables deberán acompañar a sus informes copias certificadas de las resoluciones agrarias a que se refiera el juicio, de las actas de posesión y de los planos de ejecución de esas diligencias, de los censos agrarios, de los certificados de derechos agrarios, de los títulos de parcela y de las demás constancias necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su caso, así como los actos reclamados.


La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este artículo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario. En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del juez, la multa se irá duplicando en cada nuevo requerimiento, hasta obtener el cumplimiento de esta obligación.

 En los casos de amparo directo deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 163.

ARTICULO 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja  en la admisión, trámite y resolución del expediente agrario así como en las exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios.

ARTICULO 229.- La falta de las copias a que se refiere el artículo 88 de esta Ley, no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión que hagan valer los núcleos de población, o los ejidatarios o comuneros en lo particular, sino que la autoridad judicial mandará expedir dichas copias.

ARTICULO 230.- Cuando el quejoso sea un núcleo de población ejidal o comunal, la queja por exceso o defecto, podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se haya cumplido debidamente la sentencia que concedió el amparo.

ARTICULO 231.- En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica el artículo 212, o en que los mismos sean terceros perjudicados, se observarán las siguientes reglas:


I.- No procederá el desistimiento de dichas entidades o individuos salvo que sea acordado expresamente por la Asamblea General;


II.- No se sobreseerá por inactividad procesal de los mismos;


III.- No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero sí podrá decretarse en su beneficio, y;


IV.- No será causa de improcedencia del juicio contra actos que afecten los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que emane de la Asamblea General.

ARTICULO 233.- Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta Ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal.

 En su caso se aplicará lo dispuesto en el artículo 170.

ARTICULO 234.- La suspensión concedida a los núcleos de población, no requerirá de garantía para que surta sus efectos, salvo que se trate del caso de suspensión en el período de ejecución de una resolución presidencial, que beneficie a otros sujetos agrarios.
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NUEVA VÍA CONSTITUCIONAL PARA QUE LOS TRIBUNALES DE JURISDICCIÓN, DENUNCIEN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES
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EL JUICIO DE AMPARO, LAS CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD

La vía para combatir por los particulares la expedición y aplicación de una Ley inconstitucional es el juicio de amparo, a que se refieren los artículos 103, y 107, del Pacto Federal y la Ley Reglamentaria de dichos preceptos.

Entre otros principios que rigen el juicio de amparo se encuentran el que debe promoverse por la parte que se considere agraviada, y el de relatividad de la sentencia que se pronuncie.

El órgano político, a través de las autoridades expresamente facultadas por la Ley y en los términos que la misma establece,  puede combatir a través de las acciones y controversias constitucionales la inconstitucionalidad de la Ley, como lo prescribe el artículo 105, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su Ley Reglamentaria.

Este procedimiento no está al alcance de la sociedad, ni de los juzgadores que tengan que decidir las controversias que les someten los particulares conforme al artículo 17, constitucional.


Una diferencia sustancial  en cuanto a las consecuencias de la decisión que resuelva anular una norma ordinaria, consiste en que cuando se promueva por la federación o por los estados o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) de la fracción I del artículo 105 constitucional y la resolución hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos, tendrá  efectos generales, aquí no se da la relatividad.

No obstante  la singular importancia  del juicio de amparo,  como institución jurídica mexicana  protectora de las garantías individuales, contra actos y contra leyes inconstitucionales, así como el gran avance que con motivo de la modificación al artículo 105 constitucional, se dio en 1994,  en los términos que ese precepto y su ley reglamentaria determinan, se considera que no se ha agotado la gran labor que debe desplegar el Poder Judicial Federal en materia de protección a los derechos subjetivos públicos de los gobernados.

En efecto, los antecedentes de la defensa de la Constitución en México se encuentran en los orígenes del juicio de amparo, cuando formuló su voto particular Don Mariano Otero, en el cual propuso la creación del juicio de amparo, debido a que una de las carencias de la Constitución de 1824 era precisamente la falta de una institución jurídica que restableciera el orden constitucional violado por alguna autoridad. 

La fórmula Otero es dual y bien clara. Sobre todo en lo que se refiere a procedimientos para oponerse a leyes que contradicen a la Constitución: 1. La ley que se pretenda aplicar a una persona (física o moral), y que ésta aprecie como inconstitucional. El afectado alega agravio personal y directo, y solicita que la ley anticonstitucional no se le aplique a él. Si el Poder Judicial Federal finalmente aprecia como fundado el agravio, así lo declara, y ordena que no se aplique al quejoso. Esta declaración sólo favorece al demandante, y a nadie más; tiene efectos relativos. 2. Ley que se aprecia inconstitucional o por una persona, sino por un órgano oficial. Plantea éste su impugnación ante el Senado. Este ordena se consulte a todos los cuerpos legislativos de los Estados federados, y envíen su opinión a la Suprema Corte. Esta última simplemente homologa los votos, y declara el resultado. El Congreso, -que no actúa inter partes, sino en evaluación de la ley impugnada-, declara si es el caso que la disposición es inconstitucional, y la invalida, o sea le da efectos erga omnes. Esta es la verdadera Fórmula de Otero, que es aprobada por el Congreso Constituyente de 1847, el cual la incluye en el Acta de reformas del mismo año.
 

El juicio de amparo había sido incorporado en la Constitución yucateca de 1841 por el ilustre Manuel Crescencio Rejón.

El juicio de amparo era un medio de control de la constitucionalidad y tomó su nombre del juicio sumarísimo de amparo instituido en la colonia para recuperar los derechos que se le arrebataban al particular.

Al respecto es importante resaltar el contenido de las disposiciones de la Constitución Política del estado libre y soberano de Yucatán, promulgada el 16 de mayo de 1841
, la que en su artículo 8º estableció: "Los jueces de primera instancia ampararán en el goce de los derechos garantizados por el artículo anterior, a los que les pidan su protección contra cualesquier funcionarios que no correspondan al orden judicial, decidiendo breve y sumariamente las cuestiones que se susciten sobre los asuntos indicados."

Por otra parte, la disposición de tutela de los derechos era extensiva a los casos en los que los actos de los jueces fueran violatorios de esas garantías. En efecto, el artículo 9º dispuso lo siguiente:

"De los atentados cometidos por los jueces contra los citados derechos, conocerán sus respectivos superiores con la misma preferencia de que se ha hablado en el artículo precedente; remediando desde luego el mal que se les reclame, y enjuiciando inmediatamente al conculcador de las mencionadas garantías."

La Constitución yucateca estableció la composición de la Corte suprema de justicia de la siguiente manera en el artículo 60:

"La corte suprema se compondrá de tres ministros y un fiscal; necesitándose para obtener este ministerio, ser ciudadano yucateco en el ejercicio de sus derechos, avecindado en el estado con residencia continua de cinco años, tener treinta y cinco años cumplidos de edad, ser letrado y haber ejercido esta profesión ocho años a lo menos.

Cualquiera vacante que ocurra se llenará proponiendo a la cámara de diputados tres individuos que reúnan las circunstancias indicadas y eligiendo el senado, de los tres, uno para la plaza de fiscal."

Con la finalidad de hacer efectiva la protección de los derechos establecidos en la Constitución y establecer la facultad de la Corte para tutelar las garantías contenidas en el artículo 8 de la Constitución yucateca la propia carta fundamental dispuso:

"Art. 62. Corresponde a este tribunal reunido:

1º. Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección contra las leyes y decretos de la legislatura que sean contrarias al texto literal de la constitución, o contra las providencias del gobernador, cuando en ellas se hubiese infringido el código fundamental en los términos expresados, limitándose en ambos casos, a reparar el agravio en la parte en la que la constitución hubiese sido violada.

2º. Iniciar leyes y decretos para la mejora de la legislación civil y penal, y de los procedimientos judiciales.

3º. Nombrar sus subalternos y dependientes respectivos, y a los jueces letrados y asesores, arreglándose a lo que dispongan las leyes."

En la sesión del 4 de mayo de 1847, en el seno del Congreso Constituyente fue aprobado por 57 votos el artículo 19, del Acta Constitutiva y de Reformas, jurada y promulgada el 21 de mayo de 1847, dio existencia al juicio de amparo que fue recogido por los artículos 101, y 102, de la Constitución de 1857.

“’Art. 19.- Los tribunales de la federación ampararan á cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los poderes legislativo y ejecutivo, ya de la federación ya de los estados, limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de ley ó del acto que lo motivare"

Suficientemente discutido, hubo lugar a votar, y se aprobó por los 57 Sres. Siguientes: Agredo, Aguilar, Aguirre, Alcalde, Alvares, Banda, Barandiarán, Bárcena, Bermudez, Buenrostro (D. Manuel), cañas, Cardoso, Carrasquedo, Castro, Echaiz, Echeverría, Escudero, Flores, Galidno, García Rojas, González Fentes, Gutiérrez Correa, Herrera (D. Joaquín), Herrera Campos, Jauregui, Lacunza, Lafragua, Lanuza, Muñoz (D. Manuel), Muñoz Campuzano, Muñoz Ledo, Noriega, Orteeega (sic), Ortiz de Zárate, Otero, Oton, Paez, Parra, Ramírez España, Riva palacio, Rivera Lopez, Robredo, Romero [D Vicente], Rosda, Rubio, Salonio, Sañudo, Talavera, Terreros, Torres, Urqidi, Valle, Yañez, Zapta [D. Manuel], Zetina Abad y Zincúnegui; contra los Sres. Arriola, Benites, Carbajal, Castillejos, Gamboa, Garmendia, Gómez [D. Trinidad], Iturribarría, Juárez, Morales, Palacio [D. Ricardo], Verdugo, Villada y Zubieta…

Es copia, México Mayo 4 de 1847. J.N. Espinoza de los Monteros."'

El principio de relatividad de la sentencia de amparo se refiere a  que la sentencia pronunciada en el juicio de amparo solamente surte efectos entre las partes que intervinieron en el proceso mismo, sin que otro gobernado pueda beneficiarse con la determinación de la Justicia de la Unión de amparar y proteger al quejoso, a este principio se le ha denominado “fórmula Otero”, puesto que fue el ilustre jurisconsulto quien lo estableció mediante el voto particular que posteriormente daría origen al Acta constitutiva y de reformas de mayo de 1847; dicho documento estableció que la sentencia en que se decretara la inconstitucionalidad de un acto de autoridad solamente haría la declaratoria de mérito sobre el caso particular sometido a su jurisdicción, sin que fuera posible una declaración general sobre el acto de autoridad imputado. Cabe recordar que el principio ya se encontraba en el proyecto de Constitución yucateca de Manuel Crescencio Rejón y que existía un control constitucional por órgano político que bien pudo ser el motivo determinante para que la sentencia de amparo sólo tuviera efectos limitados en relación con las leyes, por lo que al dejar de tener existencia jurídica dicha institución hizo necesaria la extensión de los efectos de la jurisprudencia en materia de leyes inconstitucionales.

Sin embargo, las autoridades judiciales en su delicada y  destacada labor de aplicar el derecho e impartir justicia  advierten  en ciertos casos, al llevar a cabo ésta, que la ley ordinaria que regula el  asunto  y que deben aplicar, transgrede alguna de las garantías individuales que tutela la Constitución Federal, sin embargo, no pueden dejar de estarse a dicha norma ordinaria,   porque no ha sido objeto de examen por las autoridades federales  y por ende no se ha emitido determinación  que declare la inconstitucionalidad. Como consecuencia, se ven obligados a aplicar una disposición o disposiciones de esa naturaleza, pese a que advierte que es o son transgresoras, como se apunta, de alguna norma constitucional.

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN

Los antecedentes históricos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos son los siguientes:

El artículo 237, del decreto constitucional para la libertad de la América Mexicana, sancionado en Apatzingán, el 22 de octubre de 1814, dispuso que entre tanto la representación nacional no dictase o sancionase la Constitución permanente de la Nación, se observará en forma inviolable la Constitución.

"ARTÍCULO 237. Entretanto que la representación nacional de que se trata el capítulo antecedente, no fuere convocada, y siéndolo, no dictare y sancionare la constitución permanente de la nación, se observará inviolablemente el tenor de este decreto, y no podrá proponerse alteración, adición, ni supresión de ninguno de los artículos, en que consiste esencialmente la forma de gobierno que prescribe. Cualquier ciudadano tendrá el derecho para reclamar las infracciones que notare."

2) El reglamento político del imperio Mexicano de 18 de diciembre de 1822. Quedaban vigentes todas las leyes promulgadas hasta el 24 de febrero de 1821, aboliendo la Constitución española.

3) El acta constitutiva de la Federación Mexicana de 31 de enero de 1824 en su artículo 24, dispuso: “Las constituciones de los estados no podrán oponerse a esta acta ni a lo que establezca la Constitución federal”.

4) La Constitución de 4 de octubre de 1824, en su artículo 161, fracción III, estableció: “Cada uno de los estados tiene obligación de guardar y hacer guardar la Constitución y leyes generales de la Unión”.

5) El acta de reformas de 1857, promulgada el 5 de abril de 1847, Todos los poderes públicos se arreglarán a ella. Los estados seguirán observando sus constituciones particulares y conforme a ellas renovarán sus poderes.

6) Acta constitutiva y reformas de 18 de mayo de 1847.

7) Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana de 1857.

8) Comunicación que dirige José María Lafragua a los gobiernos de los estados del Estatuto Orgánico provisional.

9) Proyecto de Constitución de 16 de junio de 1856.

10) Constitución Política de 5 de febrero de 1857, que en el artículo 126, contiene una redacción al actual, fue aprobado sin discusión. 

11) El actual artículo 133, no tuvo antecedentes en el proyecto de Venustiano Carranza. La comisión de Constitución lo presentó con el número 132, a la aprobación del Congreso Constituyente de 1916.

Por reforma de 1934, que condicionó la validez de los tratados, a que ellos estén de acuerdo con la Constitución, el artículo pasó a ser el 133, de la Constitución ubicado en el Título Séptimo, denominado "Prevenciones Generales", establece la supremacía constitucional y una escala jerárquica de las diferentes disposiciones generales, abstractas y obligatorias que rigen el país.

Si la Constitución no estuviese investida de supremacía, dejaría de ser el fundamento de la estructura jurídica del Estado ante la posibilidad de que las normas jurídicas secundarias pudieran contrariarla sin carecer de validez formal, de ahí que surge el interés de analizar el contenido del artículo 133, porque se ha advertido que existe diversidad de criterios en cuanto a la aplicación de este precepto por parte de las autoridades u órganos estatales, cuando existe contraposición entre una ley ordinaria y lo que establece la ley fundamental.

En efecto, el citado precepto establece lo siguiente:

"ARTÍCULO 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados." 

La primera parte del artículo, por su forma de redacción, da la apariencia que no sólo la Constitución, sino que también las leyes del Congreso de la Unión y los Tratados Internacionales, tienen el carácter de supremacía; al respecto diversos constitucionalistas han considerado que la supremacía se reserva al ordenamiento constitucional y que las leyes que emanan del Congreso de la Unión y los Tratados Internacionales, están sujetos a la condición de que no sean atentatorios a la Constitución federal.

De este modo las leyes que emanan del Congreso de la Unión y los Tratados Internacionales pueden ser anulados cuando pugnen con el texto constitucional, y por ende no serán ley suprema; en cambio cuando son acordes a la ley fundamental, tienen supremacía en relación con las demás leyes ordinarias. La hegemonía constitucional queda entonces clara y confirma el proloquio de José María Iglesias, sobre la constitución nada ni nadie.

El principio de Supremacía Constitucional, se reitera además en los artículos 40, y el primer párrafo del 41, ya que estas disposiciones establecen:

“ARTÍCULO 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en  una República representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según los principios de esta Ley Fundamental.” 

“ARTÍCULO 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la Presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.”

Ambos preceptos constituyen enunciados generales y explícitos del principio de supremacía constitucional, por cuanto que se refieren a una ley fundamental, ya que se define la forma de gobierno y se delimita la competencia para el ejercicio de la soberanía.

Ahora bien, el artículo 133, que se refiere al control difuso de la constitución, tiene su antecedente en el artículo seis de la Constitución de los Estados Unidos de América, que sirvió de fuente a los constituyentes mexicanos para redactar el texto de este artículo, destacando que en la Constitución norteamericana existe un control de cualquier acto legislativo repugnante a ella.

En el sistema mexicano, la Suprema Corte de Justicia determinó, como se explicará posteriormente, que no existe tal control de constitucionalidad en el artículo 133 constitucional por parte de las autoridades distintas del Poder Judicial Federal. En la parte conducente del artículo dice: “Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados”.

Luego aplicando el precepto en el sentido literal, en la doctrina constitucional algunas opiniones eran en el sentido de que los jueces de los estados estaban facultados para desacatar las leyes ordinarias, cuando éstas resulten contrarias a alguna disposición de la Constitución federal, pero el criterio opuesto, que es el que ha prevalecido, es en el sentido de que el citado artículo 133, no es fuente formal de competencia de los jueces de los estados para ocuparse de aspectos inconstitucionales tratándose de leyes, reglamentos, decretos, circulares, ya que tal facultad está reservada a los Tribunales del Poder Judicial Federal conforme a los artículos 103, 105 fracciones I y II, y 107, o sea que es a instancia de parte agraviada es como se puede hacer la declaración, ya sea deduciendo la acción constitucional mediante el juicio de garantías, promoviendo controversias constitucionales o la acción de inconstitucionalidad según corresponda.

Estas garantías constitucionales de tipo procesal constituyen la forma de defensa de la Constitución, o sea que cuando los particulares, la federación, un estado, el Distrito Federal, un municipio o poderes de un mismo estado, órganos de gobierno del Distrito Federal estimasen que ciertas leyes ordinarias afecten intereses institucionales por ser contraventoras de la Constitución Federal, están en aptitud de plantear ya sea la acción de controversia constitucional o la acción de inconstitucionalidad, a efecto de que se invaliden las leyes tildadas de inconstitucionales y se imponga el imperio de la Constitución Federal.

En el artículo 133 se hallan implicados dos principios de la lógica jurídica: el de razón suficiente y el de contradicción. El primero es la causa, en el sentido de razón de ser o fundamento, la Constitución es el fundamento o la causa esencial de la legislación, y el segundo de los principios citados expresa que dos normas de derecho que se oponen contradictoriamente no pueden ser válidas ambas.

"El párrafo segundo del mismo artículo impone a los jueces locales el deber de ajustarse a las normas del derecho federal, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los Estados. Consígnase así la regla lex prior derogat posteriori, de acuerdo con la cual los jueces de las entidades federativas están obligados a resolver, a favor de la norma federal o constitucional, los conflictos derivados de la oposición contradictoria entre éstas y las constituciones o leyes de las mismas entidades.

Por ello, el que una ley local haya sido creada en la forma prescrita por la correspondiente constitución, es condición necesaria, pero no suficiente, de validez. El fundamento sólo es suficiente si el contenido del precepto no se opone al de ninguno de los integrantes del sistema jurídico de rango superior."

Si partimos del hecho de que la Constitución es el documento formal que encierra la unidad política y jurídica nacional, entonces resulta injustificado permitir que la ley suprema sea quebrantada mediante disposiciones secundarias. En un sistema federal si se procura la vigencia del estado de derecho, debe de evitarse que se cometan verdaderos atropellos por la aplicación de normas notoriamente inconstitucionales, de ahí que el control difuso de la Constitución debe operar con cabalidad para dar seguridad jurídica a la sociedad, puesto que sería un contrasentido que los jueces con la aplicación de normas contrarias a la Constitución puedan crear estados jurídicos que sean totalmente opuestos al mandato constitucional, y que sólo a través del juicio de amparo, se pueda reparar este tipo de arbitrariedades. 

Además, como observación, el citado artículo 133 constitucional, no fue reformado al mismo tiempo que el Congreso reformó diversas disposiciones, de esta manera el texto es omiso respecto al Distrito Federal, que por su conformación política cuenta con  órganos de jurisdicción que resuelven controversias aplicando el derecho; el precepto también es omiso en relación a las demás autoridades distintas del Poder Judicial como son las administrativas, que actúan como órganos de jurisdicción, aunque claro está que por interpretación extensiva se puede decir que el precepto también se refiere a este tipo de autoridades.

NUEVA VÍA CONSTITUCIONAL PARA QUE LOS TRIBUNALES DE JURISDICCIÓN, DENUNCIEN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.

Es de señalar que aun cuando el artículo 133 de la Constitución Federal  previene: “Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los  Estados”, sin embargo, los tribunales ordinarios no pueden desconocer ni eludir la aplicación de las normas emanadas del Congreso,   al no autorizar el control difuso dicho precepto, como así lo ha considerado el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las Tesis Jurisprudenciales 74/1999 y  73/1999, aprobadas en sesión de l3 de julio del año en curso,  que dicen:

CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCION. ES ATRIBUCION EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. La supremacía constitucional se configura como un principio consubstancial del sistema jurídico-político mexicano, que descansa en la expresión primaria de la soberanía en la expedición de la Constitución, y que por ello coloca a ésta por encima de todas las leyes y de todas las autoridades, de ahí que las actuaciones de éstas deben ajustarse estrictamente a las disposiciones de aquélla. En este sentido, más que una facultad, la supremacía constitucional impone a toda autoridad el deber de ajustar a los preceptos fundamentales, los actos desplegados en ejercicio de sus atribuciones. Por tanto, si bien es cierto que los tres Poderes de la Unión deben observar la Ley Suprema, no puede afirmarse que por esta razón, las autoridades puedan, por sí y ante sí, en el ejercicio de funciones materialmente jurisdiccionales, examinar la constitucionalidad de sus propios actos o de los ajenos, toda vez que, al respecto, la propia Constitución consagra, en sus artículos 103 y 107, un medio de defensa ex profeso, por vía de acción, como es el juicio de amparo y lo encomienda, en exclusiva, al Poder Judicial de la Federación, sentando las bases de su procedencia y tramitación.

CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN. El texto expreso del artículo 133 de la Constitución Federal previene que “Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados”. En dicho sentido literal llegó a pronunciarse la Suprema Corte de Justicia; sin embargo, la postura sustentada con anterioridad por este Alto Tribunal, de manera predominante, ha sido en otro sentido, tomando en cuenta una interpretación sistemática del precepto y los principios que conforman nuestra Constitución. En efecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 133 constitucional no es fuente de facultades de control constitucional para las autoridades que ejercen funciones materialmente jurisdiccionales, respecto de actos ajenos, como son las leyes emanadas del propio Congreso, ni de sus propias actuaciones, que les permitan desconocer unos y otros, pues dicho precepto debe ser interpretado a la luz del régimen previsto por la propia Carta Magna para ese efecto.

Por  lo tanto,  para complementar  esa  relevante labor de las autoridades judiciales y dado que son quienes conocen de manera inmediata los asuntos y deben aplicar el derecho, se considera que de estimar éstas, por razones fundadas, que deben plasmar en la resolución que deberán emitir, que alguna de las normas ordinarias que en el juicio respectivo del que conozcan sea transgresora de garantías individuales, deberán abstenerse de continuar el procedimiento, decretando la suspensión relativa y remitirán las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y señalarán el precepto que estimen inconstitucional y que por la naturaleza de la controversia deba aplicarse; lo anterior para que con citación de las partes, del Poder legislativo, y oyendo la opinión del Ministerio Público Federal, en una audiencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría calificada de cuando menos ocho votos decida si la ley o disposición legal es contraventora de la Constitución Federal y será a través de esta vía, diversa a las existentes,  como la Suprema Corte de Justicia de la Nación tomará conocimiento y decidirá en consecuencia si resulta inconstitucional o no una norma ordinaria.

Para llevar a cabo lo anterior, se propone:

Adicionar una fracción, que será la IV al Artículo 105, de la Constitución Federal, en los siguientes términos:

“Las autoridades jurisdiccionales que en el juicio respectivo del que conozcan, por razones fundadas estimen que alguna de las normas ordinarias sea transgresora de garantías individuales, deberán abstenerse de continuar el procedimiento, y decretando la suspensión relativa remitirán las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalando con precisión el precepto que estimen inconstitucional y que por la naturaleza de la controversia deba aplicarse. La Suprema Corte de Justicia, en una audiencia, con citación de las partes, del Poder legislativo, y oyendo la opinión del Ministerio Público Federal, decidirá por una mayoría de cuando menos ocho votos, si la ley o disposición legal contraviene la Constitución Federal.”

II. 
Emitir la Ley Reglamentaria de la fracción IV del Artículo 105 constitucional.

III. 
La declaratoria impedirá que la norma declarada inconstitucional se aplique por la autoridad judicial.

La propuesta se considera viable a nuestra conformación jurídica, y  trascendente a la vida  social y política del país,  y de interés para los Tribunales y jueces de los estados federados, porque con nuestra aportación podremos en su caso, impedir que continúen rigiendo disposiciones ordinarias que abiertamente contravienen las garantías individuales que nuestra Ley Suprema tutela en favor de todo gobernado.

CONCLUSIONES

1. La vía para combatir por los particulares la expedición y aplicación de una Ley inconstitucional es el juicio de amparo, a que se refieren los artículos 103, y 107, del Pacto Federal y la Ley Reglamentaria de dichos preceptos, por otra parte, el órgano político, a través de las autoridades expresamente facultadas por la Ley y en los términos que la misma establece,  puede combatir a través de las acciones y controversias constitucionales la inconstitucionalidad de la Ley, como lo prescribe el artículo 105, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su Ley Reglamentaria, aunque este procedimiento no está al alcance de la sociedad, ni de los juzgadores que tengan que decidir las controversias que les someten los particulares conforme al artículo 17, constitucional.

2. Aún cuando el artículo 133 de la Constitución Federal  previene: “Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los  Estados”, sin embargo, los tribunales ordinarios no pueden desconocer ni eludir la aplicación de las normas emanadas del Congreso, al no autorizar el control difuso dicho precepto de acuerdo con jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

3. Las autoridades judiciales en su delicada y  destacada labor de aplicar el derecho e impartir justicia  advierten  en ciertos casos, al llevar a cabo ésta, que la ley ordinaria que regula el  asunto  y que deben aplicar, transgrede alguna de las garantías individuales que tutela la Constitución Federal, sin embargo, no pueden dejar de estarse a dicha norma ordinaria,   porque no ha sido objeto de examen por las autoridades federales  y por ende no se ha emitido determinación  que declare la inconstitucionalidad. Como consecuencia, se ven obligados a aplicar una disposición o disposiciones de esa naturaleza, pese a que advierte que es o son transgresoras, como se apunta, de alguna norma constitucional. Por tanto, se propone:

Adicionar una fracción, que será la IV al Artículo 105, de la Constitución Federal, en los siguientes términos:

“Las autoridades jurisdiccionales que en el juicio respectivo del que conozcan, por razones fundadas estimen que alguna de las normas ordinarias sea transgresora de garantías individuales, deberán abstenerse de continuar el procedimiento, y decretando la suspensión relativa remitirán las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalando con precisión el precepto que estimen inconstitucional y que por la naturaleza de la controversia deba aplicarse. La Suprema Corte de Justicia, en una audiencia, con citación de las partes, del Poder legislativo, y oyendo la opinión del Ministerio Público Federal, decidirá por una mayoría de cuando menos ocho votos, si la ley o disposición legal contraviene la Constitución Federal.”

II. 
Emitir la Ley Reglamentaria de la fracción IV del Artículo 105 constitucional.

III. 
La declaratoria impedirá que la norma declarada inconstitucional se aplique por la autoridad judicial.

BIBLIOGRAFÍA

ABBAGNANO, Nicola. Diccionario de Filosofía. Duodécima reimpresión. Editorial Fondo de Cultura Económica. México 1995.

ACOSTA Romero Miguel. Las mutaciones de los Estados en la última década del siglo XX, Necesidad de nuevas constituciones o actualizaciones y reformas a las vigentes. Ensayo de Derecho comparado. Primera edición. Editorial Porrúa. México 1993.

ARTEAGA Nava, Elisur. Derecho Constitucional. Primera edición. Oxford University Press- Harla. Colección de Juristas Latinoamericanos. México 1998.

AUSTIN, John. Sobre la utilidad del estudio de la jurisprudencia. Trad. Felipe González Vicen, Primera edición. Editorial Centro de Estudios Constitucionales. Madrid, España, 1981.

BARRA MEXICANA DE ABOGADOS. Estado de Derecho. Primera edición. Editorial Themis. Colección Foro de la Barra Mexicana. México 1997. 

BAZDRECH, Luis. Garantías constitucionales. Curso introductorio actualizado. Tercera reimpresión. Editorial Trillas. México 1996.

BORJA Soriano, Rodrigo. Derecho Político y constitucional. Segunda edición. EFCE. México 1992. 

BONIFAS Alfonzo, Leticia. El problema de la eficacia en el Derecho. Primera edición. Editorial Porrúa. México 1993.

BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Diccionario de Derecho Constitucional, Garantías y Amparo. Segunda edición. Editorial Porrúa México 1989.

BURGOA Orihuela, Ignacio. El Juicio de Amparo, Trigésima edición. Editorial Porrúa. México 1992. 

BURGOA, Orihuela. Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Novena edición. Editorial Porrúa. México. 1994. 

CARNELUTTI, Francesco. Como nace el derecho. Trad. Santiago Sentís Melendo y Marino Ayerra Redín, Primera edición. EJEA, Buenos Aires, Argentina, 1959

CAPITANT, Henri. Droit Civil. s/ed. Editorial A Pedone. Paris, Francia 1926.

CAPPELLETTI, Mauro. Dimensiones de la justicia en el mundo contemporáneo (Cuatro estudios de derecho comparado) Primera edición. Editorial Porrúa. México 1993.

CARPIZO, Jorge. Estudios Constitucionales. Cuarta edición. Coedición entre Editorial Porrúa y UNAM. México 1994. 

Constitución Política Mexicana Comentada. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Novena edición. Coedición Editorial Porrúa y Universidad Nacional Autónoma de México. México 1997. 

DE LA TORRE Villar, Ernesto. Estudios de historia jurídica. Primera edición. Ed. UNAM. México 1994.

DEL CASTILLO Velasco, José María. Apuntamientos para el Estudio del Derecho Constitucional Mexicano. Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. Edición facsimilar. Imprenta del Gobierno. México 1993.

DUVERGER, Maurice. Instituciones políticas y derecho constitucional. Segunda Reimpresión. Editorial Ariel. México 1992.

Enciclopedia Jurídica Omeba. s/ed. Editorial Driskill S.A. Argentina 1984.

FAYA Viesca, Leyes Federales y Congreso de la Unión. Teoría de la ley mexicana. Primera edición. Editorial Porrúa, México 1991.

FAYA Viesca. El federalismo mexicano. Régimen constitucional del sistema federal. Primera edición. Editorial Porrúa. México 1998.

FIX Zamudio, Héctor. Problemas que plantea el amparo contra leyes. Editorial Porrúa S.A. México 1964

FIX Zamudio, Héctor y COSSIO Díaz Ramón. El Poder Judicial en el Ordenamiento Mexicano. Primera edición. EFCE México 1996. 

FLORES Mendoza, Imer. Reflexión sobre la defensa y la ingeniería constitucional en México. Ensayo inédito.

FRAGA, Gabino. Derecho Administrativo. Vigesimocuarta edición. Editorial Porrúa S.A., México 1985.

GARCÍA Maynez, Eduardo. Filosofía del Derecho. Segunda edición Editorial Porrúa. México 1977. 

GARCÍA Maynez, Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho Trigésimo tercera edición Editorial Porrúa. México 1983. 

GÓNGORA Pimentel Genaro, Introducción al estudio del juicio de amparo. Sexta edición. Editorial Porrúa. México 1977. 

GONZÁLEZ Oropeza, Manuel. Comp. La reforma del Estado Federal. Acta de Reformas de 1847. Primera edición. UNAM. México 1998.

GONZÁLEZ Oropeza, Manuel. El Federalismo. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Primera edición. México 1995. 

GUDIÑO Pelayo, José de Jesús. El Estado contra sí mismo. Las comisiones gubernamentales de Derechos Humanos y la desligitimación de lo Estatal. Segunda reimpresión. Grupo Editorial Limusa S.A. Grupo Noriega Editores. México 1998.

IGLESIAS, José María. MOCTEZUMA Barragán, comp. Cuestiones Constitucionales. Primera edición. UNAM. México 1996.

Instituto de Investigaciones Jurídicas. A cien años de la muerte de Vallarta. Primera edición. Editorial UNAM. Colección Cuadernos. México 1994.

LABASTIDA, Horacio. Comp. Reforma y República restaurada 1828 - 1877. 3ª edición. Grupo editorial Miguel Angel Porrúa. México 1995.

LABASTIDA, Horacio. Las constituciones españolas. Primera edición. EFCE-UNAM. Colección Política y Derecho. México 1994. 

LEÓN Orantes, Romeo. El Juicio de Amparo. 3ª edición. Editorial Cajica Jr. México 1957.

LÓPEZ, Gregorio. Los Códigos Españoles concordados y anotados. Tomo Segundo .Edición facsimilar de las Siete Partidas del Rey D. Alfonso el Sabio glosadas por el licenciado Gregorio López, del Consejo Real de Indias de su Majestad. Madrid 1848. Primera edición. Cárdenas editor y distribuidor. México 1989.

LUMIA Giuseppe. Principios de Teoría e Ideología del derecho. Primera edición. Editorial Debate. España 1989.

MARTÍNEZ Sánchez, Francisco. El control interno de las constituciones de los Estados de la República Mexicana, perspectiva de un  nuevo federalismo. Primera edición. Editorial Porrúa. México 1998.

MONTESQUIEU. Del espíritu de las leyes. Primera edición. Editorial Guernika. México 1995.

NIEVA Fenoll, Jorge. El recurso de casación ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. Primera edición. José María Bosch Editor, Barcelona España 1998.

PEÑA Freire, Antonio Manuel. La garantía en el Estado constitucional de derecho. Primera edición. Editorial Trotta. España 1997.

PÉREZ Dayán, Alberto. Ley de Amparo. Reglamentaria de los Artículos 103 y 107, constitucionales y su jurisprudencia. Tercera edición. Editorial Porrúa. México 1992.

PÉREZ de Nanclares, José Martín. El sistema de competencias de la Comunidad Europea. Primera edición. Editorial Mc Graw Hill. España 1997.

PÉREZ Luyo, Antonio E. Temas Clave de la Constitución Española. Los Derechos Fundamentales. Primera edición. Editorial Técnicos S. A. Madrid. España 1984.

POLO Bernal, Efraín. Manual de Derechos Constitucional. Primera edición. Editorial Porrúa. México 1985. 

RABASA, Emilio. El artículo 14 y el Juicio Constitucional. Sexta edición. Editorial Porrúa. México 1993.

RAWLS, Teoría de la Justicia. 2ª edición. Editorial Fondo de Cultura Económica. México 1997.

RICO-PÉREZ, Francisco. Código Civil  Editorial Trivium. Tercera edición Madrid, España 1984. 

RUIZ Manteca, Rafael, HERNÁNDEZ Olivalencia Antonio, FERNÁNDEZ López Javier. Introducción al Derecho y Derecho Constitucional. Primera edición. Editorial Trotta. España, 1994. 

SARTORI, Giovanni. Ingeniería constitucional comparada. Primera edición. EFCE. Col. Política y Derecho. México 1995.

Suprema Corte de Justicia de la Nación - UNAM. La actualidad de la Defensa de la Constitución. Memoria del Coloquio Internacional en celebración del Sesquicentenario del Acta de Reformas Constitucionales de 1847, origen federal del juicio de amparo mexicano. Primera edición. Coedición Suprema Corte de Justicia de la Nación - UNAM. México 1997.

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Homenaje a Don Manuel Crecencio Rejón. Primera edición. Ed. Suprema Corte de Justicia de la Nación. México 1960.

TENA Ramírez, Felipe. Derecho Constitucional Mexicano. 19ª. Edición Editorial Porrúa. México 1983.

TOMÁS DE AQUINO. Suma Teológica Primera edición. Editorial Biblioteca de Autores Cristianos. España. 1954.

V. CASTRO, JUVENTINO. El artículo 105 Constitucional. Primera edición. Editorial Porrúa. México 1997. 

VALENCIA Carmona. Salvador. Derecho Constitucional Mexicano a fin del Siglo. Editorial Porrúa, México 1995.

WALZER, Michael. Las esferas de la justicia. Una defensa del pluralismo y la igualdad. Primera edición. Editorial Fondo de Cultura Económica. México 1993.

ZINK, Harold. Los Sistemas Contemporáneos de Gobierno. Primera edición. Editorial Libreros Mexicanos Unidos. México 1965.

INFORMATICA

IUS 8. Jurisprudencia y Tesis Aisladas 1917 - 1998. Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

HEMEROGRAFIA

Revista Lex, Tercera época, año I, septiembre 1995, No 3

Revista Jurídica de Posgrado. Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca, Facultad de Derecho. Año 1, enero, febrero y  marzo de 1995

Francisco Martínez Sánchez 

LOS TERCEROS EXTRAÑOS A JUICIO, FRENTE A LAS EJECUTORIAS DE AMPARO

El tercero extraño al juicio de amparo, que vea afectados sus intere​ses o derechos por la aplicación de una ejecutoria de Amparo confor​me a lo establecido en el artículo 73 fracción segunda de la ley de Amparo en vigor, está imposibilitado legalmente para interponer en contra de dicha aplicación el recurso extraordinario que representa el juicio de Amparo, por considerarse éste improcedente.

Sólo posee el tercero extraño al juicio de Amparo un medio de defensa raquítico, cuando las responsables al cumplimentar la ejecu​toria de amparo lo hacen con exceso o defecto, siendo procedente el recurso de queja, pudiendo ser inter​puesto este recurso, por cualquiera de las partes en el juicio o por cualquier persona que justifique legalmente que le agravia la ejecu​ción, siendo este último caso en donde se encuadra a los terceros extraños al juicio que se vean afectados.

La situación de dichos terceros, en cuanto a la improcedencia del Amparo y del recurso de queja, cuando la ejecutoria es cumplida en sus términos exactos, es confirmada por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La situación legal del tercero extraño ha creado diversas opinio​nes a favor y en contra por parte de diversos tratadistas de amparo.

Entre los que opinan en contra de la reglamentación le​gal que se le ha dado a los terceros extraños frente al cumplimiento de las ejecutorias de Amparo, encontramos al tratadista Ignacio Burgoa, quien en su texto el Juicio de Amparo manifiesta:

La Jurisprudencia de la Suprema Corte que veda al tercero afectado por la ejecución de una sentencia de amparo, todo medio de defensa contra ella en sí misma, así como el estado de indefensión en que aquél está colocado, cuando no se trate de exceso o defecto en la realización práctica de la resolución constitucional definitiva de que se trate, es contraventora de garantías individuales, en especial de las contenidas en el artículo 14. En efecto, cuando se ejecuta una senten​cia de amparo sin que en ello exista exceso o defecto, sino que su rea​lización se ciña a su alcance protector, el tercero a quien puede afec​tar no tiene ningún medio de defensa para evitar el menoscabo a la privación de sus derechos. Por ende, sin previo juicio, sin darle oportu​nidad de defenderse, sin otorgarle la garantía de audiencia, se le pue​de privar de posesiones, derechos, propiedades, etc., mediante una ejecución de sentencia de amparo.

Continúa señalando el citado autor, bien es verdad que el tercero privado o desposeído de sus derechos, posesiones o propiedades, a virtud de una sentencia de amparo, respecto de la cual es ajeno, puede intentar las acciones ordinarias que le competan para recobrar la materia de la desposesión o de la privación; mas en realidad, tal posi​bilidad jurídica se endereza contra las consecuencias de la ejecución de la sentencia de amparo y no contra esta misma, que permanece inatacable cuando no hay exceso o defecto en su cumplimiento. Por lo anterior, considera inconstitucional el artículo 96 de la ley de Amparo y la Jurisprudencia de la Suprema Corte que anteriormente fue trans​crita.

Similar criterio al de Ignacio Burgoa sostienen los juristas Romeo León Orantes y Germán Fernández del Castillo.

Romeo León Orantes señala que la Suprema Corte, como autoridad del estado, tiene la obligación de respetar el artículo 14 constitucio​nal, ya que no es posible admitir, so pretexto de la majestad y de la res​petabilidad de los fallos de la Corte y del interés social en pro de su debido cumplimiento, que se violen impunemente las garantías indivi​duales de una persona, a quien se priva de una propiedad que ha adquirido de buena fe; porque sobre aquella majestad y ese interés so​cial está la majestad misma de la Constitución y el interés social, de que ésta no sea infringida con perjuicio de los derechos fundamenta​les establecidos en los veintinueve primeros artículos de dicha ley.

Germán Fernández del Castillo señala: El tercero que adquirió pro​piedades o derechos como efecto inmediato o mediato del acto recla​mado a la luz del artículo 14 de la Constitución, no puede ser privado de ellos, sino mediante juicio en el que se llenen las formalidades esenciales del procedimiento y, por lo mismo, la autoridad responsa​bles no puede de ninguna manera privar a ese tercero de sus propieda​des y derechos bajo el pretexto del amparo concedido contra el acto reclamado, pues esa privación tiene lugar sin el juicio correspondien​te, que es indispensable conforme al artículo 14, para que el tercero sea oído en defensa. Este es el principio fundamental de derecho con​tra la cual no cabe interpretar al artículo 80 de la Ley de Amparo.

Entre los autores y tratadistas cuya opinión es favorable a la actual reglamentación legal que se le da al tercero extraño, encontramos a Luis Bazdresch y a Carlos Arellano García.

Luis Bazdresch señala respecto a los terceros extraños al juicio, que no se puede consentir que estén eximidos del fallo protector, porque han adquirido la propiedad o entraron en poder de la cosa, cuando ésta era ya materia del litigio de garantías y estaba, por tanto, sujeta a la de​cisión judicial referente al derecho del agraviado que había planteado su reclamación formal sobre su privación de esa cosa con violación de sus garantías individuales, y aun cuando el título de su derecho sea anterior a la promoción del amparo, no debe prevalecer contra la pose​sión o el derecho que el agraviado, por la violación demostró tener en el juicio de garantías, y que debe serle respetado en virtud del fallo protector pronunciado en dicho juicio pues, en ambos casos, el inte​rés público de la plena efectividad de las garantías invocadas y prote​gidas, que se extiende al íntegro restablecimiento del orden jurídico constitucional definido concretamente por el fallo protector, exige que la efectividad de ese fallo se realice, aunque de cualquier forma perjudique a algún tercero, pues el interés de éste, enteramente priva​do, debe ceder ante el referido interés público de la eficiencia del sis​tema de garantías y de la eficacia de las ejecutorias de Amparo.

Continúa manifestando que el problema se agrava cuando se atien​de a que el artículo 14 constitucional garantiza que nadie puede ser privado de sus bienes o derechos, sin el seguimiento de un juicio final en su contra y concluye que es más satisfactoria la resolución que da primacía a que la efectividad práctica del fallo de amparo frente al derecho del tercero, aun cuando éste sea adquiriente de buena fe, puesto que el interés público que existe en el cumplimiento del fallo constitucional conduzca necesariamente al restablecimiento comple​to del orden jurídico vulnerado por la violación de garantía declarada en dicho fallo, con la consiguiente restitución de las cosas al estado anterior de la violación, es más atendible y de mayor importancia que la garantía de audiencia del tercero afectado con la ejecución del pro​pio fallo protector, en razón de que la sentencia del Tribunal estableci​do expresamente a ese efecto, que declara que es violatoria de garan​tías la actuación de la autoridad responsable que privó al promovente del amparo de su posesión o de su derecho, reviste a esa posesión o a ese derecho de una protección explícita y directa, fundada en el pre​cepto constitucional relativo, que precisamente por tal calidad le da preferencia sobre cualquier derecho de tercero, que aunque esté titu​lado, no está a su vez protegido por una declaración similar a la de garantías que se cumplimenta, y el tercero afectado por el material cumplimiento del fallo de amparo, tiene expedita su acción para hacer valer la preferencia de su derecho frente a quien obtuvo la satisfacción del suyo mediante la ejecución de dicho fallo de amparo; de otra manera, si ese derecho de tercero debiera prevalecer sobre la senten​cia protectora de garantías y fuera suficiente para impedir su ejecu​ción; la decisión de la justicia constitucional quedaría burlada por no poder alcanzar la restitución, que en el sistema del control constitu​cional debe ser su resultado, como con toda precisión dispone el artí​culo 80 de la Ley de Amparo y que para la persona agraviada es la fina​lidad práctica y material de su acción de garantías.

Carlos Arellano García manifiesta que si al tercero extraño que es afectado por una ejecución o cumplimiento exactos, no se le concede el recurso de queja, por lo que se llevará a cabo la ejecución o cumpli​miento, ello no quiere decir que le afecte total y definitivamente ya que puede intentar con posterioridad el juicio correspondiente, de carácter ordinario, para hacer valer sus derechos contra el quejoso, por lo que no hay violación a la garantía de audiencia del artículo 14 constitucional y no cabe duda que el interés público en que se cum​plan rigurosamente las sentencias de amparo tienen una mayor importancia que el interés privado del tercero extraño. Por ello es que la sentencia de amparo se ejecuta o cumple sin que le puedan detener derechos del tercero extraño, éstos se salvaguardarán a posteriori mediante el juicio común correspondiente que siga contra el quejoso que obtuvo, en detrimento de los derechos del tercero extraño’

Como puede observarse, existen opiniones contrarias en cuanto a la actual reglamentación que se le da a los terceros extraños al juicio de amparo, respecto al cumplimiento de las ejecutorias que en dichos juicios se dictan, de tal suerte que previamente a cualquier postura personal que en el caso pudiera tomar, creo oportuno previamente responder a las siguientes interrogantes que al respecto se me pre​sentan; ¿conforme a nuestra forma de gobierno Democrático, es correcto que prevalezca el interés público sobre el interés particular?, y ¿existe realmente en el respeto a la garantía de audiencia del tercero extraño, únicamente un interés particular?

Para poder dar respuesta a la primera interrogante planteada, es necesario hacer una somera referencia al fin que persigue la Democra​cia como doctrina política.

La posible identificación de un esquema político depende de las características que asume la interdependencia de tres factores: el individuo, la colectividad y el Estado.

De esta manera podemos identificar como las doctrinas políticas predominantes de nuestra época, al Socialismo, al Liberalismo (Capi​talismo) y a la Democracia.

El liberalismo (individualismo que da preponderancia al individuo en el esquema político), cuya expresión contemporánea es la demo​cracia liberal, tiene como finalidad, en lo filosófico, salvaguardar los llamados “derechos inherentes” a la condición humana encarnados en cada individuo: derecho a la vida, la libertad, la felicidad. En lo ma​terial, garantizar la propiedad privada, con sus complementos insepa​rables: la iniciativa y la empresa privada.

Dentro de este esquema, la colectividad debe estar organizada y regida de modo que permita y asegure el respeto y el ejercicio de aquellos “derechos inalienables”. Sólo hay un límite para el desarrollo de la actividad individual y es aquel que demarca y protege los dere​chos de los demás, los órdenes ético y jurídico y aún religioso se encargarán de asegurar la coexistencia pacífica y armónica de las pre​rrogativas individuales.

El Estado no hará otra cosa que supervigilar y garantizar el desenvol​vimiento de la convivencia social. Tanto mejor desempeñará su papel el Estado. -dice el individualismo liberal- cuando menor sea su intro​misión en el libre juego de las llamadas “leyes naturales” en la filosofía, o “leyes del mercado” en la economía. El Estado es una especie de gendarme necesario pero incómodo, cuya presencia debe reducirse al mínimo estrictamente indispensable.

El individuo es pues, el protagonista y objetivo final de este orden político-económico. La colectividad lo sirve; el Estado lo protege.

Dentro de la concepción colectivista (con preponderancia de la colectividad), que engloba a las diversas formas del socialismo, el individuo deja de ser un fin en sí mismo; lo es, solamente, en la medi​da en que forma parte de la colectividad. La meta de la felicidad indi​vidual queda sustituida por la de la felicidad colectiva. Al hacerse evi​dente que, en la práctica, las prerrogativas individuales no se desen​vuelven y desarrollan solamente dentro de sus límites sino que tien​den a invadir las prerrogativas ajenas y a servirse de ellas para benefi​cio propio, surge el nuevo concepto: quien debe servir no es la colecti​vidad al individuo sino éste a aquélla. Y, al contribuir a la felicidad colectiva, el individuo se hace acreedor a la justa parte de felicidad como miembro integrante de la colectividad. A eso y nada más; queda entendido por supuesto, que la distribución de los beneficios colecti​vos, tanto morales y jurídicos como materiales debe ser igualitaria sin que quepa ninguna forma de privilegio. 

En este sistema, la única propiedad respetable es la que cumple una función social. El individuo y el Estado sirven a la colectividad sin reservas, desempeñando funciones coadyuvantes. 

Una posición intermedia, entre las dos corrientes anteriormente expuestas, es la que persigue la Democracia.

La palabra “democracia” proviene de los vocablos griegos Demos,  pueblo, y Kratos, autoridad o gobierno. La democracia propugna el concepto de soberanía popular, o sea, el derecho del pueblo todo a gobernarse por sí mismo, con finalidades que representa el interés de todo el pueblo.  La democracia presupone la igualdad de los hombres y su derecho igualitario tanto a ejercer la soberanía popular como a alcanzar los fines que de acuerdo con los conceptos esenciales de la filosofía liberal, tiene el hombre. 

Los requisitos que dan sello de autenticidad a un régimen democrático son: 

El sufragio o voto popular a través del que se expresa la voluntad del pueblo.  Al emitir su voto, cada ciudadano pone en juego, volunta​riamente, la parte que le toca a la soberanía popular.

Un estatuto constitucional o cuerpo fundamental de leyes, que establece y limita los derechos y atribuciones del individuo y del Esta​do, y las relaciones de uno con el otro, a fin de evitar el abuso de la libertad por parte de los individuos y el exceso de autoridad de los gobernantes.

La división de poderes dentro del estado. Un Estado centralizado tendería naturalmente al autoritarismo despótico. En la Constitución existen normas fijas e inviolables, en virtud de las cuales los tres poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) cumplen sus respectivas funciones y se controlan entre si.

La adopción y vigencia de principios fundamentales (establecidos en la Constitución y en las leyes secundarias) destinados a garantizar la vida, la igualdad y las formas capitales de libertad de los ciudada​nos: libertad de pensamiento, de culto, de expresión, de petición, de asociación, de tránsito, etc. El ejercicio de esas libertades está condi​cionado solamente a los SUPERIORES intereses del ORDEN SOCIAL: seguridad del Estado y coexistencia pacífica de los derechos indivi​duales. Los derechos de cada uno se extienden, sin trabas, hasta el punto en que pudieren ser lesivos para los derechos de los demás y allí se detienen. El concepto de que esos derechos existen como atri​buto inherente a la condición humana, y que se deben respetar, cons​tituye la esencia ético-política de la democracia.

Con base en lo anteriormente expuesto se puede responder la pri​mera interrogante planteada en el sentido de que en este sistema democrático si debe imperar sobre el interés particular el interés público, pero siempre con respeto al mínimo de derechos que como gobernados poseemos.

Por lo que se refiere a la segunda interrogante, en el sentido de determinar si únicamente existe en el respeto a la garantía de audien​cia de los terceros extraños un interés particular. en mi opinión, resul​ta evidente que en el respeto a dicha garantía, existe un interés públi​co, ya que a través del respeto que se le dé a la misma, se estará dando el debido cumplimiento a una disposición de índole constitucional, y es innegable que el respeto a la Constitución reviste en sí mismo un interés de esta naturaleza, debido a que es esta ley el fundamento jurí​dico de todo el orden social y jurídico que existe en nuestro país.

De tal suerte, podemos concluir que, conforme a nuestro orden constitucional, sí debe concederse a los terceros extraños al juicio de garantías, la facultad de ser oído y vencido en juicio, a través de la con​cesión del ejercicio de la acción de amparo, en el caso concreto de que se estén perjudicando sus intereses o derechos, por la ejecución ma​terial de una ejecutoria de Amparo.

Negarles el ejercicio de la acción de amparo no solamente implica la violación a la garantía de audiencia consignada en el artículo 14 cons​titucional sino a la garantía de igualdad, prevista en el artículo lo. de la propia Constitución, efectivamente el citado precepto establece que: “En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restrin​girse ni supenderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”.

La igualdad jurídicamente se traduce en que varias personas, en número indeterminado, que se encuentren en una determinada situa​ción tengan la posibilidad y capacidad de ser titulares cualitativamen​te de los mismos derechos y contraer las mismas obligaciones que emanan de dicho estado.

Así pues, sería contradictorio desde el punto de vista meramente de esta garantía, que al encontrarse dos personas en la misma situación jurídica (quejoso y tercero extraño), a una se le conceda la facultad de ser oído en defensa de sus garantías a través del juicio de Amparo y a la otra no, misma situación jurídica que se traduce en la afectación de derechos con violación a las garantías tuteladas por la Constitución.

Estas consideraciones crean un dilema entre la posición de soste​ner, por un lado, la ejecutividad de las sentencias de Amparo y su efi​cacia y la respetabilidad de las garantías del tercero extraño al juicio, por el otro.

Para poder dar una solución, es necesario así mismo, independien​temente de las consideraciones teóricas y constitucionales, hacer una consideración sobre las consecuencias prácticas que tendría el conce​der de una manera genérica el juicio de Amparo a todo tercero extraño al juicio de garantías, en el cual se esté complementando material​mente la sentencia dictada en el mismo, y que afecte su esfera jurídica de derechos.

Como es fácilmente previsible, el conceder el juicio de amparo a todo tercero extraño al juicio, implicaría poner en grave peligro la efectiva observancia de las ejecutorias que se dicten en estos casos, haciendo en la mayoría de los juicios, imposible la restitución al que​joso en el goce de sus garantías violadas y la restitución de las cosas al estado que guardaban con anterioridad a la violación, ya que basta​ría que el tercero perjudicado en juicios del orden civil que es donde más se dan estos casos, transmitiera a otro la propiedad o la simple posesión de la cosa litigiosa, para poder detener los efectos que impli​ca una ejecutoria de Amparo, lo que pondría en grave riesgo la seguri​dad jurídica que se persigue a través del juicio de Amparo, así pues, aunque en ambos casos encontramos al interés público, es de mayor jerarquía el del cumplimiento de las ejecutorias de amparo, que el conceder la garantía de audiencia a los terceros extraños, que vean afectados sus intereses por la ejecución de una sentencia.

En consecuencia, el ejercicio de la acción de amparo por parte de terceros no es aceptable de un modo genérico, sin embargo, con el propósito de evitar que se vean afectados en su totalidad los terceros, al igual que lo hace el licenciado Ignacio Burgoa’, creo conveniente que en los casos de bienes inmuebles, se respete conforme a las ins​cripciones del Registro Público de la Propiedad a los terceros de bue​na fe que hayan adquirido el bien de una persona que en el propio registro aparecía con derechos o facultades para ello, al respecto manifiesta el citado jurista que, sólo mediante la anotación preventiva que el quejoso haga de su demanda, puede armonizarse la ejecutivi​dad de las sentencias constitucionales, con la respetabilidad de las garantías del o de los terceros que puedan adquirir dichos bienes registrables. Conforme a lo anterior, al registrarse la demanda que se intente y que tenga por objeto determinado bienes inmuebles, los ter​ceros adquirientes posteriores a dicha inscripción no se considerarán procesalmente terceros o extraños, sino causahabientes del que en el juicio de Amparo figure como tercero perjudicado.

En efecto, cuando un bien principalmente inmueble constituye la materia del amparo, es decir, si se encuentra subjudice en un juicio de garantías, la sentencia que en éste se pronuncie sólo puede ser ejecu​table frente al adquiriente si la transmisión respectiva se hubiese efectuado con posterioridad a la promoción de la demanda constitu​cional y si de esta circunstancia hubiese tenido conocimiento el adquiriente, con lo que éste asume el carácter de causahabiente de transmitente en el amparo respectivo, quedando sujeto, en relación con el bien adquirido, a los resultados procesales del juicio correspon​diente. El conocimiento de la previa promoción de la demanda de garantías y, por ende, de la calidad litigiosa del bien, sólo puede cons​tatarse desde un punto de vista pragmático y tratándose generalmen​te de inmuebles, mediante la anotación preventiva de la demanda en el Registro Público de la Propiedad, ya que en ausencia de la anota​ción, es muy difícil que el adquiriente se entere de la situación del bien adquirido o se demuestre que lo adquirió a sabiendas de ella.

Con la citada inscripción, quien celebre alguna operación -compra​venta, hipoteca, arrendamiento- sobre una propiedad que está sujeta al resultado del amparo, sabríamos o podría saber que se trataba de un bien litigioso, y si esto no obstante, lo adquiría o lo admitía como garantía hipotecaria o lo tomaba en arrendamiento, y después se amparaba al quejoso y en ejecución de la ejecutoria se le priva de la posesión o de la propiedad o de los derechos que en él tuviera, el ter​cero sería víctima de su imprudencia o su descuido; pero no de la injus​ticia que se comete privándole de un bien que adquirió de buena fe, fiado en la protección que las leyes han establecido para los terceros mediante la publicidad del Registro Público de la Propiedad, según el cual ese inmueble no estaba subjudice en el momento en que el terce​ro contrató, y esa inscripción se puede hacer en todas y cada una de las entidades federativas, ya que el articulo lo. del Código Civil del Distrito Federal dice que éste es aplicable en toda la República en asuntos del orden federal.

En este orden de ideas, se propone una reforma al  artículo 73 en su fracción relativa el que dispondrá:

El juicio de Amparo es improcedente:

II.- Contra resoluciones dictadas en los juicios de Amparo o en eje​cución de las mismas, EXCEPTUANDO LOS CASOS EN QUE SE TRATE DE TERCEROS EXTRAÑOS AL JUICIO DE BUENA FE, SEGUN LAS INSCRIPCIONES QUE APAREZCAN EN EL REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD, Y QUE HUBIESEN ADQUIRIDO EL BIEN MATERIA DEL JUICIO, ANTES DE LA INSCRIPCION PUBLICA DEL GRAVAMEN O EMBARGO RELACIONADO CON LA CONTIENDA JUDICIAL, O CON ANTERIORIDAD A LA PROMOCION DEL JUICIO.

Con la anterior reforma a la Ley de materia se lograría en parte contribuir al fin inmediato del Derecho: El mantenimiento eficaz y equitativo del orden Jurídico, el que se traduce en el soporte de todas las relaciones que surgen en nuestra sociedad, y en el único medio posible de obtener un desarrollo armónico y pacífico, como regulador de los intereses que surgen entre los integrantes de la propia Socie​dad.
Alfredo Rodrigo Lagunas Rivera

La Defensa de los Derechos Difusos en el Juicio de Amparo

I.- Planteamiento del problema

Sobre los derechos difusos se ha dicho que son aquellos que corresponden a un número indeterminado de personas que no están agrupadas o asociadas para la defensa de sus intereses comunes, sino que forman conglomerados dispersos, como son los integrados por los consumidores; las víctimas de la contaminación ambiental, los interesados en defender el patrimonio artístico y cultural, quienes se oponen al deterioro de las zonas urbanas y aquellos que pretenden su mejoramiento entre otros.

De ser válido tal concepto, es evidente que a la fecha, difícilmente se puede obtener la tutela de los intereses y derechos difusos en juicios normales, incluyendo desde luego el de amparo, ante la falta de legitimación de quien o quienes intenten aquellos o éste último.

El tópico en cuestión se ha analizado entre otros temas bajo el común denominador del problema del acceso a la justicia, que abarca una amplia gama de temas que van desde el aspecto económico, hasta los que atañen netamente a la función jurisdiccional, en los que lógicamente quedan comprendidos el patrocinio o la defensa de los derechos en juicio, la especialización de los tribunales y la necesidad de reformas judiciales entre otros, lo que constituyen las directrices de la problemática del acceso a la justicia en el país.

Así por ejemplo, el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo de su último informe urgió al Congreso a tomar en cuenta la solicitud de la ampliación al presupuesto del Poder Judicial de la Federación, y compromete a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, para que respondan al nuevo desafió de la sociedad, que clama y urge la reforma radical de la Legislación Procesal que transforme al juicio de amparo en un mecanismo que garantice de manera efectiva el acceso a la justicia
.

Por su parte, Mauro Cappelletti y Bryant Garth bajo el rubro del acceso a la justicia abordan diversos temas que comprenden desde el análisis de los problemas que el gobernado debe enfrentar para tener acceso a la justicia, hasta la necesidad de reformas legales para obtener soluciones posibles, destacando el planteamiento sobre la necesidad de instituciones y procedimientos especiales para la defensa de lo que denominan reclamaciones de importancia social
.

Así, los investigadores que se citan afirman que en las sociedades modernas, se observa que en años recientes se avanza hacia unos derechos más sustantivos a los relativamente débiles, en particular a los consumidores contra los comerciantes, al público contra los que contaminan, a los inquilinos contra los caseros, a empleados contra patrones y sindicatos y a ciudadanos en contra de los gobiernos; para concluir, que en este desafío está el corazón mismo del enfoque del acceso a la justicia.

Por otro lado, recientemente y con motivo de la convocatoria a participar en una reforma a la ley de amparo, el Ministro Juventivo V. Castro y Castro se pronunció por una reforma constitucional y legal para crear la llamada “Acción social de amparo”, que legitime activamente a los miembros de un cuerpo social o de la sociedad entera, en contra de actos de la autoridad que contravengan sus derechos
.

De la misma manera, Luis Cabrera, Doctor en Derecho Ambiental y Director General de Asuntos Históricos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se pronunció por la necesaria modificación de las leyes que permitan a los ciudadanos interponer el juicio de amparo o iniciar acciones judiciales en contra de empresas contaminantes
.

A su vez, Héctor Fix Zamudio y José Ramón Cossío, afirman que los intereses y derechos difusos son objetos de atención en los últimos años debido a las transformaciones legislativas y a las corrientes jurisdiccionales que reconocen la necesidad de tutelar aquellos intereses y los derechos de sectores sociales indeterminados, debido a problemas como la industrialización, el desarrollo tecnológico, la concentración urbana, que afectan de manera considerable a grupos de composición incierta
.

En consecuencia, la necesaria defensa de los intereses difusos es un tema que de varios años atrás viene ocupando la atención de diversos investigadores e incluso de quienes encarnan el Poder Judicial, como es el caso del Ministro Juventino V. Castro y Castro; de tal manera que de sus estudios y propuestas se pueden derivar bases sustentables para la defensa de los intereses y derechos difusos ante los órganos jurisdiccionales y desde luego, aquella defensa debe comprender lo inherente al juicio de amparo.

II.- Algunos antecedentes en diversas legislaciones.

Se afirma que la Carta Constitucional de Brasil de 1988, en su artículo 5º contempla la acción popular que tiene por objeto anular actos y disposiciones que afectan al patrimonio de las entidades publicas.

Se dice además que aquella acción popular se a regulado de manera flexible, de tal manera que su ejercicio permite como correspondiente a tal patrimonio la tutela de los derechos de valor económico, artístico, estético, histórico y turístico; de tal forma que es práctica común ante los Tribunales de aquel país el ejercicio de la acción popular por personas y asociaciones que promueven la protección de los intereses y derechos de grupos indeterminados que se relacionan con el medio ambiente, el desarrollo urbano y el patrimonio artístico y cultural.

Según Héctor Fix Zamudio la Constitución Brasileña de 1988 permite la utilización de una institución que se considera equivalente en varios aspectos al juicio de amparo mexicano, denominada “Mandato de segurança colectivo”, a través de la cual se amplia de manera considerable la legitimación para la tutela de los derechos fundamentales; y sin que llegue a ser una autentica acción popular, puede ser interpuesta por un partido político con representación en el Congreso Nacional o por una Organización Sindical, entidad gremial o asociación legalmente constituida y en funcionamiento, cuando menos durante un año anterior en la defensa de los intereses de sus miembros o asociados
.

En Bolivia , la ley ambiental en su artículo 102 concede acción civil derivada de los daños cometidos contra el medio ambiente, la que puede intentar cualquier persona legalmente calificada como un representante apropiado de los intereses de la colectividad afectada
.

Quizás el intento más serio en pro de la defensa de los derechos difusos se encuentre en el anteproyecto del Código Modelo para América Latina, porque pretende regular cuestiones relativas a la defensa del medio ambiente, de los valores culturales o históricos que perteneces a grupos indeterminados de personas, y se legitima indistintamente para promover el proceso que corresponda al ministerio publico, a cualquier interesado, o bien a las instituciones y asociaciones que a juicio del Tribunal garanticen una adecuada defensa del interés comprometido (artículo 153).

En el proyecto cuya redacción se atribuye a los Uruguayos Adolfo Gelsi Bidart y Enrique Véscovi, se contempla en su artículo 194 los efectos de cosa juzgada en procesos promovidos en representación de los intereses difusos y se pretende que la sentencia que se dicte en tales procesos, tenga eficacia jurídica erga omnes, salvo cuando se trate de sentencia absolutoria por ausencia de pruebas en cuyo caso puede intentarse nuevo juicio por otro legitimado.

A su vez, Alvaro Gil Robles explica que la Constitución Española de 1978 contiene el esfuerzo de una conciencia colectiva que permite a la sociedad española integrarse al seno de los países democráticos; y en lo particular la Constitución en su artículo 54 encomienda al defensor del pueblo la defensa de los derechos fundamentales de los ciudadanos por infracciones a sus derechos o libertades a través del recurso de amparo, independientemente de la facultad que le corresponde para interponer el recurso de habeas corpus ante los órganos jurisdiccionales y de la posibilidad de comparecer ante el Tribunal Constitucional, para impugnar la constitucionalidad de una ley, o bien para interponer un recurso de amparo constitucional en defensa del derecho o libertad individual de un ciudadano
. 

Como puede advertirse en el Continente Americano se cuentan con antecedentes legislativos para una adecuada defensa de los intereses y derechos difusos y en la legitimación de aquella defensa, es evidente que influyen las características propias del país a que pertenece la legislación comentada, sin embargo, como puede advertirse, el derecho positivo español consagra la figura del defensor del pueblo, a quien corresponde la defensa y excitación a varias instancias en pro de la defensa de los derechos del gobernado; experiencias que deben aprovecharse en lo positivo, para incluir instituciones semejantes en la reforma que se pretende a la ley de amparo.

No se puede negar la realidad de que ante la ausencia de una reglamentación especifica, la defensa de los interese y derechos difusos a sido utilizada como bandera por grupos de presión, que lejos de obtener soluciones adecuadas y permanentes, solo han contribuido a generar caos, con la consiguiente mengua del estado de derecho que debe imperar en un régimen democrático como al que corresponde nuestra organización política.

III.- Obstáculos a superar.

Podemos afirmar que en el derecho positivo mexicano y como una medida tendiente a la protección de los intereses y derechos difusos, se cuenta con las disposiciones de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, la que al reglamentar lo relativo al procedimiento de protección y vigilancia contempla la denuncia popular (artículos 189-200).

Sin embargo, el tratamiento que se otorgara a la denuncia popular no garantiza la observancia de los derechos que se pretenden tutelar, atento a que el procedimiento que concluye con aquella, tan solo contiene una recomendación que puede ser o no acatada y se afirma que esta situación irregular fomenta la impunidad en materia del ambiente y tiene serias limitaciones al no permitir la injerencia jurisdiccional.

Habrá que considerar además que ante el actual estado de cosas es difícil la protección de los intereses y derechos difusos cuando de juicio de amparo se trata, pues debe considerarse que los Tribunales de Circuito han sentado criterios como los que a continuación se citan: 

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: III Segunda Parte-2

Tesis: I. 1o. A. J/3

Página:   923

Interés Jurídico En El Juicio De Amparo. No Lo Acredita La Existencia Del Acto Reclamado. Cuando alguna autoridad emite un acto que el gobernado estime violatorio de sus garantías individuales, y lo impugne a través del medio de defensa instituido para atacar tales violaciones, como lo es el juicio de amparo, deberá observar las reglas que para su procedencia establece la ley respectiva. Así tenemos que para acudir al juicio de amparo, es necesario que exista un acto autoritario que, según la apreciación subjetiva del gobernado, sea violatorio de sus derechos fundamentales consagrados en nuestra Constitución Política. Ahora bien, no basta que exista el acto autoritario para que prospere el juicio de garantías, sino que es necesario que el peticionario del amparo acredite que dicho acto afecta su esfera de derechos subjetivos otorgados por la ley. Lo anterior es así ya que, entre otros requisitos de procedencia del juicio de garantías, el artículo 107 constitucional, en su fracción I, reglamentada por el artículo 4o. de la Ley de Amparo, señala que dicho juicio se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que equivale a decir que no basta que el acto autoritario exista, sino que es necesario, para efectos de procedencia del juicio de amparo, que transgreda un derecho subjetivo que le otorgue nuestra Carta Fundamental al quejoso.

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Novena Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: III, Enero de 1996

Tesis: XX. J/14

Página:   148

Interés Jurídico En El Juicio De Amparo. Debe Acreditarse En Forma Fehaciente El.  En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.

Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito.

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: VI Segunda Parte-2

Página:   557

Interés Jurídico. Su Concepto Para Los Efectos Del Juicio De Amparo.  El concepto de perjuicio para que proceda la acción de amparo presupone la existencia de un derecho legítimamente tutelado, que cuando se transgrede por la actuación de la autoridad, faculta a su titular a acudir ante el órgano jurisdiccional demandando el cese de esa violación. Este derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que constituye el interés jurídico que la Ley de Amparo toma en cuenta, para la procedencia del juicio de garantías.

Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito.

Si tomamos en cuenta que en los términos de la legislación aplicable, la jurisprudencia resulta obligatoria para los Tribunales del país, es evidente que con tales criterios se hace nugatoria en juicio de amparo la defensa de los intereses y derechos difusos, pues el concepto de interés jurídico establecido por la jurisprudencia, dificulta la legitimación de quien promueva la defensa de tales derechos.

De ahí que llame la atención la propuesta del Ministro Juventivo V. Castro y Castro sobre la creación de la acción social en torno al juicio de amparo, así como la opinión del Doctor Luis Cabrera sobre la legitimación de los particulares u organizaciones no gubernamentales, en defensa, agregamos nosotros, de los intereses y derechos difusos.

De cualquier forma si el tema en cuestión es un enfoque de la diversa gama de los que componen la problemática del acceso a la justicia, en el proyecto de la nueva ley de amparo habrá que tomar en cuenta la necesidad de introducir en lo que actualmente constituye el capítulo II de la ley que habla de la capacidad y personalidad, la figura a quien corresponda la legitimación para la defensa de los intereses y derechos difusos, tomando los antecedentes que al particular puedan encontrarse en derecho comparado y así podemos establecer las siguientes:

Conclusiones.

Los movimientos sociales, los investigadores y las condiciones actuales del país, claman por la inclusión de la defensa de los intereses y derechos difusos al reformarse la legislación de amparo.

Ante tales reclamos, debe contemplarse en lo que actualmente es el capítulo II de la ley de amparo, la entidad o entidades a quienes corresponda la legitimación para intentar en juicio de amparo la defensa de los derechos de los que nos hemos ocupado, tomando como antecedentes figuras tales como las que existen en la constitución de España y Brasil, o bien en la legislación Colombiana sin pasar por alto el antecedente que en Derecho Patrio constituye la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.

Geminiano Crescencio Martínez

LA JURISPRUDENCIA EN MATERA DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES, SU APLICACIÓN ERGA OMNES

SUMARIO: 1. Panorama actual de la justicia en México. 2. La vigencia de las leyes inconstitucionales. 3. Función social de la jurisprudencia. 4. Distinción social de la jurisprudencia. 5. Conclusiones.

1.- PANORAMA ACTUAL DE LA JUSTICIA EN MÉXICO

En un país republicano, democrático y federal, en donde la soberanía reside esencialmente en el pueblo, conforme a lo establecido en el artículo 41, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los poderes de la Unión tienen en el orden federal y estatal delimitado su ámbito de competencia.

En efecto, en materia de impartición de justicia compete al Poder Judicial definir el derecho en cada uno de los casos particulares que son sometidos a su consideración por los gobernados.

Conforme al artículo 94 del Pacto Federal
 se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, y en Juzgados de Distrito, los cuales, hecha excepción del Tribunal Electoral y en los términos de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la propia Constitución Federal, son órganos jurisdiccionales que intervienen para hacer respetar las disposiciones constitucionales cuando por leyes o actos de la autoridad se incurran en excesos de poder o de alguna forma se transgredan las garantías individuales.

Del juicio de amparo contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República, de acuerdo con la fracción I, del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los estados u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación causen perjuicios al quejoso, conocerá un juez de Distrito, de acuerdo a su competencia, que al efecto se establece en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Contra las sentencias dictadas por los jueces de Distrito, es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno para conocer del recurso de revisión, cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo por estimarlos inconstitucionales leyes federales o locales, y tratados internacionales, subsista en la revisión el problema de inconstitucionalidad (artículo 84 de la Ley de Amparo y 11, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación); tratándose de reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I, del artículo 89 constitucional, y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución, conocerán las Salas de la Suprema Corte, Primera tratándose de las materias Penal y Civil, y Segunda, tratándose de las materias Administrativa y Laboral; asimismo, conforme al artículo 84, fracción II, de la Ley de Amparo, y 11, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conocerá del recurso de revisión contra las sentencias pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito cuando decidan sobre la inconstitucionalidad de leyes, federales o locales, reglamentos expedidos por el ejecutivo federal o local, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal.

Cabe destacar que conforme a la última reforma al artículo 94 de la Constitución Federal, el Pleno de la Suprema Corte está facultado para expedir acuerdos para remitir a los Tribunales Colegiados de Circuito aquellos asuntos en los hubiera establecido jurisprudencia o los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine para una mejor impartición de justicia, habiendo ya emitido el acuerdo relativo el Pleno de la Suprema Corte para la remisión de los asuntos
, lo que implica que el Pleno o las Salas en su caso están autorizadas para dejar de conocer del recurso de revisión en aquellos casos en que ya exista jurisprudencia definida.

Los particulares también pueden plantear en amparo directo la inconstitucionalidad de leyes, en el cual no es autoridad responsable el Poder Legislativo ya que será objeto de examen la sentencia, laudo o resolución que ponga fin al juicio, y en forma indirecta la norma o ley que se tilde de inconstitucional por su aplicación.

Los Tribunales Colegiados al emitir la sentencia correspondiente podrán en su caso conceder el amparo al quejoso por fundarse el acto impetrado en un precepto que se considera inconstitucional y para el exclusivo efecto de que sea restituido en la garantía individual violada o bien pueda hacer la interpretación de un precepto del pacto federal, caso en el que subsiste el problema de inconstitucionalidad, o se pretende se examine por el máximo Tribunal la interpretación que se haya dado a un precepto constitucional, procede el recurso de revisión por el órgano superior.

2.- LA VIGENCIA DE LEYES INCONSTITUCIONALES

Las leyes emitidas por el poder legislativo federal o estatal, pueden contravenir uno o varios preceptos de la Constitución Federal, y al ocurrir los particulares en demanda de amparo y pronunciarse la Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto, concediendo la protección federal, se conforma la jurisprudencia por reiteración de cinco ejecutorias en igual sentido, sin ninguna en contrario, obligatoria para los propios Tribunales federales, para los tribunales y juzgados de las entidades de la federación y para las autoridades jurisdiccionales, conforme al artículo 192 de la Ley de Amparo, no obstante, la declaración de inconstitucionalidad de algún precepto o ley ordinaria por el máximo Tribunal del país, como intérprete de la Constitución, la disposición o ley ya declarada contraventora de alguna de las garantías individuales que a favor de los gobernados tutela nuestra Carta Magna, se continuará aplicando a todos aquellos que no están en condiciones, por diversos motivos, de ocurrir en demanda del amparo y protección de la Justicia Federal; se seguirá aplicando, al seguir vigente y nos e afecta su validez, y aún declarada inconstitucional puede ser aplicada por la misma Suprema Corte y por todas las autoridades del país, nuevamente, cuantas veces sea necesario, porque a pesar de que parezca un sofisma en nuestro país las leyes inconstitucionales son vigentes, puesto que sólo quienes obtengan sentencia favorable por ocurrir al juicio de amparo, aun existiendo jurisprudencia en el sentido anotado, serán beneficiarios de la declaratoria de inconstitucionalidad, no aquellos que aplicada que les sea la ley no promuevan la demanda relativa, quienes tendrán que seguir soportando indefinidamente la aplicación de normas atentatorias de las garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica, etc.

3.- FUNCIÓN SOCIAL DE LA JURISPRUDENCIA

Se considera que en un mundo en constante cambio, los fenómenos como la globalización y la apertura de las economías nacionales fuerzan a realizar reformas en las leyes de los Estados, estos cambios se han dado de manera dramática en los procesos de apertura política y financiera como el ocurrido en la ex Unión Soviética, en el cual se transformó el sistema jurídico y financiero, adecuando la constitución real y la formal, asegurando de este modo la transición pacífica de las instituciones del viejo orden soviético hacia las nuevas normas de una mancomunidad de naciones.

Las constituciones cambian, evolucionan adquiriendo nuevas instituciones, desechando otras. Una reforma no necesariamente conlleva la ruptura de las instituciones existentes, pero toda reforma debe darse dentro del orden legal y por la vía pacífica. Ello implica que las leyes emitidas dentro del proceso de evolución de la sociedad deben respetar el orden constitucional y no violentarlo. 

Como ya hemos dejado establecido dentro de los sistemas de defensa de la Constitución en México, el juicio de amparo tiene especial importancia para tutelar los derechos de los individuos garantizados en la propia constitución, pero el principio de relatividad de las sentencias de amparo se constituye en un obstáculo para el debido cumplimiento de las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto a las leyes declaradas inconstitucionales.

La existencia de un Tribunal Constitucional hace posible en el régimen jurídico español que una resolución de dicha autoridad deje sin efectos toda o parte de una ley que se estima inconstitucional por parte legitimada. En nuestro sistema judicial sólo por excepción se le van a dar esos mismos efectos a una sentencia en controversia constitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Sentencia en controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad.

Si bien es cierto que desde el punto de vista de la nueva ingeniería constitucional, la evolución gradual de los principios jurídicos debe traducirse en una completa renovación de los textos normativos y el propio ordenamiento constitucional para adecuarlo a la realidad social
, también lo es que los principios jurídicos sustentados en el texto constitucional deben ser respetados, en tanto constituyan la estructura fundamental del propio ordenamiento constitucional y garanticen el respeto irrestricto de los derechos fundamentales del individuo.

Lo expuesto en el párrafo anterior debe entenderse también en el contexto de la permanencia dentro del orden normativo mexicano de leyes injustas que son contrarias al ideal de justicia planteado por el constituyente de 1917. John Rawls en su obra Teoría de la Justicia al analizar el papel de la justicia señala:

"La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, como la verdad o es de los sistemas de pensamiento. Una teoría, por muy atractiva, elocuente y concisa que sea, tiene que ser rechazada o revisada si no es verdadera; de igual modo, no importa que las leyes e instituciones estén ordenadas y sean eficientes; si son injustas han de ser reformadas o abolidas. Cada persona posee una inviolabilidad fundada en la justicia que ni siquiera el bienestar de la sociedad en conjunto puede atropellar. Es por esta razón por la que la justicia niega que la pérdida de libertad para algunos se vuelva justa por el hecho de que un mayor bien es compartido por otros. No permite que los sacrificios impuestos a unos sean compensados por la mayor cantidad de ventajas disfrutadas por muchos. Por tanto, en una sociedad justa, las libertades de igualdad de ciudadanía se dan por establecidas definitivamente; los derechos asegurados por la justicia  no están sujetos a regateos políticos ni al cálculo de intereses sociales. Lo único que nos permite tolerar una teoría errónea es la falta de una mejor; análogamente una injusticia sólo es tolerable cuando es necesaria para evitar una injusticia aún mayor. Siendo las primeras virtudes de la actividad humana, la verdad y la justicia no pueden estar sujetas a transacciones"
.

Para afianzar el Estado social de derecho, se requiere garantizar el pleno respeto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé las garantías individuales y sociales que hacen posible el desarrollo económico, social y político. Como ya se ha apuntado, la defensa de la Constitución corresponde al Poder Judicial Federal, a través del amparo, instrumento esencial para que impere coactivamente la Constitución Federal; así cuando es concedida la protección de la Justicia de la Unión de allí que si se ha emitido jurisprudencia por reiteración en los juicios de amparo promovidos ante jueces de Distrito en los que se llamó como autoridad responsable al Poder legislativo local o federal, o al ejecutivo local o federal que haya emitido la ley o reglamento tildado de inconstitucional, dicha jurisprudencia atendiendo a su fuerza obligatoria que le otorga la ley de amparo en su artículo 192, debe ser acatada por toda autoridad, a efecto de no seguir permitiendo la vigencia de leyes atentatorias contra la Constitución General de la República.

Es necesario implementar el mecanismo adecuado en la Ley de Amparo, a efecto de que la obligatoriedad de la jurisprudencia realmente se cumpla por las autoridades jurisdiccionales, y no jurisdiccionales, éstas a quienes actualmente, conforme al artículo 192, tranquilamente pueden desatender el contenido de la jurisprudencia al emitir sus actos, puesto que no les es obligatoria.

De hacerlo, la justicia llegaría a todos los particulares a quienes por razones de diversa índole tuviera que aplicarse una norma o ley inconstitucional, y la jurisprudencia tendría una función social importante en la vida del país, porque se orientaría el orden constitucional para todas las autoridades, ya que se considera que una vez existente la jurisprudencia que decide que una norma es inconstitucional, el Poder Judicial debería publicar el acuerdo derogatorio correspondiente.

4. DISTINCIÓN ENTRE EL PRINCIPIO DE LA RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO Y LA OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA.

Uno de los principios trascendentes del juicio de amparo es el de relatividad, que significa que la determinación concesoria del amparo sólo beneficia a quien recurrió al mismo.

Genaro David Góngora Pimentel, explica que:

“Los efectos de la sentencia, según el principio comentado, se limitan a la persona o personas que hubiesen promovido el juicio de amparo. Si la sentencia niega el amparo solicitado, esto no impide que otro u otros que están en un caso idéntico lo soliciten; si por el contrario la sentencia lo otorga, sólo aprovecha a los que promovieron el juicio; los demás, aunque se encuentren en un caso perfectamente igual no pueden alegar como ejecutoria el fallo pronunciado para resistir el cumplimiento de la ley o acto que la motivó.”

Por su parte, Ignacio Burgoa, precisa que:

“El principio de relatividad, en puntual congruencia con el de iniciativa del agraviado, ha sido el escudo protector de la potestad que tienen los tribunales federales para declarar, dentro de la vía de amparo, la inconstitucionalidad de las leyes, puesto que a virtud de él, las sentencias respectivas contraen su eficacia al caso concreto que hubiese suscitado el ejercicio de la acción por parte del quejoso, revelándose únicamente a éste del cumplimiento de la ley reclamada, la cual conserva su fuerza normativa frente a los que no la hayan impugnado, toda vez que tales sentencias no entrañan su derogación o abrogación.”

La relatividad de la cosa juzgada en materia de amparo estriba en que la sentencia sólo debe de ocuparse de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos, sin hacer una declaración general, así se establece en el artículo 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y artículo 76 de la Ley de Amparo, este principio es fundamental por cuanto que la sentencia concesoria del amparo no puede ser general por lo que toca a la tutela de garantías individuales en relación a otras personas distintas del quejoso.    

Se exceptúa la aplicación del principio de la relatividad, cuando se declara inconstitucional el acto de autoridad en donde resulten ser partes quienes no concurrieron al juicio de garantías, esto es palpable cuando se repone el procedimiento y se de la figura del litisconsorcio pasivo necesario. En efecto así se determina en la jurisprudencia por contradicción de tesis 28/93, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia por, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Instancia: Pleno, Tomo: III, Febrero de 1996, Tesis: P./J. 9/96, página  78, que a la letra dice: 

“SENTENCIAS DE AMPARO. CUANDO ORDENEN REPONER EL PROCEDIMIENTO, SUS EFECTOS DEBEN HACERSE EXTENSIVOS A LOS CODEMANDADOS DEL QUEJOSO, SIEMPRE QUE ENTRE ESTOS EXISTA LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO.  Los efectos de la sentencia de amparo que concede la Protección Federal solicitada, deben extenderse a los codemandados del quejoso, quienes no ejercitaron la acción constitucional correspondiente, cuando se encuentre acreditado en autos que entre dichos codemandados existe litisconsorcio pasivo necesario o que la situación de los litisconsortes sea idéntica, afín o común a la de quien sí promovió el juicio de garantías, pues los efectos del citado litisconsorcio pasivo sólo se producen dentro del proceso correspondiente, por lo que sí pueden trasladarse al procedimiento constitucional. Por lo tanto, si se otorgó el amparo y protección de la Justicia Federal, para el efecto de que se deje insubsistente todo lo actuado en un juicio ejecutivo mercantil, a partir de su ilegal emplazamiento, las consecuencias de dicha resolución sí deben alcanzar o beneficiar a los codemandados del quejoso en el juicio natural, en tanto que constituye un acto necesario para el debido cumplimiento de la sentencia de amparo, ya que en el caso contrario, se haría nugatoria la concesión de la Protección Constitucional, sin que esto implique infracción al principio de relatividad de las sentencias de amparo previsto en los artículos 107, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 76 de la Ley de Amparo, habida cuenta de que no se está en la hipótesis de que una sentencia de amparo se hubiese ocupado de individuos particulares o de personas morales diversas a quienes hubieren solicitado la protección Federal.”

El concepto del relativismo, no debe confundirse con lo que es la jurisprudencia, porque ésta se equipara a una ley, porque es de aplicación general, impersonal, abstracta, obligatoria, y esto se precisa en el artículo 192 de la Ley de Amparo que determina su observancia obligatoria por parte de las autoridades jurisdiccionales. En efecto, el precepto textualmente dispone:

"Art. 192. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los juzgados de Distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce ministros, si se trata de jurisprudencia del Pleno, o por cuatro ministros en los casos de jurisprudencia de las Salas .

También constituyen jurisprudencia las resoluciones que diluciden las contradicciones de tesis de Salas y de Tribunales Colegiados."

A la luz de este precepto legal, las autoridades jurisdiccionales en el país tienen el deber jurídico de acatar la jurisprudencia al resolver los asuntos que sean de su competencia, aún cuando persista el temor de que con tal proceder se rompa la fórmula Otero, en razón de que la Ley vigente inconstitucional dejaría de tener aplicación por la supremacía de la jurisprudencia, al respecto conviene puntualizar que nuestra legislación tiene un avance importante en materia de inconstitucionalidad de leyes, porque conforme al artículo 76 bis, fracción I, de la Ley de Amparo, se debe suplir los conceptos de violación en cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de modo que aunque el particular no reclame la inconstitucionalidad, será beneficiado con la protección de la justicia de la Unión, por la circunstancia de que la ley ya fue previamente declarada inconstitucional.

Ahora, desde otro punto de vista, si existe jurisprudencia en el sentido de que determinada ley, reglamento o decreto, no es inconstitucional, tal jurisprudencia puede variar, como así se puede observar de la tesis sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que a continuación se transcribe:

“LEYES, AMPARO CONTRA. COMPETE AL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CONOCER DE LA REVISIÓN, NO OBSTANTE EXISTIR JURISPRUDENCIA QUE DECLARA LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY, CUANDO EN LA DEMANDA SE PLANTEAN CONCEPTOS DE VIOLACIÓN SUSTANCIALMENTE DISTINTOS A LOS EXAMINADOS.- es verdad que una vez integrada jurisprudencia por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, en relación a la constitucionalidad de una ley, la competencia para conocer de los recursos de revisión se actualizaría a favor de los Tribunales Colegiados de Circuito, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y en el punto primero del Acuerdo Plenario 2/1997. Sin embargo, el Tribunal Pleno debe conocer del recurso cuando se formulen nuevos conceptos de violación sustancialmente distintos, tendientes a demostrar la inconstitucionalidad de algún precepto ya declarado constitucional en jurisprudencia, porque se está en el caso de analizar de nueva cuenta, la constitucionalidad del mismo precepto a la luz de los nuevos conceptos de violación.” 

En estos casos no tendría aplicación el acuerdo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación publicado el 23 de junio de 1999, en el Diario Oficial de la Federación, por el que se señalan las hipótesis en las que al existir jurisprudencia, los tribunales Colegiados de Circuito, puedan conocer del recurso de revisión que se interponga contra la sentencia que se dicte en la audiencia constitucional, cuando subsista en el recurso el problema de inconstitucionalidad, ello derivado de la reforma al artículo 94 de la Carta Magna, que autoriza la emisión del acuerdo indicado.

Con lo aquí expuesto, queda claro que la jurisprudencia se encamina hacia la derogación de leyes inconstitucionales, fórmula feliz para que prevalezca el estado social de derecho, ya que no se justifica que en nombre del relativismo del amparo, se individualice la jurisprudencia. Los mexicanos exigen mayor justicia, respeto a la Constitución, y una de las formas de alcanzarlo, en materia de leyes es obtener la derogación mediante una jurisprudencia social.

Se considera por este motivo necesario reformar la Ley de Amparo en su artículo 192, a efecto de que se establezca de una vez que la Suprema Corte de Justicia de la Nación declare que un Tratado internacional, leyes o reglamentos sean inconstitucionales, mediante jurisprudencia firme, las mismas deben ser derogadas ipso facto, debiendo publicar el decreto respectivo
 al más alto Tribunal del país, sin que ello implique invasión de facultades, porque si el juicio de amparo tiene como fin teleológico la defensa de la Constitución, es legítimo entonces que por medio de la jurisprudencia se evite que de manera constante se viole la Carta magna en perjuicio de los habitantes del territorio mexicano, por la aplicación de leyes inconstitucionales por las autoridades jurisdiccionales y no jurisdiccionales, federales, estatales o municipales, toda vez que el poder legislativo, federal o local, como responsable en los amparos indirectos, ya tuvo intervención en los juicios de amparo que dieron lugar a la formación de la jurisprudencia que declara la inconstitucionalidad de una disposición o de la ley misma. 

5. CONCLUSIONES

El texto propuesto para el artículo 192, de la Ley de Amparo, es el siguiente:

“Art. 192.- La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los juzgados de Distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales. 

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por ocho ministros, si se trata de jurisprudencias del Pleno, o por cuatro ministros en los casos de jurisprudencia de las Salas.

Tratándose de leyes declaradas inconstitucionales la jurisprudencia es obligatoria para todas las autoridades siempre que en los juicios de amparo promovidos ante jueces de Distrito se haya llamado como autoridad responsable al Poder legislativo local o federal, o al ejecutivo local o federal que haya emitido la ley o reglamento. La Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá publicar el acuerdo derogatorio correspondiente.

También constituyen jurisprudencia las resoluciones que deciden las contradicciones de tesis de Salas y de Tribunales Colegiados.
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Francisco Martínez Sánchez

Con el juicio de amparo se cree acceder a lo siguiente:

a) Interpretar el texto constitucional.

(facultad exclusiva de la Judicatura Federal).   CIERTO
b) Declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes. (leyes en sentido lato).  CIERTO
c) Funcionar como Tribunal de lo Contencioso Administrativo.  CIERTO
d) Proteger los Derechos Humanos. ERROR 

e) Controlar la legalidad o la aplicación de las palabras de la ley; cuando ésta deba interpretarse darle un solo sentido; si no existe ley que prevea la solución del caso justiciable, determinar cuál o cuáles son los principios de nuestro sistema jurídico para resolverlo. En todos los casos, imponer la aplicación uniforme de la ley.  El control de la legalidad la hace en relación con todos los órganos del poder que desempeñan la función jurisdiccional, aunque no formen parte de la rama judicial del gobierno.  CONFUSION
A

INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN

Está fuera de controversia que la Judicatura Federal tiene la facultad exclusiva de interpretar la Constitución; sin embargo, cuando lo hace, limita su actuar al desempeño de la función jurisdiccional, es decir, no actúa como uno de los tres Poderes de la Federación, no toma decisiones políticas.  Me explicaré: Aunque de alguna manera las tres ramas del gobierno desarrollan las tres funciones, esto no significa que los tres órganos de gobierno ejerciten actos de poder o de soberanía; cuando el Ejecutivo desempeña la función administrativa despliega una facultad, pero no ejercita un acto de soberanía que lo caracterice como Poder; pero cuando ejerce su poder político, cuando toma decisiones políticas, es entonces cuando ejerce la parte de soberanía que le delegó el pueblo y actúa como Poder; igual sucede con el Legislativo cuando toma decisiones políticas, las que destacadamente se presentan cuando actúa como Constituyente, ya sea reconociéndole personalidad a las iglesias o acabando con la reforma agraria; es decisión política la aprobación por parte del senado del Tratado de Libre Comercio o de la Cámara de Diputados la aprobación del presupuesto de egresos; o del Congreso de la Unión aprobar el FOBAPROA o la participación de los particulares en la petroquímica secundaria.  La Judicatura Federal nunca había desempeñado la función política, mas, la Corte en sesión plenaria del miércoles siete de agosto de mil novecientos cuarenta y seis, decidió que el artículo 97 Constitucional que la faculta para investigar violaciones al voto público, no le otorga las facultades que expresamente le son conferidas, el argumento:  Que asumir tales facultades significa desempeñar una actividad política. Sin proponérselo, me imagino que obedeciendo órdenes del Ejecutivo aunque pudo ser de propia decisión, con motivo del problema político que conlleva la crisis bancaria, a pretexto de resolver un problema de contradicción de tesis sobre capitalización de intereses, con fecha dieciocho de octubre de mil novecientos noventa y ocho el Pleno de la Suprema Corte produjo trece jurisprudencias, porque la Presidencia de la Sala a la que está adscrito el Ministro Ponente solicitó a los Tribunales Colegiados de todos los circuitos el envío de copias de las ejecutorias que hubieren pronunciado y sustentado en relación con la temática bancaria (páginas 34 y 35 de la tesis 32/98), y así, sin caso o casos, porque las sentencias que enviaron los Colegiados eran casos ya resueltos, sin que existieran promoventes legitimados que lo solicitaren; en una sola sesión y con una sola sentencia, resolvió no sólo la legalidad de la capitalización de intereses, sino que a los bancos les asistía el derecho en los otros doce casos que resolvió sin caso; obvio, las trece resoluciones fueron favorables a los bancos, al igual que se valora como única vía de salvación nacional la aprobación del FOBAPROA. Esta fue una decisión política.

La Judicatura Federal serviría con mucho a la República, si se decidiera a ejercer la parte de soberanía que le corresponde, si se convirtiera en Poder; tomando y emitiendo decisiones políticas interpretando la Constitución sobre educación superior, pena de muerte, aborto, electricidad, petroquímica, etnias, el ejército como policía y dentro de la policía, etc.

La Constitución trata estos temas, e interpretándolos con sabiduría se trascenderían ingentes problemas nacionales.  Mi primera proposición es la que por medio del juicio de amparo, la Judicatura Federal ejerza la soberanía que le corresponde y asuma el rango de uno de los tres Poderes de la Unión, ya que hasta ahora se limita a ejercer la función jurisdiccional.

El Tribunal Federal Electoral y los Tribunales de esta naturaleza que apliquen directamente la Constitución, pueden producir criterios diversos a los de la Judicatura Federal, por lo que deben supeditarse a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver contradicciones de tesis.

B

INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES

Es ocioso afirmar que el amparo directo contra leyes más que un planteamiento de inconstitucionalidad es una treta para alargar los juicios que prepara la revisión también como chicana.  La Corte pretende resolver este problema mediante la imposición de multas que nadie paga, pero aun en estos casos se pierde tiempo y dinero en papeleo inútil; también se quiere aminorar el problema limitando los casos en que procede el planteamiento de inconstitucionalidad de leyes en amparo directo (como cuando se hacen planteamientos ya decididos), para eludir este aparente obstáculo los quejosos harán proposiciones de inconstitucionalidad sobre nuevos artículos no atacados antes de este defecto, ya que el planteamiento de inconstitucionalidad es procedente, sabiendo argumentar, con lo que el círculo vicioso no tiene fin.

El problema es de fácil solución: que se suprima el amparo contra leyes en amparo directo.

El amparo directo es un juicio de control de la legalidad, y cuando se promueve o se contesta en un proceso en que la autoridad ejerce la función jurisdiccional, la demanda o contestación puede suponer sometimiento a leyes procesales y sustantivas que se consideran inconstitucionales y que se van a aplicar; para salvar esta improcedencia, se debe determinar que cuando se comparece a juicio, tanto las leyes procesales como sustantivas son autoaplicativas y así tener el derecho de formular la demanda de amparo contra leyes en la misma fecha en que se accione en forma ordinaria o quince días después de que fenezca el plazo para contestar la demanda, y que el derecho para tildar una ley procesal o sustantiva de inconstitucionalidad vuelve a surgir contra el primer acto de aplicación de la ley.  En estos casos, cuando se vaya en demanda de amparo contra la sentencia definitiva, el quejoso tendrá la obligación de hacer del conocimiento del Tribunal de Amparo que al presentar o contestar la demanda promovió amparo contra leyes, a efecto de que no se resuelva el amparo directo hasta en tanto no se conozca el sentido de la resolución del amparo contra leyes.

C

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Es obvio que el juicio de amparo indirecto administrativo substituye al contencioso administrativo, o en su caso, hace la función del Tribunal Contencioso Administrativo.

Debe tomarse en cuenta la experiencia, que en las entidades donde existen Tribunales de lo Contencioso Administrativo, (tal vez porque no tienen facultad de imperio sobre las administraciones locales) alegando violaciones directas a la Constitución se acude ante los Jueces de Distrito, ya que de esta forma no opera o no es causa de improcedencia el no cumplir con el principio de definitividad; también es posible burlar a los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, cuando acuden a él terceros que pretenden la anulación de una decisión de autoridad que favorece a un particular violando la ley y que perjudica a esos terceros, el beneficiado con la decisión ilegal acude ante su amiga autoridad, y le pide que revoque la decisión que le favorece sin fundamento, sin motivo y si es posible sin facultades; contra este nuevo acto de autoridad se promueve amparo indirecto y no hay forma de perderlo ni posibilidad que los terceros o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo intervengan.

Creo que el mejor y si no fuera humano sería perfecto sistema de justicia administrativa, lo es el Consejo de Estado Francés; propongo que sin trasplantarlo, pero sí estudiándolo a profundidad se cree un Tribunal Federal de lo Contencioso Administrativo y Tribunales Estatales y de ser necesario aun Municipales, y con una sola ley, como sucede en materia laboral (artículo 123 Constitucional en su Ley Reglamentaria) se resuelvan todos los casos en primera instancia y que la Sala o Salas Superiores (se les pueda dar otro nombre) sean Tribunales de segunda y última instancia para todas las partes; sin posibilidad de llegar al amparo directo. Este Tribunal puede o no encuadrarse dentro del poder Judicial Federal, pero sin duda debe estar supeditado a la Suprema Corte, destacadamente para resolver problemas de contradicción de tesis con otros tribunales de igual rango.

D

LOS DERECHOS HUMANOS.

Ya es tiempo de que se sepa, que el juicio de amparo no sirve, es ineficaz o no tiene como teleología la protección de los derechos humanos.

Nadie puede controvertir, que el primer y fundamental derecho humano es el derecho a la vida; porque cuando ésta se acaba, con ella desaparece cualquier derecho de cualquier índole que haya tenido el privado de ésta.

Me pregunto, ¿Qué vía jurídica o de cualquier naturaleza existe para evitar, eludir o impedir el cumplimiento de la decisión de la autoridad de privar de la vida a alguien? ¿Cómo se pudo impedir el caso de Aguas Blancas, o de los cientos de perredistas acribillados por el régimen de Salinas; ¿Cómo se pudo impedir lo sucedido el 2 de octubre o en ACTEAL?

Subrayo que menciono sólo mayúsculos crímenes de estado, pues de los periodistas o de enemigos de políticos rebasan cualquier estadística.  En estos casos el juicio de amparo es improcedente porque se trata de hechos consumados de un modo irreparable; tampoco hay forma de sancionar a la autoridad homicida, merced a que tiene fuero o porque no lo decide el titular del Ejecutivo que es Jefe del Ministerio Público que monopoliza el ejercicio de la acción penal.

Yo defino al Derecho como protección de intereses, y afirmo que el Derecho protege los intereses de quienes tienen la facultad de crearlo.  La responsabilidad de los servidores públicos se trata en los artículos 108 a 114 Constitucionales.  El artículo 108 dispone que es servidor público cualquier empleado del gobierno. Las sanciones que se pueden imponer mediante juicio político en términos del artículo 110 se limitan a destitución del cargo o inhabilitación. El artículo 111 dispone que para proceder penalmente contra los altos funcionarios del gobierno en sus tres ramas, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados dictará por mayoría absoluta de sus miembros presentes si ha o no lugar a proceder en contra el inculpado (desaforarlo).  Como aparente reminiscencia perturbadora se conserva el texto de que el Presidente de la República durante el tiempo de su encargo sólo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común; esta redacción viene desde la Constitución de cinco de febrero de mil novecientos diecisiete, cuando no existían delitos graves ni posibilidad de definirlos; del listado que ahora existe creo que sólo puede cometer el delito de violación, pero si nunca se desafuera a nadie, la única solución es que se acabe con el fuero constitucional o como ahora se dice: “requisito de procedencia”.

Se propone que desaparezca por anacrónico, pero fundamentalmente porque impide que impere el estado de Derecho, el “requisito de procedencia” o fuero constitucional para perseguir delitos cometidos por altos funcionarios, y de esta forma lograr sin garantizar el derecho a la vida, cuando menos sancionar a quienes ahora impunemente ordenan se prive de ésta; el único amparo que existe sobre el particular, es el amparo que da el poder o fuero constitucional o requisito de procedencia a los altos funcionarios para privar de la vida.

Después de la vida el más preciado derecho humano es la libertad personal.  Este derecho no puede ser protegido mediante el juicio de amparo.  Se puede decir que hay dos tipos de privación de la libertad personal:  La hecha por la autoridad en forma completamente ilegal y la privación de la libertad en que la autoridad asume haberla ejecutado, pero que manifiesta que la efectuó por mandato o acatamiento de la ley; en ambos casos el amparo no es el medio para recuperar la libertad personal perdida o para evitar que esta pérdida se consume.

La publicidad oficial con frecuencia afirma que nuestro país rige la disposición contenida en la declaración universal de los derechos del hombre de las Naciones Unidas, que dice que todo mundo se presume inocente hasta en tanto no se demuestre su responsabilidad penal.  En los países en que existe este derecho, primero se juzga y se sentencia y en acatamiento a la resolución que define que el acusado es plenamente responsable se le priva de su libertad personal; pero durante el proceso puede estar en libertad si por sus circunstancias personales existe la seguridad de que no se va a sustraer de la acción de la justicia.

Mediante el juicio de amparo es posible que funcionarios de Tribunales de Amparo personalmente busquen a los privados de la libertad en los separos o lugares de detención que oficialmente opera la autoridad administrativa; sin embargo, si la detención es arbitraria y la autoridad tiene interés en negar la privación de la libertad personal, es común retener a la persona en cárceles privadas, pero como éstas pueden ser descubiertas, la manera de burlar al funcionario que busca al detenido, es la de establecer estas cárceles privadas en casas particulares fuera del estado en donde tiene competencia de investigación el Juez de Distrito; es decir, simplemente se pone la cárcel privada en una casa dentro de un estado colindante, y de esta forma a ella no puede llegar la autoridad buscadora, además de que es imposible conocer la ubicación de estos lugares.

Por lo que toca a la privación de la libertad con visos de legalidad, el artículo 20 Constitucional dispone que en todo proceso de orden penal el inculpado inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en que por su gravedad la ley expresamente prohíba conceder este beneficio, y en casos de delitos no graves, el juez puede negar la libertad provisional cuando el inculpado sea un riesgo para el ofendido o para la sociedad; y luego insiste:  La ley determinará los casos graves en los cuales el juez podrá revocar la libertad provisional.  En los términos anteriores la Constitución se supedita a sí misma a lo que dispone la ley común en cuanto a la determinación de que es un delito grave, lo cual crea un aquelarre imposible de ordenar.  La Ley Penal para delitos comunes cometidos en el Distrito Federal clasifica como delitos graves los que tengan una penalidad cuyo promedio aritmético exceda los cinco años de prisión y casi todos los delitos exceden este promedio: en cambio la Ley Federal hace un listado de los delitos que considera graves, y cada Estado de la República hace su propio listado de delitos graves, de donde se llega a que la Constitución se supedita a las leyes, para que sean éstas las que decidan en qué casos se puede obtener la libertad provisional, o en su caso, no ser privado de la libertad personal; así, es por disposición de la ley ordinaria como muy limitadamente se puede garantizar la libertad personal, pero no es un derecho que conceda la Constitución, y por lo mismo la libertad personal no forma parte de las garantías individuales que pueden ser protegidas mediante el juicio de amparo.

La fracción II del artículo 20 Constitucional dispone que el inculpado no podrá ser obligado a declarar, y el segundo párrafo de la fracción X del mismo artículo 20 Constitucional dispone que la garantía prevista en la fracción II también será observada durante la averiguación previa y que lo previsto en la fracción II no estará sujeto a condición alguna.  Este derecho a no declarar en perjuicio propio durante la averiguación previa no se hace del conocimiento de los privados de la libertad, y lo más común es ver que siempre tienen la mejor intención de declarar ante el Ministerio Público y con todo entusiasmo se incriminan.  Como estas declaraciones evidentemente son obtenidas mediante coacción o tortura, parece que en esto último luchamos por el primer lugar internacional; ante la ausencia de derecho a la libertad personal, porque todo mundo es culpable hasta en tanto no demuestre su inocencia mediante una sentencia absolutoria, por ello propongo:  Que se reforme la Constitución y las Leyes a efecto de que no se conceda valor probatorio alguno a la declaración obtenida del inculpado por el Ministerio Público, y que sólo tenga validez la declaración preparatoria hecha en audiencia pública. También procede como petición de principio, que en la Constitución Federal se haga el listado de los delitos graves. 

Me parece ocioso continuar hablando de Derechos Humanos, ya que podemos acreditar que en nuestro régimen jurídico no existen; como corolario también se sugiere que se suprima la obligación que como garantía individual impone el artículo 8º Constitucional de dirigirse a la autoridad de manera respetuosa aunque ésta no sea respetable, ya que basta que no se profieran injurias, lo que constituye delito, pero es risible el derecho de reverenciar a la autoridad.

Aunque nuestro gobierno ocupa un destacadísimo lugar como uno de los principales violadores de derechos humanos, es palmario que la creación de las Comisiones de Derechos Humanos al principio mucho avanzaron para lograr la sanción de los conculcadores de esta clase de derechos aunque sus observaciones no tuvieran más carácter que el de recomendaciones.  Es claro, que los principales destinatarios de los actos de autoridad violatorios de derechos humanos son delincuentes, pero también es cierto que los delincuentes son seres humanos con derechos y que con demasiada frecuencia la autoridad puede convertir en delincuente a quien se le antoje aunque jamás haya cometido delito alguno.  Muchas voces se alzaron contra las Comisiones de Derechos Humanos, y parece que estos organismos están destinados a conservar una vida vegetativa; no obstante lo anterior y si en verdad se pretende que impere el estado de derecho, se deben dar nuevas fuerzas a las Comisiones de Derechos Humanos, y que en los estados dejen de ser oficinas al servicio del gobernador que jamás hace recomendaciones; hay que seleccionar y de ser posible elegir a los individuos más honestos y respetuosos de la dignidad humana, para que presidan las Comisiones de Derechos Humanos y produzcan las recomendaciones que como en el pasado, con gran sabiduría lograron sancionar y reparar muchos atropellos.

Toda vez que hasta ahora las Comisiones de Derechos Humanos sólo producen recomendaciones que pueden ser o no atendidas, se propone que un Tribunal Colegiado de Control de la Legalidad que más adelante se propondrá, después de un año de no ser atendida una recomendación, conozca de ella este Tribunal para el efecto de su homologación y así adquiera la fuerza ejecutiva de una sentencia de amparo.

E

CONTROL DE LA LEY

1.- EL SER DE LA JUDICATURA FEDERAL.

Los Tribunales Colegiados son la última instancia de todos los juicios que se resuelven por todos los organismos que desempeñan la función jurisdiccional, aunque no estén integrados al Poder Judicial y es posible con fundamento en la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo que todos estos casos lleguen a la Suprema Corte.

El problema se origina porque se cree que es obligación de la Judicatura Federal impartir justicia, principalmente a los pobres, y con este propósito se han creado muchos supuestos de suplencia de la queja deficiente para que la justicia pueda alcanzar a todos.  La procedencia del amparo indirecto es indiscriminada, y si a ello se agrega que los Tribunales Colegiados deben resolver sobre inconstitucionalidad de leyes en amparo directo y de revisiones de amparo indirecto en los casos de las fracciones II, III, IV, V del artículo 114 de la Ley de Amparo, entonces se entiende el por qué no pueden con esta carga de trabajo los ya más de doscientos Tribunales Colegiados existentes, y a este paso nunca se detendrá el crecimiento de la Judicatura Federal.  La Judicatura Federal ha impreso un sello populista a su actuación.

2.- EL DEBER SER DE LA JUDICATURA FEDERAL.

De acuerdo con el párrafo tercero del artículo 14 Constitucional la Judicatura Federal a través del juicio de amparo debe controlar la aplicación de las palabras o expresiones de todas las leyes, desde la Constitución que también es ley hasta el último Bando de Policía y Buen Gobierno.  Cuando la ley no sea clara y admita más de una interpretación la Judicatura Federal debe proporcionarnos el único sentido o glosa del texto legal; en los casos en que existan lagunas en la ley para resolver el caso justiciable, sólo la Judicatura Federal nos puede señalar con carácter vinculatorio cuáles son los principios o lineamientos generales de nuestro sistema jurídico que deben invocarse para suplir la falta de ley expresa en el caso específico.  En la medida que cumpla con este cometido (creando jurisprudencia) debe obligarse o imponer que todos los casos iguales se resuelvan uniformemente.  Así, la función de la Judicatura Federal no es la de impartir justicia sino la de salvaguardar la ley, dándole un único sentido o significado y que esta particular interpretación se aplique de manera uniforme a todos los casos iguales.

Cierto es que el control directo de la legalidad beneficia indirectamente a alguna de las partes en el juicio natural, pero esta circunstancia no debe llevar a invertir o confundir el deber ser de la Judicatura Federal: Su función es proteger o controlar la ley, no impartir justicia.

La garantía contenida en el artículo 17 Constitucional de que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los casos que fijen las leyes y que ésta debe ser gratuita; se refiere a los Tribunales Ordinarios.  La Judicatura Federal tiene como función controlar la ley proporcionándonos una sola interpretación e imponer su aplicación uniforme para casos iguales (debe legislarse como delito de los jueces ordinarios el no aplicar o desentenderse de la jurisprudencia y también el de no resolver todas las cuestiones materia de litigio, es decir, debe ser delito no cumplir con el principio de exhaustividad, independientemente de que esto pueda ser modificado por el Tribunal de Alzada, y por supuesto, también debe ser delito que los Tribunales de segunda instancia no resuelvan todas las cuestiones planteadas en la expresión de agravios).

3.- CONSECUENCIAS DE LA CONFUSION.

El haber convertido a la Judicatura Federal en la última instancia de todos los juicios, se ha traducido en la peor de las injusticias: EL REZAGO. El dedicarse a impartir justicia y posponerla por carga de trabajo y falta de jueces, es la mejor forma de promover el amparo directo como recurso dilatorio para que no se cumplan las sentencias ¿Qué significado le dará la Judicatura Federal al artículo 426, fracción II, del Código de Procedimientos Civiles que dispone que hay cosa juzgada cuando la sentencia causa ejecutoria.  Causan ejecutoria por ministerio de Ley: II. Las sentencias de segunda instancia?

El rezago ha pretendido combatirse con el siguiente sucinto itinerario.

a) Se crea la Suprema Corte con once Ministros.

b) Por el rezago en 1928 se eleva el número de sus Ministros a dieciséis y se crean tres Salas de cinco miembros cada una.

c) Por el rezago en 1934 se aumenta el número de Ministros a veintiuno y se crea la Sala Laboral.

d) Por el rezago a finales de 1943 existen más de diecinueve mil asuntos sin resolver, de los cuales doce mil ochocientos setenta y dos son civiles.

e) Para resolver el rezago en 1944 el Congreso de la Unión aprobó reformas a la Constitución, pero no fueron ratificadas por las Legislaturas locales o estatales.

f) Por el rezago se crea la Sala Auxiliar con cinco Ministros Supernumerarios para ayudar sólo a la Sala Civil y se legisla la caducidad de la instancia por inactividad procesal, aunque la inactividad es de los Tribunales de Amparo por exceso de asuntos.

g) En 1950 el rezago ascendía a treinta y siete mil ochocientos ochenta y un casos.

h) Para combatir el rezago se crean los Tribunales Colegiados.

i) A finales de 1999 violentando la ley se nombran Magistrados y Jueces de Distrito, creando así nuevos Tribunales Colegiados para combatir el rezago.  El Presidente de la Corte da cifras de rezago en materia penal para justificar los ilegales nombramientos. 

Esta es la consecuencia de convertir a la Judicatura Federal en impartidora de Justicia, apartándola en esta materia de su facultad exclusiva de órgano de control de la Ley.

Para hacer parecer que el problema del rezago no existe, la Suprema Corte que sólo debe hablar a través de la sabiduría de sus sentencias, ha iniciado una campaña publicitaria en la que se agiganta la figura del Doctor Zedillo y se pierde, la del Presidente de la Corte; el texto se encabeza a ocho columnas. 

TENEMOS LA CONFIANZA CIUDADANA: GÓNGORA

Y luego las mentiras a repetir mil veces a cargo del presupuesto de la Judicatura Federal con estilo goebbeliano

“Apertura y transparencia, compromiso de la Judicatura Federal”.

“El PJF, más confiable e independiente que nunca”.

“No hay desarrollo ni democracia sin un sistema judicial eficiente”.

“Los Juzgadores comprometidos con la justicia”.

“Acercamos la justicia, cada vez más, al ciudadano”.

“Contamos ya con 366 órganos jurisdiccionales”.

“En 1999, Juzgados y Tribunales recibieron quinientos siete mil quinientos treinta y siete asuntos” (no ponen si 200 mil o cuántos asuntos no están resueltos).

“Seleccionamos este año a 87 Magistrados y a 40 Jueces”.

“Nuestro reto:  Una justicia más pronta y expedita”.

4.- NATURALEZA DEL AMPARO DIRECTO.

A estas alturas ya nadie cuestiona (cuando menos que yo conozca) que con el amparo directo se desempeña la función de casación.

Cuando el amparo directo se concede para efectos, se asemeja al sistema de casación español, en donde el tribunal de casación dicta la nueva sentencia que debe substituir a la casada.

La sentencia de amparo directo que da plenitud de jurisdicción a la autoridad responsable para que dicte una nueva sentencia, es un pálido reflejo del sistema de casación francés, en donde se casa la sentencia y se envía el asunto a diverso tribunal ordinario de igual jerarquía del que produjo la sentencia casada, para que dicte nueva sentencia, la cual también puede llegar al tribunal de casación con el exclusivo fin de proteger la ley.

5.- PROPUESTA DE SOLUCIóN.

Que se defina si el amparo directo debe ser utilizado para impartir justicia o para proteger la ley.

Si prevalece el segundo supuesto, que no sea indiscriminada la procedencia del amparo directo, sino que, de una parte sólo se puedan plantear cuestiones de control o de interpretación de la ley, y de la otra, que sólo se admitan a trámite las demandas que tengan, aunque sean mínimas, posibilidades de prosperar.  En los casos de desechamiento por inviabilidad, si el quejoso decide que su demanda se tramite a pesar de la resolución de inviabilidad; entonces, que garantice el costo del trámite, incluyendo sueldos de magistrados, equipo, personal administrativo, etcétera; si la demanda no prospera se hace efectiva la garantía; si el amparo se gana se devuelve la garantía.

6.- NUEVA ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS COMO ORGANOS DE CONTROL DE LA LEY.

En cada Estado se establecería una oficina de admisión o desechamiento de amparos directos con la organización que mejor funcione.  En el Distrito Federal se concentrarían alrededor de veinticinco Tribunales que nunca llegarían a cincuenta, cada uno con la máxima especialización en cada materia de los Tribunales ordinarios que existan (familiar, mercantil, civil, penal, laboral, de cada rama de lo contencioso administrativo incluyendo la materia fiscal, y estableciendo para todas las partes un recurso ante las Salas superiores o con el nombre que se les quiera dar o ya tengan, así como de control de la legalidad de las recomendaciones de las comisiones de derechos humanos no acatadas, y decidida ésta, homologarlas para convertirlas en sentencias de amparo).  También habría un Tribunal Colegiado para conocer de las interpretaciones directas a la Constitución que haga el Tribunal Federal Electoral.

Por supuesto, la Suprema Corte resolverá las contradicciones de interpretación de las leyes y de la Constitución que surjan entre los Tribunales Colegiados.

7.- LEGISLACIÓN UNIFORME.

Para que desaparezca la dislocación de nuestro sistema jurídico, como sucede con la clasificación de los delitos graves, todas las Legislaturas deben celebrar un acuerdo de coordinación, para que con su participación se propongan códigos o leyes adjetivas y sustantivas tipo o paradigma en todas las materias, que luego aprobarán en cada Entidad Federativa, ya que sólo así se puede crear una justicia igual para todos los mexicanos.

CARLOS A. CRUZ MORALES

PROPUESTAS PARA LA ELABORACION DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PRIMERA PARTE:  Modificaciones a la actual Ley de Amparo, que podrían incluirse en la nueva que se expidiera y que se proponen para que coincida con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Al respecto, se propone modificar los artículos 51, párrafo cuarto, 68 fracción II, 23, párrafo primero y 42, párrafo II de la Ley de Amparo, a fin de que coincidan con los artículos correspondientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Sobre el particular el suscrito formuló una ponencia en el Congreso Nacional de Magistrados de Circuito, celebrado en la Ciudad de México, en el mes de Noviembre de 1999. Dicha ponencia fue aprobada en tal reunión y se acompaña como anexo número 1, copia de la misma, en la cual se explican las razones para proceder a la modificación.

SEGUNDA PARTE: Modificaciones a la Ley de Amparo relacionadas con la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito.

El artículo 193, párrafo primero, de la Ley de Amparo, dice:

“La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para los Tribunales Unitarios, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del fuero común de los Estados y del Distrito Federal, y los Tribunales Administrativos y del Trabajo, locales o federales.”

CONSIDERACIONES:  Como puede advertirse, este primer párrafo del dispositivo, enumera determinadas autoridades, imponiéndoles la obligación de observar la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito. Dichas autoridades son: a).- Los Juzgados de Distrito; b).- Los Tribunales Militares y Judiciales del Fuero común de los Estados y del Distrito Federal; y, c).- Los Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales y Federales. Sin embargo, el numeral, no precisa si las mencionadas autoridades, deben de cumplir con las tesis de jurisprudencia que emitan todos y cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito que existen en la República; o bien, si su obediencia se constriñe a la jurisprudencia que establezcan los Tribunales Colegiados que tienen jurisdicción territorial en el lugar en que están ubicadas tales autoridades. Es bien sabido, que cada Tribunal Colegiado tiene una jurisdicción territorial limitada; esto es, constreñida al circuito a que pertenece. Resultaría difícil y además inadecuado que, por ejemplo, un juez de Distrito ubicado dentro del Noveno Circuito, tuviese que acatar la jurisprudencia de un Tribunal Colegiado, pongamos por caso, del Décimo Cuarto Circuito, o del Tercero. En primer lugar, porque prácticamente le sería difícil estar pendiente de todas las tesis jurisprudenciales que formulen los Tribunales Colegiados del País, máxime si se atiende a que dichas tesis  jurisprudenciales se están formando día a día. Por otra parte, constantemente, se encontraría con criterios jurisprudenciales antagónicos o contradictorios y no podría cumplir la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados, mientras no se dilucidasen las contradicciones respectivas, lo cual , obviamente amerita un trámite específico que requiere tiempo.

Por lo tanto, es conveniente modificar el artículo 193 de la Ley de Amparo, precisando que la Jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, es obligatoria para las autoridades antes especificadas, pero que se encuentren dentro de la jurisdicción territorial de dichos Tribunales Colegiados de Circuito; esto es, que la obligatoriedad jurisprudencial, debe circunscribirse a las autoridades cuya sede se halla dentro del circuito a que pertenecen los aludidos Tribunales Colegiados.

En consecuencia el artículo 193, primer párrafo, de la Ley de Amparo quedaría como sigue:

“La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para los Tribunales Unitarios, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del fuero común de los Estados y del Distrito Federal, y los Tribunales Administrativos y del Trabajo, locales o federales, que se encuentren dentro del circuito del tribunal emisor de tal jurisprudencia”.

El artículo 194 de la Ley de Amparo dice:

“La jurisprudencia se interrumpe dejando de tener carácter obligatorio, siempre que se pronuncie ejecutoria en contrario por catorce ministros, si se trata de la sustentada por el pleno; por cuatro, si es de una Sala, y por unanimidad de votos tratándose de la de un Tribunal Colegiado de Circuito. En todo caso, en la ejecutoria respectiva deberán expresarse las razones en que se apoye la interrupción para establecer la jurisprudencia relativa. Para la modificación de la jurisprudencia se observarán las mismas reglas establecidas por esta Ley, para su formación.”

CONSIDERACIONES: Aún cuanto se llevase a cabo la modificación del artículo 193, párrafo primero de la Ley de Amparo, en los términos antes propuestos, subsistiría el problema relativo a si las autoridades a que antes se ha hecho referencia, deben o no cumplir con la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando dos o más de éstos órganos judiciales, se encuentren ubicados dentro del mismo Circuito y emitan tesis jurisprudenciales contradictorias. Es decir, si un Tribunal Colegiado de un determinado circuito establece una tesis jurisprudencial en cierto sentido; y otro, ubicado en el mismo circuito, con igual circunscripción territorial, sustenta una tesis jurisprudencial que expresa lo contrario, surge el problema acerca de cual de estas tesis discrepantes debe ser observada obligatoriamente, por las autoridades a que se ha hecho mención. Si las autoridades obligadas, siguieran cumpliendo con la tesis jurisprudencial primeramente emitida, obviamente violarían la posteriormente elaborada y si se ciñeran a ésta, desacatarían la inicial.

Al respecto, el artículo 194 de la Ley de Amparo, dispone los casos en que la jurisprudencia se interrumpe, dejando de tener carácter obligatorio, pero este numeral, en cuanto se refiere a los Tribunales Colegiados de Circuito, se limita al caso , en que se pronuncia una diversa ejecutoria, por unanimidad de votos, por el mismo Tribunal colegiado de Circuito. Es decir, no contempla el caso, en que otro Tribunal Colegiado del mismo Circuito emita una tesis jurisprudencial contradictoria a la ya vigente y publicada. Pudiera decirse que , al existir dos tesis jurisprudenciales contradictorias, debe plantearse la denuncia de contradicción , ante la Sala respectiva o el Pleno de la H. Suprema Corte, para que se resuelva; esto es verídico; pero también es cierto, que mientras no se haya dirimido la contradicción, los jueces de Distrito y las restantes autoridades consignadas en el artículo 193 de la Ley de Amparo, no encontrarían cuál jurisprudencia cumplir.

Por lo tanto, es procedente proponer, se modifique el artículo 194 de la Ley de amparo, para determinar en el mismo, que la jurisprudencia de los Tribunales de Circuito, se interrumpe y deja de ser obligatoria, cuando dos o más Tribunales Colegiados del mismo Circuito, establezca tesis jurisprudenciales contradictorias; debiendo en tal hipótesis, la interrupción surtir efectos, hasta en tanto se resuelve por la Sala respectiva o el Pleno de la H. Suprema corte de Justicia de la Nación, cuál de las tesis antagónicas debe prevalecer.

En consecuencia, al artículo 194 de la Ley de Amparo, se agregaría un cuarto párrafo, el cual deberá decir:

“La Jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, se interrumpe y deja de ser obligatoria, cuando dos o mas Tribunales Colegiados del mismo Circuito, establezcan tesis jurisprudenciales contradictorias. La interrupción surtirá efectos, hasta en tanto se resuelva por la Sala respectiva o el  “Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuál de las tesis antagónicas debe prevalecer”.

TERCERA PARTE: REVISION ADHESIVA.

a).- El artículo 83, último párrafo de la Ley de Amparo dice:

“En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso , la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.”

CONSIDERACIONES: El precepto legal de referencia, no establece si los agravios en la revisión adhesiva deben limitarse a las consideraciones de la sentencia que se recurre, o si se pueden también impugnarse las partes de tal sentencia en cuanto perjudiquen al recurrente. El Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido, en las tesis de jurisprudencia que se acompañan a este pliego, como anexos números 2,3, y 4 que se pueden expresar agravios para impugnar ambos extremos. Por consiguiente, debe reformarse el último párrafo del artículo 83 de la Ley de Amparo, para quedar como sigue:

“En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. Quien haga valer la citada revisión, puede expresar agravios tendientes no solo a mejorar las consideraciones de la sentencia en la parte resolutiva que le favorece, sino también a impugnar las de la parte que le perjudique.”

b).- EL AMPARO ADHESIVO. 

Se propone agregar a la Ley de Amparo el artículo 158 bis, correspondiente al título Tercero, denominado “De los juicios de Amparo Directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito”, Capítulo I, “Disposiciones Generales”, el cual quedaría en los siguientes términos:

“La parte que obtuvo sentencia favorable a sus intereses, puede adherirse al amparo promovido por la parte contraria, dentro del término de 7días, contados a partir de la fecha en que sea emplazado de la demanda de amparo respectiva; la adhesión al juicio de amparo sigue la suerte procesal de éste. Los conceptos de violación podrán versar sobre violaciones a las leyes del procedimiento cometidas en perjuicio del promovente del amparo adhesivo, impugnar las consideraciones de la sentencia en la parte resolutiva que le favorece, o bien combatir las partes del fallo que le perjudican.”

CONSIDERACIONES; Con la introducción del amparo adhesivo, se pretende que quien obtenga resolución favorable, no quede indefenso respecto de algunos puntos, así como evitar una proliferación mayor de juicios de amparo.

Reitero a usted mi atenta y distinguida consideración.

ENRIQUE ARIZPE NARRO

� El artículo 33 de la Constitución de 1857, señalaba: “son extranjeros los que no posean las calidades determinadas en el art. 30. Tienen derecho a las garantías otorgadas en la sección 1º, título 1º de la presente Constitución, salva en todo caso la facultad que el gobierno tiene para expeler al extranjero pernicioso”. Esta figura fue introducida por el congresista Joaquín Degollado ante los temores de otro congresista el señor Barrera. Por iniciativa de don Ignacio L. Vallarta, la fórmula “Degollado” fue diferida para su estudio, pero en realidad pasó íntegra al texto definitivo. Cfr. Francisco Zarco, Historia del Congreso Constituyente de 1857, edición facsimilar de la edición  de 1916. Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolucióon Mexicana, México 1987, pp. 292 y 293.


� De acuerdo al voto particular del congresis Múgica, se podrían haber establecido determinadas causales para la expulsión de extranjeros sin juicio previo, entre las que se encontraban:


“I. A los extranjeros que se inmiscuyan en asuntos políticos;


“II. A los que se dediquen a oficios inmorales. (Toreros, jugadores, negociantes en trata de blancas, enganchadores, etc);


“III. A los vagos, ebrios consuetudinarios e incapacitados físicamente para el trabajo siempre que aquí no se hayan incapacitado en el desempeño de sus labores;


“IV. A los que en cualquiera forma pongan trabas al Gobierno legítimo de la República o conspiren en contra de la integridad de la misma;


“V. A los que, en caso de pérdida por asonada militar, motín o revolución popular, presenten reclamaciones falsas al Gobierno de la nación;


“VI. A los que representen capitales clandestinos del clero;


“VII. A los ministros de los cultos religiosos;


“VIII. A los estafadores, timadores o caballeros de industria. En todos estos casos la determinación que el Ejecutivo dictare en uso de esta facultad no tendrá recurso alguno, y


“IX. Podrá expulsar en la misma forma a todo extranjero cuya permanencia en el país juzgue inconveniente, bajo el concepto de que en este último caso, sólo procederá contra dicha resolución el recurso de amparo.


“Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos políticos del país, Cfr. Diario de debates, tomo II, Instituto Mexicano de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, México 1985, p. 1126.


� La Comisión declaró: “La mayoría de la Comisión acordó que debería suprimirse esta parte del dictamen; la determinación que el Ejecutivo tiene que dictar, en uso de esta facultad, no tendrá recurso alguno, con objeto de los extranjeros que fueren expulsados por el Ejecutivo, en vista de que, según su criterio, fuesen nocivos a la nación, tuviesen el recurso de amparo, Esto hubiera sido sumamente peligroso, porque de esta manera más valdría que no existiera el artículo 33, en el supuesto de que en la mayoría de las veces, la Suprema Corte impediría al Ejecutivo expulsar a algún extranjero, con lo cual se acarrearían serias consecuencias al Gobierno. El voto particular tiende precisamente a subsanar este error. Está conforme el voto particular en que es necesario dejar al Ejecutivo, alguna vez, el derecho absoluto, la gran facultad de poder expulsar a algún extranjeros, sin recurso alguno; pero también consideramos que en algunos casos sería muy peligroso que el Ejecutivo estuviese investido de un poder tan amplio para echar del país a cualquier extranjero. Por esa razón, al formular el voto, enmendamos el proyecto haciendo una enumeración de individuos que desde luego caen bajo la sanción del artículo 33, quienes en ningún país tienen garantías. Esas garantías las otorga el dictamen de la mayoría. Nosotros las quitamos, y restringimos las facultades dadas al Ejecutivo para poder expulsar a cualquier extranjero, poniéndolo en condiciones de poder obrar cuerdamente cuando expulse a alguno de los que se enumeran en la fracción, que son perniciosos no sólo en México, sino en cualquier parte del mundo.” Ibidem, pp. 1127 y 1128. Finalmente la votación del dictamen en la que se suprimió definitivamente el voto particular se hizo de manera más sumaria, ibidem, pp. 1135 y 1136.


� Esta interpretación fue cabalmente desarrollada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al siguiente error: “EXTRANJEROS, SU EXPULSIÓN DEBE SER JUSTIFICADA. El artículo 1º de la Constitución Federal, establece la protección de ésta para todo individuo, esto es, para mexicanos y extranjeros, sin distinción de ninguna naturaleza. Igualmente previene que las garantías que otorga no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que la misma Constitución señala. Los artículos 103, fracción I, y 107, que establecen el juicio de amparo, no hacen distinción alguna sobre los individuos o personas a quienes alcanzan esa protección. Por tanto, si el artículo 33 de la propia Carta Fundamental, faculta al Ejecutivo de la Unión, en forma exclusiva, para hacer abandonar el territorio nacional inmediatamente sin necesidad de previo juicio, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente, no exime a dicho alto funcionario, de la obligación que tiene, como toda autoridad en el país, de fundar y motivar la causa legal de su procedimiento, por la molestia que causa con la deportación, ya que esa garantía está establecida por el artículo 16 de la propia Constitución. En consecuencia, sus actos no pueden ser arbitrarios, sino que deben estar sujetos a las normas que la misma Carta Fundamental y las leyes establecen. Siendo así, procede el juicio de garantías contra sus determinaciones, conforme al artículo 103, fracción I, expresados, para lo cual debe seguirse el procedimiento establecido por la ley reglamentaria respectiva.” Semanario Judicial de la Federación, Quinta época, tomo LXXXIX, p. 567.


� En opinión del profesor Burgoa; “[….] Sin embargo, aunque el Presidente de la República no tiene la obligación de escuchar en defensa al extranjero previamente a la emisión del acuerdo expulsorio, si está sujeto a la garantía de motivación legal que consagra el artículo 16 constitucional, en el sentido de que dicho funcionario debe basar la estimación sobre la inconveniencia de que aquél permanezca en el país, en datos, hechos o circunstancias, objetivos reales o trascendentes que la justifiquen, factores todos estos que deben ser apreciados prudente y racionalmente  por el Ejecutivo Federal […] Debe enfatizarse, además, que el extranjero, frente a la aplicacióon del artículo 33 constitucional, está legitimado para promover el juicio de amparo contra el acuerdo o decreto presidencial de expulsión, en cuya demanda pueden invocarse hipotéticamente como violadas todas las garantías del gobernado con excepción de la de audiencia, la que, según difimos, no condicona dicho acto de autoridad.” Derecho Constitucional Mexicano, editorial Porrúa, tercera edición, México 1979, pp. 124 y 125. Cabe destacar que el mismo autos reitera el contenido del artículo 33 en su interesante obra de lege ferenda: Renovación de la Constitucióon de 1917, edición del Instituto Mexicano del Amparo, México 1994, p. 62. En el mismo sentido véase: Sánchez Bringas, Enrique, Derecho Constitucional, editorial Porrúa, México 1995,  p. 170. 


� Cfr. Nottebohm case, Judgment, I.C.J.. Reports 1955, p. 23.


� El artículo 79 de la Constitución Federal de la Confederación Suiza, establece: “La Confédération a le droit de renvoyer de son territoire les étrangers qui compromettent la sûreté intérieure ou extérieure de la Suisse.” Estrictamente hablando, se trata también de una expulsión sin  juicio previo, ya que la propia doctrina constitucional suiza la distingue de la “expulsión judicial” en donde los tribunales sí intervienen de acuerdo a los artículo 104, fracción II y 335, del Código Penal; o incluso la “administrativa” de acuerdo al artículo 10 de la Ley de 1931/1948,  realizable por las autoridades cantonales. La expulsión administrativa de acuerdo al artículo 10B de la ley en cita, se declara: “[….] dont la conduita, dans son ensemble, et les actes permettent de conclure qu’il en veut pas s’adapter à l’ordre établi dans le pays qui lui offre l’hospitalité ou qu’il n’en est pas capable”. Según el principal autor de derechos constitucional suizo: “L’expulsion administrative, dans le premier cas, en double pas à punir l’individu. Elle peut donc être décidée même si le juge pénal y a renoncé”. Cfr. Jean-Francois Aubert. Traité de droit constituionnel suisse, éditions Ides et Calndes, Neuchâtel, Suisse 1967, tomo I, p. 386. Difícilmente se puede establecer alguna diferencia con la fórmula de expulsión sin juicio previo del artículo 33 de la Constitución Federal mexicana.


� Cfr. Nguyen, Quoc Dinh, Droit international public, Librairie Générale de Droit et de Jurisprudence, París, 1992, pág. 648.


� Al parecer a nivel interamericano la problemática no es del todo grave, dado que la reserva mexicana a la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, referida al artículo 33 constitucional ha sido considerada lícita desde el punto de vista del derecho internacional regional. Como es sabido dicha reserva reza: “1. Los Estados Unidos Mexicanos reconocer como obligatoria de pleno derecho, la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sobre los casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 62-1 de la misma, a excepción de los casos derivados de la aplicación del artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” (Énfasis añadido). Cfr. Diario Oficial de la Federación, 24 de febrero de 1999.


� Adoptada y abierta a firma, ratificación y a adhesión por la Asamblea General en su Resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966, cfr. Diario Oficial de la Federación, 20 de mayo de 1981.


� En efecto, el texto del artículo 12 del Pacto en lo conducente es como sigue:


Cualquier persona que se encuentre legalmente en el territorio de un Estado tiene el derecho a circular en él libremente, y a escoger libremente su residencia.


Toda persona es libre para abandonar cualquier país, incluyendo el suyo.


Los derechos arriba mencionados no pueden ser objeto de restricciones mas que cuando se encuentren previstos por la ley, sean necesarios para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moralidad públicas, o los derechos y libertades del prójimo, y sean compatibles con los otros derechos reconocidos por el presente Pacto.


(El subrayado es nuestro).


� Baste recordar el remedo de juicio al que fue sometido el señor Ceaucescu, ex presidente de la República socialista de Rumania, en el invierno de 1989, cuando de manera sumaria se le procesó por un tribunal ad hoc, sin valoración de pruebas, de manera conjunta con otro individuo (su cónyuge), sin posibilidades de apelación, etcétera. La “sentencia” ya esperada fue la ejecución de los señores Ceaucescu, lo que sirvió de testimonio del grado de salvajismo al que se pueden llegar cuando las garantías de audiencia y debido proceso se ignoran sin más.


� Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución 217 A (III) del 10 de diciembre de 1948.


� El artículo 8 de la Declaración Universal sobre Derechos Humanos establece: Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o la ley.


� Asamblea General, 20 de noviembre de 1989, en vigor a nivel nultilateral a partir del 2 de septiembre de 1990,. Para México, cfr. Diario Oficial de la Federación 25 de enero de 1991. Tal es a nuestro juicio el sentido, verbigracia, del artículo 9 d ella referida Convención.


� V. Castro, Juventino. El artículo 105 constitucional. Segunda edición. Editorial Porrúa S.A. México 1997. pp 10 y 11.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación. Homenaje a Don Manuel Crecencio Rejón. Primera edición. Ed. Suprema Corte de Justicia de la Nación. México 1960. pp. 95 a 116.


� GONZÁLEZ Oropeza, Manuel. Comp. La reforma del Estado Federal. Acta de Reformas de 1847. Primera edición. UNAM México 1998. pp. 787 y 788


� GARCÍA Maynez, Eduardo. Filosofía del Derecho. Op cit. p. 213 


� Idem


� La Jornada Jueves 16 de diciembre de 1999, pagina 16.


� Mauro Cappelletti y Bryant Garth. El acceso a la justicia. Fondo de Cultura Económica. México 1996.


� La Jornada Lunes 13 de diciembre de 1999.





� La Jornada Martes 7 de diciembre de 1999.


� Héctor Fix Zamudio y José Ramón Cossío.- El Poder Judicial en el ordenamiento mexicano.- Fondo de Cultura Económica.- México 1996.


� Héctor Fix Zamudio.- Op. Cit.


7 Ramón Ojeda Mestre.- Suplemento-Ecología.- Política y Legislación Ambiental.- Lex Difusión y Análisis núm. 46.- Abril 1999. México.








� Alvaro Gil robles.- Tendencias actuales del Derecho.- Fondo de cultura Económica.- México 1994.


� Los párrafos primero y sexto de este precepto constitucional fueron reformados por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 11 de junio de 1999.


� Acuerdo del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 22 de junio de 1999, publicado el 23 de junio del mismo año.


� FLORES Mendoza, Imer. Reflexión sobre la defensa y la ingeniería constitucional en México. Ensayo inédito.


� RAWLS, John. Teoría de la Justicia. Segunda edición. Editorial Fondo de Cultura Económica. México 1997. pp 17 y 18.


� GÓNGORA Pimentel, Genaro David. Introducción al estudio de Amparo. Sexta edición. Editorial Porrúa. México 1999.  p 547.


� BURGOA Orihuela, Ignacio. El juicio de amparo. Trigésima edición. Editorial Porrúa. México 1999. p. 277.


� Este artículo no ha sido reformado para adecuarlo a la integración actual de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� En cumplimiento a lo que dispone el párrafo octavo, del artículo 94 constitucional, respecto a que la ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución.
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